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–En la ciudad de Córdoba, a 30 días del mes  
de mayo de 2012, siendo la hora 16 y 52: 

 
-1- 

IZAMIENTO DE LA BANDERA NACIONAL 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Con la presencia de 60 señores legisladores, 
declaro abierta la 18º sesión ordinaria del 134º período legislativo. 
 Invito al señor legislador José Luis De Lucca a izar la Bandera Nacional 
en el mástil del recinto. 
 

–Puestos de pie los señores legisladores y 
público, el señor legislador De Lucca procede a  
izar la Bandera Nacional en el mástil del 
recinto. (Aplausos). 

 
 
 

-2- 
VERSIÓN TAQUIGRÁFICA 

 
Sr. Presidente (Alesandri).- En consideración del Cuerpo la versión 
taquigráfica de la sesión anterior. 
 Los que estén por la afirmativa sírvanse expresarlo. 
 

–Se vota y aprueba.  
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Aprobada. 
 
 
 

-3- 
ASUNTOS ENTRADOS 

 
Sr. Presidente (Alesandri).- Vamos a omitir la lectura de los Asuntos Entrados 
por contar cada legislador con una edición de los mismos en sus bancas y en 
las netbooks, pudiendo solicitar la inclusión de coautores o el giro a otras 
comisiones de los respectivos proyectos. 
 
 Tiene la palabra el señor legislador Busso. 
 
 
Sr. Busso.- Muchas gracias. 
 Señor presidente: solicito que al proyecto 9215/L/2012 se agregue como 
coautor a la totalidad de los integrantes de la Comisión de Agricultura, y en el 
proyecto 9256/L/2012 también se agregue como coautores a la los legisladores 
de la referida comisión, como así también a los legisladores Pagliano y Borello. 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Así se hará, señor legislador. 
 



 
 
 
 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Para dar tratamiento al Orden del Día, tiene la 
palabra el legislador Busso.  
 
Sr. Busso.- Señor presidente: solicito que los proyectos correspondientes a los 
puntos 28, 30 y 46 del Orden del Día vuelvan a comisión, con preferencia para 
la 19º sesión ordinaria. 
 
Sr. Presidente (Alesandri).-  En consideración la moción de vuelta a comisión, 
con preferencia para la 19ª sesión ordinaria, de los proyectos correspondientes 
a los puntos números  28, 30 y 46 del Orden del Día. 
 Los que estén por la afirmativa sírvanse expresarlo. 
 

-Se vota y aprueba. 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Aprobada. 
 Se incorporan al Orden del Día de la 19º sesión ordinaria. 
 
 
 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Tiene la palabra el legislador Busso. 
 
Sr. Busso.- Señor presidente: solicito que el proyecto correspondiente al punto 
45 del Orden del Día vuelva a comisión, con preferencia para la 20ª sesión 
ordinaria. 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- En consideración la moción de vuelta a comisión, 
con preferencia para la 20ª sesión ordinaria, del proyecto correspondiente al 
punto número 45 del Orden del Día. 
 Los que estén por la afirmativa sírvanse expresarlo. 
 

-Se vota y aprueba. 
 
Sr. Presidente (Alesandri).-   Aprobada. 
 Se incorporan al Orden del Día de la 20º sesión ordinaria. 
 
 
 
 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Tiene la palabra el legislador Busso. 
 
Sr. Busso.- Solicito que los proyectos correspondientes a los puntos 1 al 27, 
29, 31 al 44 y 47 al 54 del Orden del Día vuelvan a comisión, con preferencia 
para la 21ª sesión ordinaria. 



 
Sr. Presidente (Alesandri).-  En consideración la moción de vuelta a comisión,  
con preferencia para la 21ª sesión ordinaria, de los proyectos correspondientes 
a los puntos números 1 al 27, 29, 31 al 44 y 47 al 54   del Orden del Día. 
 Los que estén por la afirmativa sírvanse expresarlo. 
 

-Se vota y aprueba. 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Aprobada. 
 Se incorporan al Orden del Día de la 21º sesión ordinaria. 
 
 
 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Por Secretaría se dará lectura a los Asuntos 
Ingresados de última hora, que adquieren estado parlamentario en la presente 
sesión. 
 
Sr. Secretario (Arias).- (Leyendo): Expedientes 9277, 9278, 9280 y 9281/L/12. 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Quedan reservados en Secretaría. 
 
Sr. Secretario (Arias).- (Leyendo): Despacho de Comisión referido al proyecto 
9143/E/12, compatibilizado con los proyectos 8854, 8882 y 9236/L/12. 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Queda reservado en Secretaría. 
 
 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Se encuentra reservada en Secretaría una nota, 
que se leerá a continuación, mocionando el tratamiento sobre tablas del 
proyecto de ley 9143/E/12, compatibilizado con los expedientes 8854, 8882 y 
9236/l/12, los que cuentan con despacho de comisión en mayoría y en 
disidencia. 
 
Sr. Secretario (Arias).- (Leyendo): 
 

Córdoba, 30 de mayo de 2012. 
 
Señora presidenta de la 
Legislatura de la Provincia de Córdoba 
Alicia Pregno 
S.                          /                              D. 
 
De mi mayor consideración: 
    En mi carácter de presidente del bloque de 
legisladores de Unión por Córdoba, y en mérito a lo dispuesto por el artículo 
126 del Reglamento Interno, me dirijo a usted a fin de solicitar el tratamiento 
sobre tablas del proyecto de ley 9143/E/12, iniciado por el Poder Ejecutivo 
provincial, por el cual “prohíbe bajo cualquier forma, modalidad o denominación 



a las whisquerías, cabarets, clubes nocturnos, boites, establecimientos o 
locales de alterne; dispone la inmediata clausura de los existentes e incorpora 
el artículo 46 bis a la Ley 8431, Código de Faltas (T.O. Ley 9444)”. 
    Contando con despacho elaborado tras el análisis 
que las comisiones legislativas realizaron con los actores involucrados, y cuyo 
sustento dará el legislador miembro informante, se solicita la aprobación de la 
presente iniciativa. 
    Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 
 
Sergio Busso 
Legislador provincial 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- En consideración la moción de tratamiento sobre 
tablas que acaba de ser leída. 

 Los que estén por la afirmativa sírvanse expresarlo. 
 

− Se vota y aprueba. 

 
Sr. Presidente (Alesandri).- Aprobada. 
 Antes de dar la palabra para el tratamiento de esta ley, que tiene una 
significación especial para la Provincia de Córdoba y para su Gobierno, quiero 
agradecer, en este recinto de la Legislatura, la presencia del señor Ministro de 
Seguridad, Comisario General Daniel Alejo Paredes; de la Secretaria de la 
Prevención de la Trata de Personas, doctora María Amelia Chiofalo; del 
Secretario de Coordinación Operativa del Ministerio de Seguridad, Comisario 
General Héctor Daniel Pino; y, fundamentalmente, de la presidenta de la 
Fundación María de Los Ángeles, la señora Susana Trimarco. Es un orgullo y 
un honor para esta Legislatura que usted nos esté visitando en esta sesión, lo 
mismo que el doctor José D’Antona y la señora Gabriela Spengler. 
 También están presentes la licenciada Adriana Domínguez, del INADI; el 
doctor Alberto Illeff, de la Red No a la Trata; y Eugenia Aravena, de la 
Asociación de Mujeres Meretrices de Córdoba. 
 A todos ellos les damos la mejor y más cordial bienvenida a este recinto. 
(Aplausos). 
 También quiero darles la bienvenida a este recinto a los alumnos del 
primer año de Ciencias Políticas de la Universidad Católica de Córdoba.  
 Muchas gracias por estar entre nosotros. (Aplausos). 
 Ahora, para referirse al presente proyecto de ley, tiene la palabra la 
señora legisladora Nadia Fernández. 
 
Sra. Fernández.- Gracias, señor presidente. 
 En nombre del bloque de Unión por Córdoba venimos a poner en 
consideración el proyecto 9143, remitido por el titular del Poder Ejecutivo, 
doctor José Manuel De la Sota, en ejercicio de las atribuciones que le confiere 
la Constitución provincial -específicamente en el artículo 144, inciso 3º-; 
proyecto de ley por el que se propicia la inmediata clausura y la prohibición de 
la instalación, en todo el territorio provincial, de locales de alterne denominados 
o más conocidos como whisquerías o cabarets. 



 El bloque de Unión por Córdoba también viene a reiterar lo declarado 
por el Gobernador de que este Gobierno, en el marco del respeto irrestricto de 
todas y cada una de las libertades individuales y/o colectivas consagradas por 
nuestra Constitución provincial y por nuestra Constitución nacional, garantiza y 
resguarda la libertad sexual de todos los habitantes y, en consecuencia, no 
formula ni formulará ningún juicio de valor respecto de la sexualidad de las 
personas. 
 Ahora bien, el Estado provincial y este Gobierno, en particular, quiere 
pronunciarse absolutamente en contra y dar lucha frontal a todo tipo de 
organización delictiva que pretenda esclavizar o reducir a la servidumbre, o 
someter a mujeres, adolescentes, niños y niñas, para que sean mercantilizados 
o destinados al comercio sexual. Con esto nos referimos a los reclutadores, a 
los proxenetas y a los regentes de prostíbulos encubiertos que obtienen 
ganancias extraordinarias con tal vil y deleznable actividad. 
 Señor presidente, este Gobierno tomó la decisión política de hacerse 
eco –entre otras cosas- de lo informado por la relatora especial de los derechos 
humanos de las víctimas de trata, la señora Giuda, para el Consejo Económico 
y Social de la Organización de Naciones Unidas en donde se refiere a la 
relación entre prostitución y trata de personas -tema muy discutido en esta 
intensa semana-, a cómo se ejerce mayoritariamente la prostitución a nivel 
mundial, a la institución prostibularia como una forma de explotación sexual y 
los supuestos en que puede ser considerada trata, afirmando textualmente que: 
“La mayor parte de la prostitución, tal como se practica actualmente en el 
mundo, suele reunir los requisitos para que pueda ser considerada, en muchos 
casos, trata”. A la vez, establece en su informe citas estadísticas que se 
refieren a países, tanto donde está legalizada como donde no, y en todos los 
casos las cifras son similares.  

Mucho más del 90 por ciento de la prostitución a nivel mundial se nutre 
de víctimas de la trata de personas, se nutre de mujeres, niños y niñas, todas 
víctimas por su sola condición, siendo sometidos a una verdadera esclavitud 
moderna.  

La relatora también sostuvo textualmente que: “Es muy raro dar con un 
caso en que los motivos que llevan a una persona al ejercicio o a la situación 
de prostitución y a las experiencias de esa persona dentro del ejercicio de la 
prostitución no incluyan, como mínimo, aunque sea un solo abuso de poder”. 
En este contexto, poder y vulnerabilidad deben entenderse, señor presidente, 
también desde la óptica de las disparidades basadas en el sexo, raza, etnia y, 
por supuesto, en las inequidades sociales y en la pobreza. 
 Dicho de manera sencilla, el camino muchas veces lleva a la situación 
de prostitución, y una vez que se cayó en ella raramente se caracteriza por  el 
ejercicio del derecho de las víctimas a la obtención de oportunidades 
adecuadas. Esto se concluye luego de haber escuchado muchos testimonios y 
opiniones de entendidos en la materia respecto de este proyecto de ley en 
tratamiento. 
 Señor presidente, llegó la hora impostergable de que las 
administraciones provinciales se hagan eco de numerosos informes e 
investigaciones de organismos internacionales, de organizaciones no 
gubernamentales internacionales y nacionales que afirman claramente cómo el 
negocio mundial de la trata de personas genera ganancias por más de 32 mil 
millones de dólares al año y se ubica en el tercer lugar de un siniestro ranking 



internacional encabezado por la venta de armas y la droga. Aunque, 
ciertamente, algunos efectores nos planteaban que está siendo más rentable la 
trata porque el negocio de la droga o las armas tiene un determinado uso y un 
determinado consumo: “se gasta”. En cambio, poner en venta o en alquiler una 
persona puede durar hasta que aguante esa persona. 
 Señor presidente, esos mismos informes nos indican que 5 mil pesos es 
la cifra más alta que se ha pagado en Argentina por una esclava sexual y el 
mínimo que se ha pagado por una esclava sexual para ser explotada de por 
vida es de 100 pesos. Cuando la víctima de trata es menor, según los informes 
de la Organización Internacional del Trabajo, puede generar –ella sola- una 
ganancia de hasta 130 mil dólares al año. La Organización Internacional de 
Migraciones estima que un grupo de 7 mujeres menores esclavas sexuales le 
reditúan a sus captores hasta 80 mil dólares mensuales. En la zona de la triple 
frontera, según los últimos informes de la  UNICEF, más de 3.500 niños, niñas 
y adolescentes –un ejército- sufren algún tipo de violencia sexual, hasta la 
explotación comercial en lugares cerrados.  
 Señor presidente, vamos hacia una mayor pedofilización de la trata y de 
la explotación sexual. La trata de personas para su explotación sexual, o con 
los fines de la explotación, en todo el mundo es una de las  mayores 
violaciones a los derechos humanos fundamentales contra mujeres, niños, 
niñas, así como también contra travestis, intersex o transgéneros, a la vez que 
implica un atentado a la integridad sexual, a la dignidad y a la libertad de las 
personas, y también es una manifestación de desigualdad de los sexos y de las 
diversas formas de violencia contra las mujeres en los términos de los tratados 
internacionales suscriptos por nuestro país. 
 La Coalición Contra la Trata de Mujeres, la Congregación Nuestra 
Señora de la Caridad del Buen Pastor, la UNANIMA Internacional, la 
reconocida Fundación  María de los Ángeles –aquí representada con la 
presencia de su titular–, la Coalición Alto a la Trata, Basta de Trata, nos exigen 
una acción inmediata para erradicar la explotación sexual y comercial de 
mujeres y niñas a través de cambios en  nuestras legislaciones y en nuestra 
políticas. 
 Nuestra sociedad, señor presidente, ha ido adoptando cierta tolerancia, 
cierta regulación en algunos lugares, incluso, hasta una cuasi legalización o 
aceptación de hecho de la explotación sexual, lo que nos condujo a la triste 
situación de que después de 200 años, y a un año de cumplirse 200 años de la 
abolición de la esclavitud, la República Argentina todavía tiene esclavos, y 
especialmente esclavas mujeres, niñas y niños. 
 En fin, señor presidente, nos hacemos eco de lo que mortifica al pueblo 
de Córdoba, y somos plenamente conscientes de que, pese a ser un delito de 
competencia federal, es necesario que arbitremos políticas lo suficientemente 
integrales que contribuyan a que no avance impunemente este delito. Por ello, 
el Gobierno diseñó y presentó hace un par de semanas, en la persona del 
señor Gobernador, José Manuel De la Sota, una serie de medidas que hechas 
políticas de Estado intentarán mitigar el avance de la trata y de la explotación 
sexual ajena.  

El señor Gobernador presentó un Programa Provincial de Lucha Contra 
la Trata de Personas y Contra la Explotación Sexual. Para su ejecución se creó 
la Secretaría de Lucha Contra la Trata –de rango ministerial recientemente–, 
dependiendo del mismo Gobernador, siendo –según entiendo, señor 



presidente– el primer antecedente en el país que una administración de rango 
provincial tenga una Secretaría con estas finalidades que son, nada más y 
nada menos, que generar –entre sus objetivos generales–, acciones para 
prevenir la trata de personas y la explotación sexual, garantizar la protección y 
la asistencia a sus víctimas en articulación con todos los ministerios de la 
administración provincial, con todas las organizaciones de la sociedad civil, con 
todos los municipios y organismos de competencia nacional o internacional. 
Respecto a otras muchas competencias, objetivos y una planificación anual 
que tiene esta Secretaría por supuesto que no tiene sentido desarrollarlas 
ahora puesto que su titular se ha comprometido en el trabajo en comisiones, 
ante todos los legisladores, de ser citada, a hacerse presente en esta 
Legislatura para dar cuentas a este Pleno acerca de cada una de las acciones 
que tienen pensadas y que hasta el momento ha ejecutado en estos 6 meses 
desde su creación, y de cómo se van a implementar algunos puntos y artículos 
que más adelante desarrollaremos en este proyecto de ley que se está 
tratando. 

También, como parte del Programa Provincial de Lucha Contra la Trata 
que presentó el señor Gobernador, es importante resaltar algunas otras 
cuestiones para el abordaje de esta temática, de este delito y de estas mafias 
organizadas en el país y en nuestro territorio provincial. 
 El 14 de mayo firmó el Decreto 364, por el que, por un lado, se dispone, 
en el ámbito de la Policía de la Provincia de Córdoba, la implementación de un 
sistema de modalidad telefónica –0810– de permanente recepción de 
información relativa a delitos de narcotráfico, trata de personas y demás actos, 
acciones, omisiones o faltas previstas en la Ley 8431 –Código de Faltas– y sus 
modificatorias. Por otro lado, este decreto establece el carácter anónimo de la 
fuente o de la persona que aporte la info rmación, siendo la Policía la que fijará 
los mecanismos de los procedimientos para su implementación, así como de la 
recepción de información, que garanticen dicho anonimato. 
 Asimismo, el mismo día –esto es muy importante– firmó el Decreto 365, 
por el que esta Provincia adhiere a los postulados establecidos en la 
prohibición dispuesta por el artículo 1º del Decreto 936/11 del Poder Ejecutivo 
nacional –firmado por la Presidenta de la Nación, Cristina Fernández de 
Kirchner–, relativo al famoso rubro 59, prohibiéndose de este modo, en todo el 
territorio de la Provincia de Córdoba, la publicidad, propaganda, difusión, 
realización de avisos o promoción por cualquier medio de servicio de masajes, 
relajación, masoterapia, gimnasia o spa; agencias de acompañantes, casas de 
masajes, etcétera, salvo que el prestador del servicio presente la 
correspondiente matrícula profesional habilitante. 
 En el marco de este programa integral presentado por el Gobernador, 
señor presidente, se impulsa –a través de nuestro diputado nacional Francisco 
Fortuna– la modificación del artículo 17 de la Ley 12.331 y la reforma del 
Código Penal, así como la creación del Registro Único de Personas Buscadas, 
tan solicitado por algunas organizaciones no gubernamentales. 
 Este proyecto –cuya esencia es la clausura y prohibición de los ámbitos 
físicos que son destino de las víctimas de trata, que es donde se produce la 
explotación de la prostitución ajena– es parte de una arista y de un abordaje lo 
suficientemente integral con el programa presentado por el Gobernador, dos 
semanas atrás, en el Centro Cívico. 



 El artículo 1º de este proyecto expresa: “Se prohíbe en todo el territorio 
de la Provincia de Córdoba la instalación, el funcionamiento, el regenteo, el 
sostenimiento, la promoción, la publicidad, la administración, la explotación 
bajo cualquier forma, modalidad o denominación, de manera ostensible o 
encubierta, de whiskerías, cabarets, clubes nocturnos, boites o 
establecimientos y/o locales de alterne”. Qué importante que es, señor 
presidente, que este artículo consigne “bajo cualquier forma, modalidad, 
denominación, de manera ostensible o encubierta”, porque –como muy bien lo 
dijo la titular de la Secretaría en nuestras reuniones de comisión– el delito de la 
trata es muy dinámico y va mutando. La cuestión no pasa por cuál es la 
denominación de los lugares sino lo que de hecho son: “el lugar no será 
considerado por cómo se llame sino por la actividad que se realice allí adentro”. 
 Por el artículo 2º del proyecto se dispone la inmediata clausura –a partir 
de la entrada en vigencia de la presente ley– de todas las whiskerías, cabarets, 
clubes nocturnos, etcétera, incorporando que el procedimiento se establecerá 
por vía reglamentaria, facultándose a la autoridad de aplicación a adoptar las 
medidas necesarias y conducentes a tales fines. Es importante destacar, señor 
presidente, que este artículo no faculta sino que obliga a los funcionarios 
intervinientes y a la autoridad de aplicación a adoptar las medidas necesarias y 
conducentes para que así se haga. No tiene que haber dudas respecto a esto, 
como no habría dudas, por ejemplo, de proceder si en el patio de un local o de 
una ferretería hay una cocina de drogas –veo que está presente el Ministro de 
Seguridad-, de la misma forma, no tendría que haber tantas dudas acerca de 
los lugares donde se explotan y esclavizan personas. 
 Luego, en el artículo 3º, a los efectos de qué se entiende por wiskerías, 
cabarets, clubes nocturnos, boites o establecimientos locales de alterne, se 
desarrollan tres incisos. Aquí el derecho y el lenguaje son fundamentales, las 
palabras en este artículo denotan y connotan el criterio para el uso correcto de 
estos términos -ratio legis- en la presencia de un objeto determinado, 
cualquiera fuese su denominación, de las propiedades en cuestión. Entonces, 
se contemplan las figuras encubiertas que, con el fin de eludir o sortear la 
aplicación de esta ley, puedan llegar a surgir. 
 Entonces, que quede bien claro: cualquier sitio donde bajo cualquier 
forma, modalidad o denominación se ofrezca o produzca la explotación sexual 
o prostitución ajena está prohibido por la presente ley.  
 A través del artículo 4º, se establecen las sanciones por el Código de 
Faltas. Cada uno de los legisladores tiene el texto de la ley, así que no tiene 
sentido que lo lea, pero sí rescatar de este artículo 4º los 60 días de arresto.  
 Señor presidente, los 60 días establecidos en este artículo del Código de 
Faltas están enfocando a quien viole -y en esto quiero ser precisa, por eso 
repito- a quien viole la prohibición de tener una wiskería abierta. La norma aquí 
está cumpliendo una función de prevención general. Básicamente, esta 
prevención es necesaria porque una cosa es la prohibición de la instalación, el 
regenteo, y otra es la violación de la prohibición con la sanción específica. Más 
importante es que estos 60 días no se redimen con ninguna multa en plata 
sucia.  
 También, en el desarrollo de esta comisión para el tratamiento de este 
proyecto, se solicitó -y de hecho hay un despacho de uno de los bloques de la 
oposición con respecto a esto- la modificación o derogación del artículo 45 del 
Código de Faltas. Creo que es una inquietud legítima pero existe en esta 



Legislatura una comisión de tratamiento creada y aprobada por este Pleno –del 
período pasado- para el tratamiento y reforma del Código de Faltas. Sugiero 
humildemente que se viabilice esta solicitud o esta demanda por esa comisión. 
 Con respecto al artículo 5º, el que establece que en todos los 
procedimientos que se realicen con motivo de la aplicación de la presente ley 
se deberán resguardar, de manera integral, los derechos de las personas que 
se encuentren en el lugar ejerciendo, ofreciendo o con el propósito de ejercer la 
prostitución de manera voluntaria, cuando éstas no puedan acreditar su 
identidad y domicilio, serán tenidas como víctimas de la trata de personas 
debiéndose brindar protección y contención mientras su situación es puesta en 
conocimiento de las autoridades judiciales y administrativas competentes. Aquí 
me quiero detener: la Convención de las Naciones Unidas Contra la 
Delincuencia Organizada Trasnacional –me parece que en este artículo queda 
claro que nadie pretende criminalizar a nadie, salvo a los proxenetas que se 
hacen de ganancias en relación a la explotación de la prostitución ajena. 
 Para el espíritu del proyecto, la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Trasnacional y su Protocolo 
Complementario para la Prevención, Supresión y Sanción del Tráfico de 
Personas, especialmente de mujeres y niños, se ha tenido en cuenta y es de 
suma importancia por algunos aspectos aquí presentes. 

Se considera que existe una violación de los derechos humanos a través 
del delito de la trata de personas y, en consecuencia, debe brindarse una 
protección especial a las víctimas de este delito; se protege a todas las 
víctimas del tráfico y no sólo a aquellas que pueden probar que han sido 
forzadas. El consentimiento de la víctima de tráfico es irrelevante, así lo 
establece esta Convención en su artículo 3º, inciso a), y en el b) del Protocolo, 
el consentimiento prestado por la víctima no tiene relevancia pues su voluntad 
está siempre condicionada o restringida.  

Esta aclaración resulta de vital importancia puesto que, en muchos 
supuestos, las personas objeto de la trata, al momento del reclutamiento o de 
la captación, prestan su consentimiento voluntariamente y, a su vez, con 
frecuencia las víctimas se ven atrapadas en la servidumbre con deudas, y este 
tipo de circunstancias no cuenta ni lo exime de responsabilidad al tratante. Esto 
no lo digo yo sino la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada y su Protocolo Complementario para la Prevención y Supresión del 
Tráfico de Personas. 
 El tema del consentimiento o libre consentimiento está muy presente en 
la Ley nacional 26.364, que acaba de sufrir una modificación que ya tiene 
media sanción en el Senado.  

Al respecto, voy a citar la versión taquigráfica de la reunión de comisión 
para el tratamiento de este proyecto, realizada ayer, en que estuvo presente el 
doctor D’Antona, que es el representante o apoderado de la Fundación María 
de los Ángeles, que dijo que venía en nombre de su titular y se presentó 
acompañado de dos abogados, que están en este recinto.  
 Ante la pregunta de la legisladora que habla acerca de si ingresó a un 
prostíbulo, si presenció algún allanamiento, y cuando encuentra mujeres que 
en uso de sus libertades y garantías constitucionales deciden ejercer 
libremente la prostitución, si portan DNI o algún tipo de identificación, él 
responde que hay algunas que tienen marido, u 840,  cafisho,  fiolo o 
proxeneta, y hay otras, que son las que lloran, que no tienen a nadie. Ante mi 



pregunta de si todas o algunas tienen documento, él me responde: “No. En un 
allanamiento encontrás personas mayores, menores, personas que están en 
contra de su voluntad, personas que están por su propia voluntad, o sea, 
encontrás de todo.  
 Un problema procesal que tengo en el juicio es que de los siete testigos 
presenciales que han visto a Marita Verón en diferentes lugares, que es mi 
columna vertebral como estrategia, una de esas personas hasta el día de hoy 
no da su verdadero nombre; y, por ejemplo, dice que es Nadia Fernández pero, 
por más que hace tres años que fue recuperada…”; aclaro, por un equipo 
interdisciplinario que atiende a las víctimas y se especializa en estas 
cuestiones de atención a las víctimas. Además, contar que atender a las 
víctimas de trata no es cuestión menor, hay que tener cierto grado de 
especialización; cierto grado no, grado “del todo” mejor dicho. 
 Como decía, “pasaron tres años y sigue diciendo que es Nadia 
Fernández –ya que el doctor pone de ejemplo mi nombre- cuando, en realidad, 
se llama Carla Gómez, aunque para que confiese al equipo que la atiende que 
ese es en realidad su nombre tuvieron que pasar tres años”.  
 Luego, le sigo preguntando: ¿Se encuentran mujeres con documentos 
falsos?, a lo que el doctor D’Antona contesta: “Permanentemente; los 
documentos se fabrican, o cuando roban documentos en la peatonal los utilizan 
para captar una víctima y fa lsificarle el documento. Esto pasa sobre todo con 
las menores, porque hay tantos varones como mujeres que físicamente no 
tienen aspecto de menores, y, hablando mal y pronto, con el documento 
falsificado si pasa, pasa”.  

Todo esto relacionado al artículo 5º, señor presidente, ya que es 
importante tener presente que esta ley no busca perjudicar a quienes se 
encuentran ejerciendo la prostitución, todo lo contrario. Si es necesario hacer la 
salvedad, la hacemos; ahora también, es necesario que se tengan presentes 
todos los procedimientos y tratados internacionales respecto del libre 
consentimiento, todavía muy discutido en Argentina. 

Con respecto a los otros artículos, voy a dejar a mis compañeras que lo 
desarrollen mejor que yo, pero ahora quiero detenerme en una cuestión que ha 
sido muy conversada en el tratamiento de este proyecto y es lo que respecta al 
orden público que antes estaba en el proyecto enviado por el Ejecutivo en el 
artículo 7º y que ahora está en el artículo 3º. Quiero destacar aquí la audacia 
de Vélez Sársfield al momento de redactar el artículo 5º del Código Civil, donde 
dice: “Ninguna persona tiene derechos irrevocables contra una ley de orden 
público”. Es decir, el orden público en todos los casos tiende a corregir abusos 
de derecho o injusticias de organización social, de suerte que siempre tiene 
una función reparadora y solidaria. 

Volviendo a citar al doctor D’Antona, representante y apoderado de la 
Fundación María de los Ángeles que lucha contra la trata de personas en 
Argentina, este dice respecto a un diálogo que mantuvo con el Gobernador: 
“Me dijo personalmente el Gobernador que tendría que contratar 20 abogados 
para que se pongan a responder los amparos, y le dije que no le iba a quedar 
otra”. Estoy dispuesto a hacerlo, señor Gobernador, porque estamos 
protegiendo un bien superior que es el de nuestras cordobesas, cordobeses, 
niños, niñas y adolescentes vulnerables. Y sigue diciendo el doctor 
respondiendo al Gobernador: “pero yo que he pertenecido durante 9 años a la 
Justicia Penal de Córdoba; que conozco como funciona, que viví 10 años aquí 



y 10 años afuera, no creo que me puedan contar a mí quién es quién en la 
justicia de Córdoba; estoy seguro que la Justicia de Córdoba va a estar a la 
altura de las circunstancias”. ¿Puede usted, doctor De la Sota, puede su bloque 
de Unión por Córdoba? No, pero esta ley y la Secretaría de Lucha van a estar 
seguramente a la altura de las circunstancias para darse cuenta que no es lo 
mismo un amparo de una prepaga que no acepta determinada operación, que 
un amparo presentado por un proxeneta porque le acaban de cerrar un 
prostíbulo ; no es lo mismo. Tampoco es lo mismo que lo presente un 
farmacéutico porque le clausuran su farmacia, a que lo presente un señor que 
regentea una casa de alternancia o whisquería donde se explota  mujeres, en 
muchos casos de otras provincias e incluso de otras nacionalidades, cuando no 
menores sin documentos o con los documentos falsificados y sometidas a 
situaciones de tortura y vejámenes durante años y años. 
 Respecto de esta norma, señor presidente, y siempre a los fines de 
informar cuál es el espíritu de la decisión que ha tomado el Gobierno de la 
Provincia de Córdoba, en la persona del Gobernador José Manuel De la Sota, 
creemos conveniente reflexionar y poner blanco sobre negro en algunas 
cuestiones importantes de destacar. 
 Desde la sanción de la Ley 12.331, conocida como Ley de Profilaxis, el 
Estado argentino fue mutando de la concepción reglamentarista a una 
concepción abolicionista. ¿No les gusta?, bueno, este es el sistema jurídico 
normativo que tiene la Argentina. “Es lo que hay”, como le gusta citar al 
Gobernador De la Sota. Es lo que hay, es lo que tenemos. 
 Hay más de veinte tratados internacionales que adoptamos y que nos 
conducen a ese paradigma. Sé que la gente no anda dividiéndose por la vida 
entre liberales regulacionistas, prohibicionistas o abolicionistas porque el 
sentido común generalmente no funciona así; aunque a veces, sobre todo en la 
cuestión de la trata, el sentido común es el peor de todos los sentidos. Esto es 
así, precisamente, por algunos mitos como, por ejemplo: “Che, ahora los 
abusadores van a andar por la calle porque no hay más prostíbulos. Ahora los 
violadores ¿a dónde van a ir? Vamos a estar en la parada del colectivo y va a 
aparecer un violador y nos va a violar porque no hay más prostíbulos. ¿A 
dónde van los abusadores si no hay más prostíbulos?” –como si tuvieran que ir 
a prostíbulos. O también se puede escuchar: “No vayan contra el oficio más 
viejo del mundo”. Eso es una falacia porque, en realidad, el oficio más viejo del 
mundo lo tiene el hombre al ir a buscar, a recolectar, a cazar y a ser el macho 
proveedor de su familia. Ese es técnicamente, históricamente, empíricamente 
el oficio más viejo del mundo. 
 En fin, digo esto porque encontré la versión taquigráfica del senador 
salteño Serrey, quien en 1937, al momento de defender la Ley 12.331 decía 
que la discusión entre abolicionistas y regulacionistas no tenía demasiado 
sentido y, en realidad, tampoco está basada en cuestiones profilácticas. Está 
basada, -dice- en otros motivos que son necesarios invocar y que son 
superiores. Las casas de tolerancia, -como se les decía a las whisquerías- son 
la causa principal de la trata de blancas.” En la actualidad la trata es de todos 
los colores, no solamente blanca. Resalto que esto fue dicho por este senador 
salteño en 1937. 
 En 1947, y hago referencia a esto no para cansarlos ni para demorarlos 
sino porque es nuestra obligación conocerlo y porque se debe saber que no 
estamos inventando nada, solo acatando lo que el derecho establece. Decía 



que en 1947 la Organización de las Naciones Unidas celebra el famoso 
“Convenio para la Represión de la Trata de Personas y la Explotación Ajena”; 
Resolución 317. Es por ello que hablamos de trata y de explotación sexual, y 
no lo hacemos por arrebato místico o por cinturones mentales de castidad o por 
raptos de puritanismo. Lo hacemos porque así lo establecen los tratados 
internacionales con rango constitucional. 
 En el referido convenio las partes se comprometieron a “castigar al que 
concertare la prostitución de otra persona, aún con el consentimiento de tal 
persona, o al que explotare la prostitución de otra persona, aún con el 
consentimiento de tal persona.” Luego dice: “el que mantuviera una casa de 
prostitución o el que rentare algún local para la explotación de la prostitución 
ajena.” Fin de cita, señor presidente; es textual.  
 En el preámbulo del mismo convenio se expresa: “Considerando que la 
prostitución y el mal que la acompaña, la trata de personas para fines de 
prostitución, son incompatibles con la dignidad y el valor de la persona humana 
y ponen en peligro el bienestar del individuo, de la familia y de la comunidad”. 
No lo dice esta legisladora, ni la titular de la Secretaría de Lucha contra la Trata 
de Personas, ni Susana Trimarco, tampoco el Gobernador o el bloque de Unión 
por Córdoba, sino que lo hace el Convenio por la Represión de la Trata de 
Personas, firmado en 1947 -que luego, con la reforma constitucional del ’94 se 
expresa mediante el artículo 65, inciso c)-, que señala que los tratados y 
concordatos tienen jerarquía superior a las leyes; por caso, la Declaración de 
los Derechos Humanos, en su artículo 4º), sostiene que nadie estará sometido 
a esclavitud ni servidumbre, la esclavitud y la trata de esclavos está prohibida 
en todas sus formas. La Convención Interamericana de Derechos Humanos 
establece –y luego acercaré a los taquígrafos para que conste en la versión 
taquigráfica todos estos tratados-, en su artículo 6º), la prohibición de la 
esclavitud y la servidumbre que, en realidad, aunque es un artículo, parece un 
capítulo por su extensión. 
 Además, está la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer -Convención de Belem Do Para-, que en 
su artículo 2º señala: “violencia contra la mujer incluye la violencia física, 
sexual y psicológica que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por 
cualquier persona, y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, 
tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el 
lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de 
salud o cualquier otro lugar”; y en su artículo 7º establece: “los Estados parte 
condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en 
adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas 
a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo 
siguiente: incluir en su legislación interna normas penales, civiles y 
administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las 
medidas administrativas apropiadas que sean del caso.” 
 El Gobierno de la Provincia de Córdoba, con este plan impulsado y 
anunciado por el Gobernador y este proyecto de ley, hace caso y obedece a 
todos los tratados internacionales aquí citados. 

 Finalmente, porque tengo que dejar que mis compañeras desarrollen 
algunos otros artículos que han sido incorporados para perfeccionar esta ley,  



quiero decir que -lo charlábamos con el presidente de mi bloque y nos llamó la 
atención- este proyecto en tratamiento lleva el número 9143, el mismo número 
de la Ley Palacios. No sé, no voy a decir cosa de mandingas, pero este 
proyecto que se discute, próximo a aprobarse con el acompañamiento y el visto 
bueno de todos los legisladores presentes -luego de haberse discutido durante 
siete días de manera intensa, consultando a todas las organizaciones civiles y 
sociales, haciéndose eco de la sociedad en su conjunto-, lleva el mismo 
número de ley aprobada el 17 de setiembre de 1913, por el legendario diputado 
del Partido Socialista Alfredo Palacios. Pues bien, a él le debemos mucha de la 
legislación de nuestra Argentina por la dignificación de muchas compañeras, 
hermanas, compatriotas que han sido explotadas vilmente y también de 
muchas extranjeras que han venido al país, traídas forzosamente y engañadas. 
En 1913, el Congreso Nacional impulsaba esta ley para dignificarlas. El señor 
Alfredo Palacios –y con esto quiero cerrar- decía: “Mi proyecto no pretende 
suprimir la lacra que se llama prostitución. Ella tiene una base económica, y 
para encontrarla bastaría recordar que Marx en El Capital nos decía, en 1865 
en Inglaterra, con motivo de una crisis algodonera, etcétera, etcétera…Yo 
entiendo, señor presidente, que se trata de una institución inherente al régimen 
económico actual, a la injusticia, a la desigualdad económica, y que sería pueril 
pretender desarraigarla mientras existieran todas las condiciones que la 
determinan. De ahí que mi proyecto tienda –decía Palacios- sólo a que 
desaparezca la prostitución forzosa y el tráfico que realizan los miserables, a 
quienes la ley romana declaraba infames y a quienes el antiguo derecho 
francés castigaba con el látigo, la marca o la picota”. 
 Reitero, el diputado socialista Alfredo Palacios decía que no pretendía 
desarraigar todas las condiciones que determinan la institución prostibular, la 
prostitución. “De ahí que mi proyecto tienda –decía Palacios- sólo a que 
desaparezca la prostitución forzosa –y nos hacemos eco de eso- y el tráfico 
que realizan los miserables, a quienes la ley romana declaraba infames y a 
quienes el antiguo derecho francés castigaba con el látigo, la marca o la 
picota”. 
 Señor presidente: con todo esto, y finalizando mi intervención, en 
nombre del bloque Unión por Córdoba, solicito al Pleno a que acompañe al 
proyecto de ley en tratamiento. 
 Muchas gracias. (Aplausos). 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Muchas gracias, señora legisladora. 
 Para completar el mensaje del miembro informante, tiene la palabra la 
legisladora Carmen Perugini. 
 
Sra. Perugini.- Buenas tardes, señor presidente. 
 La compañera del bloque que me ha precedido en el uso de la palabra 
ha sido sumamente profunda y amplia en cuanto a los aspectos sustantivos del 
proyecto de ley en tratamiento. 
 Pero antes de hablar concretamente del artículo 8º, incorporado a este 
proyecto, debo recalcar algunas cuestiones que ella ha enunciado, entre ellas, 
a la trata como comercio de seres humanos sin distinción de género, aunque 
preferentemente de mujeres y de niños, la comparó a la esclavitud. Es 
esclavitud –dijo- en pleno siglo XXI, la versión moderna, una esclavitud que se 



logra a través del engaño, del secuestro y de la violencia, explotación de las 
personas con fines diferentes –sexuales, laborales, de robo. 
 Todas estas enunciaciones, que seguramente todos los presentes 
hemos leído y escuchado en diferentes oportunidades a lo largo de los últimos 
años, hoy tienen en este Plenario –para mí- una dimensión diferente. Cada una 
de las palabras, cada una de estas afirmaciones han sido resignificadas y 
cargadas de sentido por aquellas personas integrantes de diferentes 
instituciones a lo largo de estos días nos han impactado con sus verdades, con 
sus relatos dolorosos y con su lucha cotidiana para evitar la trata de personas. 
 Este mercado –al que yo no lo considero como tal- mueve miles de 
millones de dólares, solamente comparable con el tráfico de armas o drogas.  

Según el UNICEF, cada año más de un millón y medio de niños son 
víctimas de la trata de personas. Estamos hablando, señor presidente, de un 
problema de larga data, multifactorial y multicausal. Por eso es imposible no 
conectarlo a otras problemáticas -directas o indirectas, según de que caso se 
trate- como la pobreza, la ignorancia, la falta de trabajo, el desconocimiento, la 
instalación de violencia en las relaciones cotidianas, la cultura masculina 
dominante, la existencia de estructuras seudoempresariales, etcétera. 

Hemos llegado a la conclusión de que la trata de personas es, 
fundamentalmente, un problema de crimen organizado, además de constituir 
una violación a los derechos humanos. En esos últimos dos enunciados 
sintetizamos los aspectos fundamentales de la trata, los cuales, a lo largo de 
estos días, han quedado claramente expuestos. Pero, más allá de las 
diferentes posiciones que surgen ante un problema tan complejo, hay algunas 
coincidencias mayoritarias; la primera es que todos reconocemos la gravedad 
de este problema; la segunda es que todos sentimos la urgente necesidad de 
abordarlo.  

El espíritu de la ley enviada desde el Poder Ejecutivo se relaciona con 
brindar una lucha frontal, contundente y concreta a la trata de personas, 
dirigiendo las acciones contra los responsables directos en los ámbitos en 
donde realizan la explotación.  

Otra coincidencia general es la de incorporar el tema a la currícula 
provincial. Todos reconocemos a la educación como un elemento sustantivo 
para la prevención y concientización de la sociedad en su conjunto respecto al 
tema de la trata de personas. En tal sentido, las instituciones educativas son el 
espacio en donde se propicia la circulación de la palabra, se posibilita la 
reflexión, se estimula el pensamiento crítico, se aportan conocimientos 
científicos valorados socialmente; por lo tanto,  las instituciones educativas son 
el espacio apropiado para la formación de ciudadanos comprometidos con su 
realidad y con los más altos valores humanos. De allí la decisión de incorporar 
al proyecto de ley un artículo para dar fuerza al tratamiento de este tema a 
través del sistema educativo. Ese artículo, el número 8º, dice: “Incorpórase 
como contenido curricular en las escuelas provinciales el estudio de todos los 
aspectos que hacen a la trata de personas y los medios de prevención para no 
ser víctimas de ese flagelo”. 
 Pero también, señor presidente, quiero dejar constancia de que el 
Ministerio de  Educación ya viene desarrollando programas importantes en este 
sentido. El tema trata ya es un contenido curricular, según lo establece la Ley 
de Educación Provincial 9870, del año 2010, en su artículo 4º, inciso j.  



La educación sexual integral es un contenido transversal en cuyo marco 
se aborda el tema de la trata de personas. Las enseñanzas transversales 
impregnan toda la acción educativa porque suponen acuerdos y prácticas que 
involucran a todos los miembros del sistema. 

Además, en el marco de acuerdos del Consejo Federal de Educación, el 
Ministerio bajó lineamientos curriculares a todas las instituciones, aprobados 
por unanimidad, que contemplan el tema trata de personas. Por otra parte, es 
un contenido específico en determinadas asignaturas como Ciudadanía y 
Participación, Ciudadanía y Política, Ciencias Naturales y Educación para la 
Salud, entre otras. 

También es importante destacar que el Ministerio ha previsto convenios 
de cooperación con la Secretaría contra la Trata y con todos los organismos de 
aplicación para la elaboración de materiales conjuntos que serían utilizados en 
todos los niveles del sistema educativo. 

Por todo lo expuesto, el artículo que se introduce sólo viene a reforzar lo 
que ya se está desarrollando como política educativa del Estado provincial. 

Señor presidente: quiero dejar especialmente asentado en el Diario de 
Sesiones que la introducción del artículo 8º en este proyecto de ley, iniciado 
por el Poder Ejecutivo provincial, es propiciada por la mayoría de los bloques 
parlamentarios, y responde a la necesidad de brindarle al Ministerio de 
Educación una herramienta legal que fortalezca y profundice la inclusión del 
tema trata de personas en la currícula escolar, en todos los niveles y 
modalidades del sistema educativo. 

Señor presidente: para terminar, quiero decirle que todos fuimos 
alumnos, todos nos preocupamos cada año por la educación de nuestros hijos 
y de nuestros seres más queridos porque, en realidad, todos sabemos el valor 
de la acción educativa, sabemos el valor de la tarea docente realizada 
cotidianamente a lo largo de la vida de un niño o de un joven, y creemos que 
esa tarea sostenida en el tiempo es vital para prevenir, en forma sostenible, la 
trata de personas. 

Muchas gracias. (Aplausos). 
 

Sr. Presidente (Alesandri).- Tiene la palabra la señora legisladora Montero. 
 
Sra. Montero.- Señor presidente: en primer lugar, quiero expresar que veo a 
Susana Trimarco sentada allí, presenciando esta sesión, y no puedo dejar de 
pensar que en un idioma tan rico como es el español, en un idioma que tiene 
palabras para decir todo de mil formas, no existe palabra alguna que signifique 
el modo en el que una madre queda cuando pierde un hijo. Hay palabras que 
significan que quedamos huérfanos, hay palabras que dicen cuando nos 
divorciamos, hay palabras que dicen cuando quedamos viudos, y no hay 
palabra en nuestro idioma que pueda decir cómo queda alguien cuando su hijo 
no está. Por lo tanto, no hay palabra para agradecer la lucha de alguien que, 
aún desde ese lugar, se levantó e hizo, a contramarcha del sistema, lo que esta 
mujer hizo en la República Argentina. 
 Dicho esto, voy a empezar con el antecedente de la Declaración de Villa 
María, ratificada por más de 300 organizaciones de la sociedad civil en el año 
2011, que en particular se comprometen a: “1) Trabajar activamente en la 
reforma de la legislación nacional en materia de trata y tráfico de personas, 
entendiendo que los derechos humanos son inalienables, irrenunciables e 



intransferibles. 2) Promover legislación provincial y acciones gubernamentales 
orientadas a: Garantizar la lucha por parte del Estado contra el crimen 
organizado y el lavado de dinero. Asegurar políticas de prevención de trata y 
tráfico de personas, articulando acciones en el sistema educativo provincial en 
todos sus niveles. Crear un Programa Provincial de Protección y Asistencia a 
las Víctimas de Trata, que garantice la no repetición de las violaciones sufridas, 
con fondos suficientes para que sus políticas sean implementadas. Invitar a los 
Municipios a que dentro de sus competencias desarrollen acciones tendientes 
a colaborar en la prevención y el control del delito de trata y tráfico de 
personas. Desarrollar un sistema integrado y eficiente de búsqueda de 
personas desaparecidas en la provincia de Córdoba. Implementar y fortalecer 
mecanismos de control del trabajo esclavo, tanto en lo rural como en lo urbano, 
y de los locales que funcionan como prostíbulos. Evitar la publicidad oficial en 
medios de comunicación masiva que promuevan la explotación sexual de 
mujeres y adolescentes. Investigar y sancionar a funcionarios públicos y 
miembros de las fuerzas de seguridad que, por acción u omisión, colaboraran 
con las redes de crimen organizado que cometen el delito de tráfico y trata de 
personas. 3) Asegurar la puesta en marcha de mecanismos de apoyo, 
colaboración y coordinación entre el Estado Provincial y las organizaciones que 
se dedican a la temática de trata y tráfico de personas, a fin de lograr 
resultados concretos de desbaratamiento de redes de trata y tráfico en la 
Provincia de Córdoba, en la seguridad de que resulta indispensable el trabajo 
conjunto y la comunicación entre el Estado y la sociedad civil.  

Villa María, 12 de mayo de 2011.  
Firman Acta de Compromiso candidato a Gobernador y Vicegobernador 

por el Frente Cívico, doctor Luis Alberto Juez y Marcelino Gatica”. 
 Esta acta compromiso que firmamos es la única que el Frente Cívico 
firmó con motivo de la campaña electoral, y lo hizo bajo el asesoramiento de 
una de las más destacadas personas con que tuvimos el honor de contar en 
nuestros equipos técnicos como asesora en el tema de trata, que fue Mercedes 
Asorati, presidenta de la Fundación Esclavitud Cero y una de las especialistas 
más destacadas en el tema de la lucha contra la trata. 
 En este contexto, y en conjunto con Alicia Peresutti, a quien tuvimos el 
honor de escuchar en esta Legislatura con motivo de estar ahí, el Frente Cívico 
decía cuál era el compromiso que teníamos y que asumíamos para la sociedad 
en la lucha contra la trata. Desde ese lugar, que es el compromiso público, 
venimos a este recinto, en representación del conjunto del bloque, a hacer 
referencia a la normativa que el Poder Ejecutivo ha mandado y que, en 
términos de concepción y de fin de lo que supuestamente pretenden 
coincidimos pero, categóricamente, debemos decir que es una ley exigua, que 
no alcanza, que ni siquiera sanciona lo que dice que va a sancionar. 
 El Gobernador de la provincia pagó, seguramente, mucho dinero por 
esta publicidad que se ha repetido en todos los medios y que dice: “Programa 
Provincial de Lucha Contra la Trata y la Explotación Sexual”. Un programa de 6 
puntos –creo que habría lugar para muchos más aunque parece que son solo 
estos seis– que dicen: “1º) Creación de la Secretaría de Prevención de Trata 
de Personas”, con lo cual estamos de acuerdo y nos parece un paso 
importante; “Elevación al Poder Legislativo Provincial del Proyecto de Ley 
sobre la Trata de Personas y la Explotación Sexual, con el objetivo de clausurar 
las wiskerías, cabarets, clubes nocturnos, boites, establecimientos y locales de 



alterne, prohibir la instalación, funcionamiento, regenteo, sostenimiento, 
promoción, publicidad, administración y explotación de establecimientos 
mencionados”, que es la ley que está en tratamiento; “Adhesión al Decreto 
936/2011 del Poder Ejecutivo…” y fíjese una cosa, señor presidente: en 
relación a este punto 3º), está sentada la Secretaria de Lucha contra la Trata 
que, sin duda, ha tenido en esta Legislatura numerosas acciones e iniciativas 
en ese sentido; muchos de los fundamentos que la legisladora Chiofalo 
exponía en sus presentaciones sobre el proyecto han sido claramente leídos 
por la legisladora Nadia Fernández.  

En ese proyecto –que contiene una síntesis muy completa, muy 
valorable de lo que implica la legislación nacional e internacional en relación a 
la lucha contra la trata– que lleva como número de expediente el 8060, la 
legisladora Chiofalo –hoy Secretaria– en su artículo 3º, inciso b), proponía “la 
suspensión de la publicidad oficial en los medios de comunicación escritos, 
televisivos, orales o informáticos, en los que se publiquen avisos prohibidos en 
el artículo 2º, o en donde se produzcan, distribuyan o emitan, o de cualquier 
forma obtengan beneficios por la transmisión de programas y publicidad 
prohibida por el artículo precedente”; y el inciso c) decía: “Será considerada 
falta grave, y se iniciará sumario al funcionario público que disponga realizar 
publicidad oficial en medios que violen la prohibición del artículo 2º. En caso de 
no ser susceptible de sanción administrativa, el responsable de la publicidad 
oficial, en violación de la prohibición del artículo 2º, deberá ser denunciado ante 
el fuero que corresponda por su superior jerárquico”. Nada de esto contempla 
el decreto que adhiere al Decreto 936, puesto que, si bien establece que se 
deberá abstener de realizar publicidades que hagan referencia a ofertas que 
generen explotación sexual, nada dice respecto de que el Poder Ejecutivo de la 
Provincia se vaya a abstener de pagar publicidades oficiales en los medios. Es 
llamativo que se haya eliminado, en este decreto tan promocionado, semejante 
articulado. 
 Por su parte, el punto 4 se refiere a la creación de la División de Lucha 
contra la Trata, dependiente de la Policía de la Provincia de Córdoba, y esto 
nos parece bien. No obstante, lo primero que habría que decirle al Gobernador 
de la Provincia es que trate de dotar a esta división, al menos, de los 
automóviles necesarios para llevar a cabo los procedimientos 
correspondientes, porque en más de una oportunidad hemos escuchado a la 
comisario Flores –que ha sido distinguida por esta Legislatura– decir que ni 
siquiera tienen móviles para desarrollar su labor. Entonces, “diciendo y 
haciendo”. 
 Asimismo, se contempla la puesta en funcionamiento del Registro Único 
de Personas Buscadas, cosa de la que nos alegramos porque hay un proyecto 
similar –expediente 2785/L/09–, presentado en su momento por la legisladora 
Olivero y los ex legisladores Jiménez y Coria, por el que se proponía la 
creación de un Registro Provincial para la Prevención del Delito de Trata de 
Personas. 
 Por último, a través del artículo 6º del proyecto –tal como se les expresa 
a los ciudadanos de Córdoba, independientemente de la aclaración que el 
oficialismo se ha encargado de hacer respecto de que el diputado nacional 
Fortuna es quien va a presentar este proyecto– se impulsa la modificación del 
artículo 17 de la Ley Nacional de Profilaxis 12.331 y la incorporación del 
artículo 45 quater al Código Penal. Se procede como si esto fuera facultad del 



Poder Ejecutivo de la Provincia, que les expresa a los ciudadanos que va a 
hacer lo que en verdad no puede, porque para esto debe intervenir 
necesariamente el Congreso de la Nación, por lo que nos alegramos de que el 
diputado Fortuna realice esta presentación. 
 Nos parece que un tema tan doloroso, tan complejo y multicausal –como 
bien lo expresó la legisladora preopinante–, no puede ser tan livianamente 
presentado bajo acciones de marketing. Tanto es así, que creemos necesario 
presentar en este recinto un proyecto en disidencia, puesto que consideramos 
que hay que actuar con más dureza con quienes explotan sexualmente a las 
mujeres, brindándoles más protección a éstas, que son siempre el hilo por 
donde se corta el delito. En tal sentido, creemos que el proyecto del oficialismo 
se queda muy corto. 
 Además, es llamativo que el Gobierno de la Provincia, contando con la 
doctora Chiofalo en la función pública, no haya tenido tan siquiera la pulcritud 
de revisar el mensaje que eleva a esta Legislatura, cuando en realidad sólo 
tenían que “cortar y pegar” los fundamentos del proyecto 8060, presentado por 
ella. Entonces, me gustaría que alguien me explique en este recinto –
independientemente de las interpretaciones que pueda hacer desde mi 
profesión de psicóloga– qué tiene que ver la Ley 26.495 con la trata de 
personas, que se nombra en el mensaje de elevación del Poder Ejecutivo. Esta 
ley, publicada en el Boletín Oficial, del 27/3/09, promulgada el 26, dice: 
“Elecciones Nacionales. Fíjese el día 28 de junio como fecha para las 
elecciones de senadores y diputados nacionales”, sancionada, dice: “Fíjase por 
única vez, con carácter excepcional, el día 28 de junio del 2009”. Fíjese que en 
la elevación dice que dentro de los antecedentes que se nombran está la Ley 
26.495, de Protección Integral de las Mujeres. Fíjese que ni siquiera han tenido 
la virtud de chequear los antecedentes  y entender que se estaban refiriendo a 
la 26.485, que ya está nombrada como de protección integral para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que 
desarrollen sus relaciones interpersonales. 
 Para muestra basta un botón, es decir, nos parece que tiene apuro por 
quedar bien, por hacer algo que en 12 años no se hizo -y  esto no es menor. 
Sabe que la confianza de las personas se genera a partir de las acciones que 
las otras personas tienen para con nosotros, así es desde la infancia y así 
sigue siendo en la adultez. 
 La legisladora Nadia Fernández nombró un sinnúmero de antecedentes 
nacionales e internacionales que hacen a la legislación y a los que nuestro país 
adhiere en relación a la lucha contra la trata. En ese contexto nos 
preguntamos: en el año 2008, cuando se sancionó la Ley Nacional de Lucha 
contra la Trata, este actual Gobernador de la Provincia -que era Gobernador de 
la Provincia- ¿a dónde estaba?, ¿por qué no adhirió? ¿A dónde estaba en el 
marco de la confianza para pensar en la posibilidad de que alguien pueda 
hacer lo que dice que va a hacer? ¿A dónde estaba este Gobernador –y el 
siguiente- de la Provincia y sus funcionarios cuando se produjo, en enero del 
año 2009, uno de los mayores procedimientos de lucha contra la trata en 
Córdoba, hecho en el ingreso de la Ciudad de Cruz Alta, que produjo el rescate 
de dos víctimas? ¿A dónde estaba este gobierno? Porque en esa oportunidad 
se aplicó la Ley Nacional de Trata.  
 Ese prostíbulo encubierto, allanado en enero o febrero de 2009, y que 
produjo el rescate de dos mujeres, siguió abierto hasta noviembre de 2009, 



cuando se produce un segundo allanamiento en la Ciudad de Cruz Alta, y quien 
era dueño de ese lugar -conocido por todo el pueblo- permaneció prófugo 
durante 8 meses, detenido hoy en la Ciudad de Villa María, donde en su causa 
ante la Justicia Federal –nada más ni nada menos que de Bell Ville- una 
testigo, de identidad protegida, hizo declaraciones públicas mencionando con 
nombre y apellido a funcionarios responsables y cómplices de lo que sucedía 
en el prostíbulo de Cruz Alta.  
 Para tener confianza en alguien hay que habérsela ganado y este 
gobierno no se ganó, en estos 12 años, ni un ápice la confianza de los 
ciudadanos, ¿va a ser capaz de combatir lo que durante 12 años sostuvo y 
donde durante 12 años miró hacia otro lado? 
 Todos los tratados internacionales, todas las legislaciones que la 
legisladora Fernández ha mencionado datan -la más nueva- de 2008 y las 
modificaciones que se están por hacer. Sin embargo, la Provincia de Córdoba, 
a través del oficialismo, después de 12 años se “desayuna” con que hay que 
darle lucha a la trata de personas. 
 No obstante este contexto de desconfianza y absoluta sinceridad y, 
como dice el Gobernador, sabiendo que “es lo que hay”, nos sentamos a la 
discusión política para tratar de ver si podíamos enriquecer este proyecto.  
 Quiero hacer una aclaración: la legisladora dijo que se había consultado 
a muchas organizaciones, que se había consultado a organismos del Estado. Y 
fíjese una cosa, señor presidente, no tuvimos sentada a la mesa de discusión a 
una de las patas más importantes de esta lucha que es la Justicia; no tuvimos 
ni a la Justicia provincial ni a la federal. Y en verdad que es una pata 
importante, es una pata central en la lucha contra la trata. 
 En este marco, no obstante, vamos a producir un despacho propio que 
implique clara y decididamente una sanción ejemplar a quienes abusan y 
hacen uso del cuerpo de una mujer en beneficio propio. 
 Hay muchos puntos que vamos a sumar, pero voy a resumir cuatro que 
son centrales. El primero se refiere a la pena que se fija. No soy abogada, pero 
una legisladora de mi bancada me acercó esta mañana el artículo 77 del 
Código de Faltas de la Provincia, que dice que serán sancionados con arresto 
de hasta 90 días e inhabilitación hasta dos años los que condujeran vehículos 
por calles, caminos o rutas públicas en estado de ebriedad o bajo acción o 
efecto de estupefacientes o psicofármacos o cualquier otra sustancia. O sea 
que para quien va en estado de ebriedad que pone en riesgo, sin duda, la vida 
de otra persona además de la propia se fijan 90 días, y el Gobierno nos 
presenta como una maravilla una sanción de 60 días y sin multa, y pone como 
si fuese maravilloso lo que es no redimible por multa.  

El proyecto que estamos propiciando no solamente aumenta la pena del 
arresto entre 60 y 120 días sino que, además, fija una multa altísima para que 
por lo menos sirva como efecto prevencional, al que hacía referencia la 
legisladora preopinante. En ese contexto, nos parece que el artículo que 
propone el oficialismo es exiguo, blando, no alcanza, no sirve, vamos por más 
castigo a quien explota sexualmente a la mujer. 
 El segundo punto que tampoco creemos que el oficialismo haya 
rescatado adecuadamente tiene que ver con un tema al que permanentemente 
se hace referencia y es la descriminalización de la mujer, lo cual presenta tres 
aspectos. Por un lado, entender que por más que uno cierre los ojos no es de 
noche, hay una realidad social en nuestro país y en nuestra Córdoba que nos 



obliga a ser serios a la hora de legislar. Y parados en una posición de dogma, 
de paradigma y de conciencia sobre cuál es la mirada que cada uno tiene, 
como legislador tiene la obligación del conjunto de prever los efectos que la 
normativa va a tener para todos y cada uno de los ciudadanos. Esto también 
tiene que ver con un tránsito en la legislación argentina desde un modelo al 
otro, siendo concientes que en ese tránsito conviven sin duda posiciones 
filosóficas y dogmáticas diferentes a las que Argentina mayormente ha 
adherido por uno de esos sistemas, que como se mencionó aquí es el 
abolicionista. Ese sistema precisamente lo que hace es tender a la 
discriminalización de la mujer que ejerce la prostitución; en ese contexto, no 
mirar la realidad de que hay un sinnúmero de mujeres –sin entrar en los 
porcentajes- que pueden, quieren y eligen ejercer la prostitución merece alguna 
contemplación por parte de esta Legislatura para que no sean nuevamente 
sometidas a la esclavitud sexual. 
 Si no hay derogación del artículo 45 del Código del Faltas, que es del 
que se agarra el corrupto que negocia protección; en tanto y en cuanto se le dé 
lo que pide, en tanto no se discriminalice absolutamente a la mujer, existe un 
flanco importante para que exista la explotación sexual y el proxenetismo. 
 Me parece bien esta mínima incorporación que como concesión hace el 
oficialismo, pero, a su vez, nos parece insuficiente; hay que discriminalizar 
absolutamente a la mujer que ejerce la prostitución. 
 El tercer punto  que incorporamos y que no es menor, además de no 
haberlo inventado nosotros ya que inclusive la Secretaria de Trata lo ha 
utilizado fuertemente en el mencionado proyecto al que hacía referencia, que 
tiene que ver con la sanción al usuario de la prostitución, a lo que nosotros 
agregábamos “en beneficio de un tercero”, porque nos imaginamos el día 
después, ese día en que el proxeneta, el explotador ingresa a los lugares 
clandestinos y explota a la mujer y que generalmente nunca están allí, por lo 
que nos preguntamos a quién creen que va a detener la fuerza pública cuando 
arribe al lugar. 
 Este es un tema de mucha discusión, pero el varón que va a un lugar 
sabiendo que está prohibido debe ser responsable, no puede mirar para otro 
lado y alegremente irse. 
 Decía la ex legisladora Chiofalo en relación a esto, y  tomando las 
palabras de la relatora especial sobre los derechos humanos de las víctimas de 
trata de personas, Sigma Huba del Consejo Económico y Social de la ONU,  
justicia que se limite este tipo de trata. Hago esta aclaración porque 
obviamente la trata de personas en un 79 por ciento se refiere a víctimas con 
fines de explotación sexual y en un 18 por ciento a víctimas que, por ejemplo, 
son destinadas a la explotación laboral, a diferencia de los compradores de 
productos de consumo fabricado por trabajadores que han sido víctimas de la 
trata, el usuario de la protección crea la demanda y al acoger a la persona 
traficada forma a la vez, parte de la cadena de trata. Esto es sumamente 
importante, el usuario de la prostitución crea la demanda y a la vez forma parte 
de la cadena de la trata. Al participar de una actividad de sexo comercial, el 
usuario está inflingiendo a la víctima de la trata un daño adicional y sustancial 
equivalente a la violación que trasciende los métodos nocivos empleados por 
otras personas para lograr la entrada de dicha víctima en la prostitución o la 
continuidad en ella. 



 A la vez plantea que “existen muy buenas razones para creer que 
muchos usuarios son conscientes de que las mujeres y los niños prostituidos, 
cuyos servicios utilizan, son sometidos a los métodos ilícitos descriptos en el 
Protocolo de Palermo pero que, pese a ello, hay normas culturales muy 
extendidas que fomentan el empleo de personas prostituidas. Pocos motivos 
inducen a pensar que existe en todo el mundo una proporción significativa de 
las actividades de la prostitución en las que no se empleen uno o varios de los 
métodos ilegales enunciados. La prostitución aúna en una sola interacción dos 
formas de poder social: el sexo y el dinero. En ambas esferas el hombre 
ostenta sobre la mujer un gran poder de forma sistemática. En la prostitución, 
estas diferencias de poder se funden en un acto que asigna y reafirma a la vez 
la función social dominante del hombre, subordinando socialmente a la mujer. 
En un mundo que sigue llevando la impronta de la supremacía de los blancos y 
del dominio masculino, las mujeres y las niñas, que sufren la opresión debido a 
su raza, nacionalidad, casta o color de piel, son especialmente vulnerables a la 
explotación sexual. Los usuarios de la prostitución suelen aprovecharse de esta 
vulnerabilidad, abusando de su propia posición de relativo poder social sobre 
las víctimas de trata. Como cuestión normativa –dice la relatora- es evidente 
que la responsabilidad de la existencia del mercado de la trata con fines 
sexuales recae sobre los usuarios, los traficantes y las condiciones 
económicas, sociales, jurídicas, políticas, institucionales y culturales que 
propician la opresión de mujeres y niños en todo el mundo. 
 Está muy discutido si a través de nuestra legislación se puede sancionar 
o no a los usuarios. Al respecto, se ha supuesto erróneamente que dicha 
perspectiva no encaja con el uso del derecho penal para castigar a los usuarios 
de servicios sexuales. Esta conclusión sólo puede basarse en la premisa de 
que los varones tienen el derecho humano a utilizar a las personas prostituidas, 
la cual debería rechazarse. Los hombres no tienen el derecho a usar a esas 
personas”, finalizó la relatora. 
 No desconozco que existe un proyecto de la legisladora Chiofalo 
apuntando al proyecto de una legisladora nacional para que incorpore la figura 
de la sanción a los usuarios en el Código Penal. Estamos de acuerdo con ello, 
pero decimos que, si el Gobierno de la Provincia avanza en una legislación que 
sancione a quienes hacen uso de la explotación de la mujer, no nos parece 
desacertado que en la misma norma se incorpore una sanción al usuario de la 
prostitución en los mismos términos que la ley que vamos a sancionar está 
planteando. Nos parece que sería un avance significativo que empezaría a 
dejar de lado la hipocresía con que nos movemos como sociedad. 
 Por otro lado, estamos proponiendo un programa de capacitación e 
inclusión laboral para las personas víctimas de la trata. Cuando le consultamos 
a la Secretaria Chiofalo cuáles eran los programas concretos que existían, no 
los pudo explicitar. Esto nos preocupa porque, tal como lo expresó, la 
institución es nueva y estamos a punto de sancionar una legislación que va a 
producir un efecto social importante, pero el Estado ni siquiera tiene previstos 
los recursos económicos para afrontarlo. 
 En definitiva, nos parece que el proyecto despachado por el oficialismo 
es exiguo y se queda corto. Al menos se debieran haber incorporado estos 
cuatro puntos centrales, además de incluir a la Mesa Provincial de Lucha 
contra la Trata porque resulta fundamental reunir a todos los actores políticos y 
sociales que entienden en la materia. 



 Nos parece que la consigna, si hubiese sido seria, debería haber sido 
mayor sanción para quien explota a las mujeres, a las niñas, a los niños y a los 
adolescentes y más protección a las mujeres que son víctima de la explotación 
sexual. Este despacho no recoge, a nuestro criterio, ninguna de estas dos 
premisas. Este despacho lo que hace es montar una escena mediática que 
intenta poner un eje, sostenido por un Gobernador que durante 12 años no hizo 
nada –no es que no hizo esto, sino que no hizo nada-, y ésta es la primera 
acción. 

Cuando le preguntamos al Secretario de Seguridad si sabía cuántas 
whiskerías, boites o prostíbulos encubiertos habían en Córdoba –y está en la 
versión taquigráfica- nos dijo que “ciento cincuenta”, y si hay esa cantidad, me 
quieren decir por qué no aplicaron la Ley Nacional y fueron con el poder de 
policía –porque esa ley es de orden público- a cerrar o ver cuál era la condición 
de las ciento cincuenta. Si no pudieron con estos, ¿cómo es posible que 
creamos que van a poder enfrentar a un aparato mafioso que incluye el tráfico 
de personas y el narcotráfico, la tercera actividad más rentable del mundo? No 
es posible que lo haga un Gobierno que no puede controlar a ciento cincuenta. 
También quiero manifestar que creemos que ciento cincuenta son los 
establecimientos que pueden estar en los alrededores de Córdoba Capital. 

Respecto al tema de trata, ponemos a consideración nuestro despacho: 
el aumento de las penas, la fijación de una multa importante, la 
descriminalización absoluta de la mujer, un plan integral y la mesa provincial de 
la lucha contra la trata, porque nos parece que el tema es demasiado 
importante y serio, es demasiado el flagelo para que una ley fije, solamente, 
sesenta días de arresto a quien explote estos lugares. 

Una canción preciosa que escribió Víctor Heredia dice: 
“Cruzó la línea temprana de su niñez  
se puso el vestidito color ayer  
y fue como una oración  
de otoño sobre sus pies. 
Herida, ofreciendo vida justo en la esquina  
temblando ausente en su desnudez  
 
Sus leves huesos en cruz  
meciéndola en suave luz 
el tipo que la acaricia  
y ella novicia llorándose. 
 
Bebió su copa de olvido y salió otra vez  
catorce sueños hundidos ahogándose 
vendiéndose... llorándose... vendiéndose... ahogándose...” 
 Señor presidente: demasiado sufrimiento, demasiado dolor, demasiado 
negocio para quienes atentan contra la dignidad humana, para que la sanción 
sea sesenta días. 
 Nada más. (Aplausos). 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Tiene la palabra la señora legisladora Matar. 
 



Sra. Matar.- Señor presidente: en consideración al proyecto de ley que 
tenemos en tratamiento y en nombre del bloque de la Unión Cívica Radical, voy 
a hacer una serie de valoraciones al respecto. 
 Primero, quiero decir que frente a un tema tan sensible no podemos 
hacer una lectura política como si estuviéramos en plena campaña electoral. 
También quiero decir, señor presidente, que muchas veces la vida depara 
sorpresas y que por ahí solemos tener frente a nosotros a personas que tienen 
historias que jamás hubiésemos imaginado que tenían. Digo esto porque un día 
mi madre me comenta que tenía una amiga que había comenzado a visitarla 
frecuentemente y a la que estaba ayudando materialmente porque tenía 
muchas necesidades. 
 Mi madre, que vive en la zona rural, me dijo: “Su nombre es Julia”, y un 
día, en una de esas tardes en que Julia llegó a la casa de mi madre, mate de 
por medio, le contó su historia. Le dijo que era paraguaya, que había llegado 
hasta allí con una promesa de un trabajo muy bien pagado, que iba a tener 
estabilidad pero, engañada, terminó ejerciendo la prostitución en una whiskería 
de la zona.  Le cuenta del horror que había vivido y de cómo su actual pareja le 
había ayudado a salir de la red de trata. 
 Ella había sido víctima de la trata de personas, es decir que era una de 
las tantas mujeres que se habían visto obligadas, por una banda de mafiosos, a 
ejercer la prostitución; ella tuvo la suerte de poder escapar, de emprender una 
nueva vida, y hoy puede contarlo. 
 Pero, más allá del temor que permanentemente la acompaña y de su 
esfuerzo por construir una nueva vida, Julia quiere que su historia no se repita. 
Tiene como mayor anhelo en su vida el deseo ferviente de que esto se acabe 
de una vez por todas. 
 Ahora bien, en consideración al proyecto que nos convoca, es indudable 
que una ley de esta naturaleza genere muchas diferencias de opiniones que, 
algunas veces, se da hasta dentro de las mismas bancadas y, por lo tanto, hay 
posiciones encontradas porque esta ley no sólo toca principios morales y 
formas de vida sino también intereses materiales. 
 La trata de personas, un flagelo que está presente en la sociedad 
mundial, llegó a la Argentina e, indudable y obviamente, ingresó a la sociedad 
cordobesa, y eso hace que hoy nos sinceremos, que digamos algunas cosas 
despojados de caretas.  

Pasó mucho tiempo durante el cual todos miramos de costado ese 
problema, y la trata de personas por explotación sexual es más antigua que la 
propia Nación Argentina. Ya en la década del ’20 Raquel Liberman, una 
ciudadana polaca traída de forma engañosa a la Argentina, que luego fue 
prostituida, pudo escapar de esa situación y se animó a denunciarlo. Ese es un 
antecedente que data de muchísimos años atrás. 

Pero en el transcurso de estos días hemos escuchado el relato de 
personas que integran diferentes ONG, familiares de víctimas de la trata, 
quienes nos trajeron testimonios horrorosos a nuestra Casa, dignos de una 
película de terror, que parecen no ser parte de nuestra realidad, y cuántos otros 
hechos que permanecen en el anonimato, cuántas historias de vida que  
engrosan un comercio que, según la Organización Mundial del Trabajo, mueve 
más de 32 millones de dólares al año. 
 No sólo los ciudadanos como sociedad miramos para otro lado, sino que 
también lo hace el Estado en todos sus estamentos, ya que no ejerce su rol de 



garante de los derechos de la ciudadanía, dejando que las familias afectadas 
por este problema junto con organizaciones no gubernamentales se involucren 
en absoluta soledad y luchen sin el patrocinio de nadie contra el sometimiento 
de mujeres jóvenes y niñas destinadas al comercio sexual. 
 La trata puede ser o no sinónimo de prostitución, ya que no se refiere 
solamente a “dar sexo por dinero”, sino que involucra a la explotación sexual, a 
la esclavitud laboral, al tráfico para la extracción y comercialización de órganos 
y al narcotráfico, todo lo cual origina la formación de verdaderas redes que son 
inescrupulosas y tienen como único objetivo obtener ganancias económicas 
extraordinarias. Las personas que manejan estas asociaciones ilícitas               
–nombradas por legisladores preopinantes-  las conocemos como proxenetas, 
fiolos, cafisos, etcétera, y son las que favorecen la captación de estas víctimas, 
el transporte de las mismas, privándolas de su libertad y explotándolas. Esto lo 
llevan adelante con una gran impunidad, no encontrando ningún tipo de freno 
en tal sentido. 
 Las acciones de los proxenetas en su mayoría van direccionadas a 
grupos de riesgo -constituidos en un 90 por ciento por mujeres y niñas- que 
tienen problemas económicos o familiares casi insalvables,  que se convierten 
en víctimas, además de mano de obra barata para la obtención de grandes 
ganancias de estas redes, a tal punto que la trata o el tráfico de personas es 
uno de los negocios más rentables en este momento. 
 Señor presidente, este proyecto de ley sólo contempla la trata de 
personas por explotación sexual. Cuando la doctora Chiofalo vino a la comisión 
le manifestamos que creíamos que este proyecto estaba incompleto, que 
debería tener en cuenta todo tipo de trata de personas, tal como lo refiere el 
Protocolo de Palermo, que entiende por trata de personas a la explotación por 
diversos motivos como, por ejemplo, el sexual, el trabajo por servicios forzados, 
la esclavitud o prácticas análogas a la misma, la servidumbre o la extracción de 
órganos.  
 Queremos dejar algo bien en claro: la barrera que separa la trata por 
explotación laboral y la trata por explotación sexual es muy delgada, y hay que 
tener en cuenta que a veces son los propios progenitores o los tutores de los 
niños quienes los mandan a trabajar, y los niños, que son el sector más 
vulnerable de nuestra sociedad, ante la presión de llevar ingresos a sus 
hogares muchas veces incurren en prostitución, y ésta es la razón por la cual 
deberíamos contemplar la trata laboral en este proyecto de ley, sobre todo en 
menores. 
 No obstante, creemos que es un avance sobre un tema que, así como 
tiene un alto contenido de sensibilidad social, tiene igual contenido de 
hipocresía; sensibilidad social profunda porque la trata implica que un gran 
número de personas, jóvenes -fundamentalmente mujeres-, son separadas de 
sus familias, son secuestradas y reducidas a la esclavitud con fines de 
explotación sexual; y es un tema cargado de hipocresía porque estas 
organizaciones no actúan solas, actúan con la benevolencia, con la 
connivencia, con la tolerancia y hasta, muchas veces, con la asociación de 
personas que están muy ligadas al poder. 
 Muchas veces nos hemos enterado de personajes muy prominentes, 
que predicaban una moral piadosa y puritana con discursos moralizantes, pero 
que frecuentaban los prostíbulos, convirtiéndose en consumidores de los 
servicios de trata. 



 Hay un informe del Congreso de los Estados Unidos, publicado por 
INFOBAE, que dice que Argentina es un país de origen, es un país de tránsito 
y de destino de hombres, mujeres y niños que son víctimas de la trata de 
personas con fines específicos de prostitución y trabajo forzoso. 
 Señor presidente: nosotros creemos que, a veces, los instrumentos no 
alcanzan si no hay una efectiva concientización sobre el tema.  

Nos alegramos, nos alientan los avances legislativos que tienden a 
castigar a los inescrupulosos y a proteger a las víctimas. Pero, sólo con esta 
ley no basta, necesitamos de la colaboración activa de toda la sociedad en la 
lucha contra este flagelo.  

Del Estado es de donde deben salir los medios para que estos objetivos 
puedan cumplirse. 

Desde ahora, el Gobierno de la Provincia de Córdoba, luego de 
sancionada esta ley, debe ir a fondo, porque ya tiene la herramienta. El paso 
siguiente es reglamentarla. También hay que ponerla en práctica y ejecutarla, 
pero como una política de Estado que tenga continuidad y regularidad en su 
aplicación. 

Necesitamos que el poder de policía se cumpla a rajatabla; para ello 
debemos contar con una fuerza policial idónea, pero también incorruptible, que 
con su transparencia genere confianza entre los cordobeses –confianza que 
hoy no tiene-, y con una Justicia, sobre todo, dotada de las asignaciones 
presupuestarias necesarias para castigar estos alevosos delitos. 

No vamos a poner palos en la rueda, pero vamos a ser implacables a la 
hora de controlar la marcha de todo este proceso. 

Vale la pena aclarar que, fuera de lo que cada cual piense sobre la 
prostitución, nosotros no tenemos una mirada moral sobre el tema sino que 
ajustamos a los valores supremos que hoy están en juego; uno es la libertad 
personal y el otro la salud mental. 

Decimos que donde la actividad de prostitución se presta mediante 
personas que la han elegido libremente y no se transgrede la ley, nada 
corresponde que digamos, señor presidente, absolutamente nada.  

En conclusión, esta ley es una decisión política correcta que no cambia 
totalmente las realidades trágicas pero, al menos, avanza en el combate de 
acciones delictivas que violan los derechos individuales y, para nosotros, esto 
es muy importante. Razón por la cual, desde el bloque de la Unión Cívica 
Radical, vamos a votar afirmativamente este proyecto. 

Pero antes de finalizar, quiero recordar que en marzo, en ocasión de 
conmemorarse el Día Internacional de la Mujer, tuve la oportunidad de hacer 
uso de la palabra para efectuar, desde nuestro bloque, un homenaje a todas 
las mujeres y lo hicimos en la persona de Susana Trimarco, convencidos de 
que su lucha infatigable en contra de la mafia de tratantes de personas iba a 
dar muchos frutos. 

Decía entonces que, desde nuestra bancada anhelábamos que toda la 
sociedad se comprometa a luchar contra este flagelo y a trabajar para que los 
gobiernos adoptaran las medidas políticas necesarias para lograrlo.  

Hoy, siendo consecuentes con lo que dijimos y coherentes con lo que 
sostuvimos con aquella postura, celebramos -con todos los reparos expuestos 
que ahondarán otros pares de mi bancada-, esta iniciativa. 

Muchas gracias. (Aplausos). 
 



Sr. Presidente (Alesandri).- Tiene la palabra la señora legisladora Liliana 
Olivero. 
 
Sra. Olivero.- Señor presidente: es indudable que estamos tratando un 
proyecto de altísimo contenido y preocupación social. Diría que es uno de los 
proyectos que provoca mayor impacto en la sociedad porque tiene que ver con 
los derechos humanos, con la desaparición de personas, especialmente de 
niños y mujeres. 
 Durante este último tiempo, lamentablemente, nos llama la atención –a 
partir de una lucha emblemática que ha llevado adelante Susana Trimarco 
durante 10 años por la desaparición de su hija Marita Verón- cuando espían a 
las chicas que salen de la escuela desde autos con vidrios polarizados, cuando 
hay raptos, cuando hay capturas de niñas y mujeres; sin ir más lejos, el día de 
ayer sucedió con una estudiante universitaria. Uno ve estas cosas y dice “la 
pucha, esta situación de inseguridad va en crecimiento”, y este tratamiento 
delictual que ha sido muy mencionado en estos días a partir de este proyecto, 
se toma como el que va a impedir o avanzar en el descubrimiento del 
proxenetismo y de los empresarios que están detrás de estas redes de trata. 
 Córdoba no puede decir que está liberada de este flagelo, hay casos 
muy conocidos como el de Yamila Cuello que desapareció en el año 2009, está 
el caso de Jimena Arias que ha desaparecido recientemente de nuestra ciudad, 
y la verdad es que uno que acompaña a estas familias en las marchas, por las 
calles, tiene una comprobación casi directa de estos dolorosos testimonios, 
como así fue también que tuvimos la oportunidad de escuchar, en estas 8 
comisiones que se reunieron, el caso de Yamila Cuello. 
 Por lo tanto, señor presidente, nosotros no somos insensibles, no 
podemos decir que no nos interesa desactivar estas redes mafiosas. Creo que 
ayer decía, en la comisión en la que debatíamos los legisladores, que en esto 
“no somos parte del doble discurso que muchos utilizan y tampoco nos 
quedamos con las expresiones de las buenas intenciones”. Es parte de nuestra 
convicción, diría que es parte sustancial y tajante de nuestras convicciones 
porque somos los que hace muchos años venimos planteando la necesidad de 
defender los derechos humanos y este es un caso, también, de derechos 
humanos.  

Cuando tuvimos el anuncio de este proyecto y tomó estado 
parlamentario nos pusimos a leerlo y nos hicimos algunas preguntas: en primer 
lugar, si este proyecto va en el sentido de la destrucción, del desmantelamiento 
de estas redes mafiosas que tenemos a nivel de todos el país y también en la 
Provincia de Córdoba; si este proyecto le declara la guerra sin cuartel a las 
mafias de trata. En función de estos interrogantes nos pusimos a estudiar, a ver 
estadísticas, a revisar el proyecto y a preguntarnos ¿de qué estamos hablando 
cuando uno habla de trata de personas?, ¿cómo la definiríamos? 

Creo que las legisladoras preopinantes han dado las definiciones, y hay 
una que es exacta, o diría completa más que exacta. Es la definición tomada 
del Protocolo de Palermo que, además, señor presidente, es tomada en las 
normas que tenemos en este momento a nivel nacional; y digo que es tomada 
de este Protocolo, al que el Estado argentino adhirió a partir de la reunión en 
Naciones Unidas –por allá por la década del ’90, si no me confundo– en cuanto 
a que los Estados que estuviesen de acuerdo con esta lucha tenían que 
empezar a hacer algunos tratados. Argentina forma parte y, como toma este 



tratado, hemos tomado la definición del Protocolo de Palermo que está vigente 
en nuestro país, que dice: “Por trata de personas se entenderá la captación, el 
transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas recurriendo a la 
amenaza o al uso de la fuerza, u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, 
al engaño, al abuso de poder, o de una situación de vulnerabilidad, o la 
concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de 
una persona que tenga autoridad sobre otra con fines de explotación. Esta 
explotación incluirá como mínimo la explotación de la prostitución ajena u otras 
formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o 
las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de 
órganos”. Esto, efectivamente, abarca otros ángulos, en tanto que el proyecto 
en discusión comprende solamente uno de estos aspectos, que es la 
explotación sexual. 
 No sólo uno se pregunta qué es una red de trata sino también quiénes 
están detrás y cómo llevan adelante todo el proceso de captura, tráfico y 
tránsito, porque hoy tienen a las mujeres en una whiskería, mañana las pasan 
a otro pueblo y después las encontramos en otro país. Nos preguntamos esto 
porque esto –muchos lo dijeron aquí– es un negocio a escala mundial, y no es 
casual que, a partir de la globalización y unificación del Estado capitalista, 
hasta el propio Banco Mundial ofrezca créditos a los países que quieran 
obtenerlos para favorecer el turismo. Porque cuando se habla de “turismo” se 
incluye el “turismo sexual”, no sólo en el caso de Tailandia sino también de los 
países americanos, entre ellos, los latinoamericanos. 
 Entonces, estamos hablando de una cosa muy “grosa” y muy grande, en 
la que están involucradas redes que tienen conexiones a nivel internacional con 
quienes prestan plata –como el Banco Mundial– para la explotación del turismo 
sexual. Estas redes –ya se dijo aquí– mueven millones, a punto tal que 
actualmente está discutiéndose si se posiciona en el segundo o tercer puesto 
del ranking de actividades criminales más rentables del mundo, junto con el 
narcotráfico y la venta de armas. 
 Entonces, ¿no es necesario empezar a discutir, de una vez por todas, un 
proyecto de ley que ataque esos intereses económicos y financieros? De lo 
contrario, estaremos buscando nuevamente cómo resolver este negocio, esta 
red criminal y mafiosa aberrante, atacando el último eslabón de esta pesada 
cadena, que ya lleva muchos años. 
 Acaso, ¿dónde están los miles de millones de pesos?, ¿alguna vez se 
pensó en tomar medidas para llegar al “hueso” de esta problemática?, 
¿decidieron alguna vez abrir las cuentas y abolir el secreto bancario para 
perseguir a los supuestos proxenetas, empresarios capitalistas, que trafican, a 
través de las cuentas bancarias, a partir la explotación de niñas, niños, jóvenes 
y mujeres?, ¿se han preguntado alguna vez qué pasaría si nacionalizáramos la 
banca, por ejemplo, cuando realmente hay voluntad política para destruir y 
desmantelar a estos mafiosos? 
 No se trata sólo de la preocupación por lo macroeconómico porque haya 
evasión de los capitalistas en otros rubros, ya que el capitalismo también juega 
con la mercancía humana. Entonces, ¿por qué no llegar hasta el “hueso” y 
pensar en desactivar el bolsillo de estos grandes grupos económicos?  
 La verdad es que creemos que efectivamente la trata es el crimen 
organizado, como empresa, cuya mercancía es el cuerpo y la vida de las 



personas, a quienes no solamente destruyen física y psicológicamente sino que 
es muy difícil incluirlas en la sociedad.  

Las experiencias que tenemos por las personas que han sido 
encontradas, ya sea porque se escaparon de estas redes o por otros motivos, 
no tienen a veces la contención para decir que pueden recuperar la vida que 
alguna vez tuvieron –si se puede decir “vida digna” que alguna vez tuvieron- 
porque son descartadas como basura. 
 Escuchaba que hay que sacarse la careta. Nosotros, estos días de 
comisión hemos sido muy respetuosos, pero si hay algo que decimos, señor 
presidente, es que no somos parte de quienes eligen el camino de los atajos y 
el camino del doble discurso y creo que estas mafias no actúan solas y tienen  
dos aliados, o uno solo con dos patas, que es la “indiferencia” y la “corrupción”.  
 Nuestro país no es ajeno al alarmante crecimiento que tiene este delito, 
en especial el delito que tiene que ver con la explotación sexual de las 
personas.  
 Estábamos buscando datos y hay un montón de cifras, a modo de 
ejemplo tomamos una, pero son indignantes y desgarradoras: se estima que en 
Argentina hay 8.000 prostíbulos y 500.000 mujeres en situación de prostitución. 
Estos datos los tomamos de la oficina de las Naciones Unidas contra las 
drogas y el crimen, pero también hay otras, y nombro una: se dice que por día 
hay consumición de 1.200.000 prostitutas o trabajadoras sexuales. Entonces, 
sacábamos la cuenta de cuánto podría estar costando un servicio sexual X y 
llegamos a la conclusión que es mucha plata. Realmente, da escándalo pensar 
lo que se mueve por día y hoy estamos atacando el último eslabón de una 
cadena pesada sin ir al hueso.  
 Otra pregunta que nos hacíamos era ¿qué hacemos con las mafias? La 
cuestión pasa por saber si todos los ciudadanos tenemos la misma 
responsabilidad para saber qué hacer. Creemos que hay niveles de 
responsabilidad. Y allí nos preguntábamos ¿Qué hizo el Gobierno provincial 
durante todos estos años? Y no me refiero sólo a este. Escuchaba a la 
legisladora Liliana Montero que hablaba de 12 años de gobierno peronista, 
pero yo pregunto de antes, el radicalismo, la dictadura militar, el peronismo de 
antes, porque este es un negocio viejo que ha crecido en los últimos años.  
 Nosotros estuvimos viendo la legislación argentina y Alfredo Palacios fue 
pionero. En 1913 iban contra la trata de personas, aunque algunos con una 
mirada prohibicionista.  

Después de la Ley “Palacios” hubo otras, como la 12.331, que en su 
artículo 15 prohíbe los prostíbulos, también llamada Ley de Profilaxis, que está 
vigente desde el año 1946. Luego de 1949, tenemos el Convenio para la 
Represión de la Trata de Personas y Explotación de la Prostitución Ajena, y del 
año 1994, con jerarquía constitucional, la Convención sobre la Eliminación de 
todas las formas de Discriminación de la Mujer mediante la cual los Estados 
parte se comprometen a suprimir todas las formas de trata y explotación de la 
mujer. Fueron nombradas por casi todas las legisladoras preopinantes y está 
en el mensaje de elevación, por eso las paso rápidamente.  
 Del año 2008 tenemos la última, la Ley 26.364, que previene y sanciona 
la trata de personas. Otra medida es la que prohíbe el rubro 59 de los diarios, a 
la cual la Provincia adhirió hace muy poco a través de un decreto. 
 Es decir que legislación que estaría promoviendo el combate contra la 
trata la tenemos desde hace casi un siglo; ahora bien, pensemos todos juntos: 



¿qué resultado obtuvimos con la aplicación de la legislación mencionada? 
¿Cuántas bandas se desbarataron durante todos estos años, si quieren, desde 
el año 2008 en adelante? ¿Cuántos proxenetas están presos? 
 Porque marco legal existe, lo que nunca hubo fue voluntad política de 
declarar la guerra con ésta y otras leyes –que invito al Ejecutivo a que 
discutamos- a la trata.  
 Porque acá vemos que sobran los prontuarios de las trabajadoras 
sexuales, pero no vemos los dedos pintados de los proxenetas, de los 
mercaderes de las personas y de los capitalistas: los grandes mafiosos de este 
negocio, desde el más adinerado hasta el traficante, al “pobre” tipo que usan –
pobre entre comillas- están sueltos. 
 Hago un paréntesis para recordar con mucho dolor el caso de esta joven 
mujer que todavía no puede ver a sus hijos en la Provincia del Chaco, 
rescatada de la trata y cuyos hijos están en poder del proxeneta. Si eso no es 
impunidad, lentitud, burocracia, no sé cómo se llama, señor presidente. 
 En verdad uno se pone a pensar y se pregunta qué pasó, ¿fracasaron 
estas políticas?, ¿por qué?, ¿por desinterés? Creo que lo que falta es el interés 
de ir con todo contra este negocio, cada vez más próspero gracias a la 
corrupción. 
 Algunos datos de la realidad cotidiana que realmente nos alarma y no 
nos vamos a callar se filtran de algunos medios de prensa. Podemos creerles o 
no, pero lo quiero decir. Por ejemplo, hace poco, un Ministro de la Corte 
Suprema de la Nación alquilaba departamentos a proxenetas y no lo sabía, 
desconocía el destino que se le daba a ese inmueble y esto es grave, muy 
grave. 
 Otro ejemplo que puedo aportar es cuando escuchábamos al Ministro de 
Seguridad –que no es nuevo en la materia porque ha sido el Jefe de la Policía 
de la Provincia de Córdoba en los últimos años-, en ocasión de contar con la 
presencia de la periodista mejicana Lidia Cacho, que está en el tema de la trata 
de personas, y que al momento de presentar su libro opinó que Córdoba es 
asiento del cartel de Sinaloa. Si mal no recuerdo, creo que un periodista de La 
Voz del Interior fue quien le hizo la pregunta al Ministro Paredes sobre el caso, 
a lo que respondió: “no tenía idea”. Lo peor es que a menos de 25 días de ese 
suceso aparece este proyecto de ley en el que supuestamente el Ministerio de 
Seguridad tiene participación. No nos llama la atención esto ya que hemos 
escuchado de parte del actual Ministro de Seguridad de la Provincia en otras 
ocasiones, en esta misma Legislatura cuando contamos con su visita en 
comisiones, decir sobre la desaparición de algunas jóvenes estudiantes en la 
Ciudad Universitaria que no había trata de personas en Córdoba, y no estamos 
hablando de mucho tiempo atrás, ya que también concurrió cuando era Jefe de 
la Policía de la Provincia. 
 Entonces, uno se pregunta con respecto a este proyecto, que suena más 
a medida propagandística y que va en el sentido de apuntalar un Código de 
Faltas cuestionado -sobre el que, además, la Cámara cuenta con una Comisión 
Especial Revisora porque se lo ha mencionado en varias oportunidades como 
inconstitucional-, ¿le vamos a dar credibilidad o mayor poder al comisario, que 
es el que arresta, investiga y sanciona? 
 También me animo a decir que si hoy se hace una encuesta, 
lamentablemente –y no porque lo diga yo sino porque lo dice la gente-, hay una 
falta de confianza tremenda hacia la Policía de la Provincia de Córdoba, a parte 



de la Justicia y de algunos funcionarios políticos que durante todo este tiempo 
hicieron la vista gorda a un problema que no es nuevo. Lamentablemente, lo 
que sí es nuevo es el crecimiento que ha tenido este delito de trata. 
 Creemos que el resultado práctico de esta medida, que no ataca a 
quienes están arriba en la clandestinidad, es clandestinizarlos aún más. Este 
es el mayor temor que tenemos, recordando siempre al último eslabón de esta 
pesada cadena. 
 Desde el Frente de Izquierda teníamos la idea de que íbamos a 
escuchar a los funcionarios del Ejecutivo desarrollando un plan, informándonos 
sobre su diagnóstico y sobre un mapa delictivo de la trata de personas bajo 
explotación sexual. Pensábamos escuchar un programa que nos diera la idea 
de cómo hacer la contención y con qué proyectos, qué procedimientos, qué 
circuitos. Si existe alguna experiencia sobre el particular, seguramente habrá 
un método, pero no lo conocemos.  
 No somos expertos en la materia, simplemente somos legisladores que 
tenemos la buena intención y el objetivo de contar con los mejores proyectos 
en tratamiento, contando con una base de datos. 
 Además, queríamos escuchar algunos resultados de las investigaciones; 
qué pasa con algunas denuncias que se hicieron pero que no han sido 
publicadas por el riesgo a que los denunciantes desaparezcan. Tenemos 
entendido que quienes han sido los receptores o receptoras de las mismas no 
han ascendido en su carrera policial, es decir, no han obtenido resultados 
positivos. 
 Esperábamos contar con un plan que nos explicara cómo hacen los que 
están en la “cosa”, tanto del Poder Judicial como la Policía de la Provincia. 
¿Qué hacen cuando captan a una joven?, ¿qué hacen cuando espían a 
nuestros hijos en la puerta de las escuelas esos autos con vidrios polarizados?, 
¿qué hacen con el tráfico?, ¿qué piensan de la persecución económica? Hay 
que perseguir a estos grandes empresarios, haciéndosela difícil, tal como lo 
decía la titular del INADI Córdoba. Hay que hacérsela difícil a los de arriba, que 
son los que se llevan las jugosas ganancias de este negocio. 
 No sabemos cuánto presupuesto se va a destinar para llevar adelante 
esta tarea. Veíamos en los diarios locales que una fiscal ni tenía auto para 
recorrer algunas whisquerías o burdeles –o como se llamen. Hay 200 mil 
causas detenidas por falta de presupuesto. Hoy mismo leía que para poner en 
actividad la Justicia que tiene que ver con los menores judicializados le piden 
una prórroga de un año porque no hay plata. 
 Entonces, cuando uno habla de políticas integrales tiene que saber qué 
va a hacer con la atención psicológica, con la vivienda que no tiene, con el 
trabajo que no consigue y con el salario indecente que por allí puede conseguir. 
 Por eso queríamos escuchar un plan integral. Pero creemos que la 
discusión se encapsuló en lo que el Ejecutivo nos mandó, porque acá tuvimos 
que escuchar el peregrinar de la hermana de Yamila Cuello, cuando contó que 
al desaparecer su hermana e ir a hacer la denuncia le dijeron; “no, hay que 
esperar setenta y dos horas”, tres días para poder empezar a hacer la 
investigación sobre la denuncia. Me preocupa que a nadie le conmovió esto 
que nos explicaba Soledad Cuello, como tampoco cuando nos contó que 
cuando fue a hacer la denuncia le dijeron: “ojo, no la vayas hacer pública, mirá 
que está en riesgo”, y nadie le explicó nada. ¿Qué significa estar en riesgo?, 
¿quién le va a dar la paliza? Pensemos, ¿quién le va a dar la paliza al 



denunciante? Creemos que este tipo de proyectos de grandes anuncios no van 
en el sentido que debieran.  

Nosotros tenemos propuestas, creemos que con este Código de Faltas 
no solucionamos los problemas de la inseguridad de la gente ni vamos a darle 
un escarmiento ejemplar a los proxenetas y mafiosos; creemos que va a 
terminar criminalizando a las trabajadoras sexuales, reclandestinizándose este 
negocio perverso. Creemos que si hay alguna cosa que ha quedado clara en 
esta lucha incansable de Susana es la complicidad –porque ahora está el juicio 
en Tucumán- de la Policía, de la Justicia, de los funcionarios, y en esto quiero 
aclarar que no son todos una basura.  

En ocasión de la Reforma Política planteamos propuestas porque hay 
que desvincular –y no lo dice este proyecto- a quienes durante todo este 
tiempo han tenido la posibilidad de avanzar en la destrucción y el 
desmantelamiento de la trata. Este proyecto no lo aporta y por eso planteamos 
abrirlo. 

Pregunto: ¿qué pasaría si los vecinos de los barrios eligiéramos al 
comisario?, ¿no tendríamos la posibilidad de controlarlo, de darle datos, de ir a 
ver si está en la comisaría, de abrir los libros aportándole, como vecinos o 
juntas vecinales datos que tenemos? La gente pregunta: ¿si ahí están 
haciendo tal cosa, cómo puede ser que fulano de tal no lo vea?, ¿acaso no 
sería distinto elegir al comisario y destituirlo si no sirve; elegir a los jueces y 
fiscales cuando vemos que el tiempo pasa y la solución a los problemas –o 
mejor dicho, las personas- no aparecen? 

Hace noventa y cinco días que ha desaparecido Facundo Alegre, 
necesitamos agilidad y compromiso, por eso desde nuestro bloque queremos 
hacer esas propuestas. 
 Entonces, creemos que hay que ir hasta el hueso, a la solución de fondo 
de este problema; creemos que hemos esperado un siglo, y no es poco tiempo; 
creemos que hay que escuchar propuestas que les pueden gustar o no, que les 
pueden ser simpáticas o antipáticas, pero si estamos sentados acá es porque 
tenemos propuestas, y queremos discutirlas porque no creemos que estos 
proyectos que tienen una repercusión mediática importante vayan a terminar 
con el negocio de las personas, porque creemos fervientemente en la 
posibilidad de tener independencia de Poderes, porque creemos 
fervientemente que para llevar adelante estas acciones hay que tener voluntad 
política y –como siempre decimos- plata y, además, hay que estar decididos a 
tocar estos grandes intereses económicos. 
 Entonces, a la luz de todos estos argumentos, creemos que a veces es 
peor el remedio que la enfermedad y que podemos estar lejos de solucionar 
este problema. En ese sentido creo que hasta hay aspectos técnicos -que 
seguramente después algún constitucionalista también advertirá- en este 
proyecto que, al tener contradicciones, van a ser difíciles de poder controlar. 
Hay aspectos que tienen que ver con la vía reglamentaria –hubiera preferido 
tenerlos por escrito y no por vía reglamentaria-, hay aspectos que tienen que 
ver con la formación de una comisión. A nosotros, señor presidente, nos 
gustaría estar en una. No sabemos cómo va a ser conformada esa comisión 
porque, a veces, cuando se piensa en la representatividad piensan en el 
oficialismo y en las minorías mayoritarias, y creo que hay posibilidad de que 
estemos la Izquierda, las organizaciones no gubernamentales, los que tienen 
ganas de ponerse al hombro, de verdad, la destrucción, el desmantelamiento, 



el desbaratamiento de estas redes. Ahora, sin los cómplices que hemos tenido 
-por acción o por omisión, porque hicieron la vista gorda vaya a saber por qué-, 
nosotros tenemos otra idea, otro trabajo, otro compromiso, y no coincide con el 
que nos está ofreciendo el Ejecutivo de la Provincia de  Córdoba y tampoco 
quienes lo apoyan. 
 Por eso, coherentes con nuestro pensar, con nuestros principios, con 
nuestro compromiso, no vamos a acompañar este proyecto, pero también le 
quiero decir una cosa, porque no la voy a dejar pasar: en este país existe una 
ley antiterrorista, pero también un proyecto equis que es rapidísimo para filmar, 
para saber quiénes son los delegados pobres, activos, combativos, cuáles son 
los partidos que apoyan las luchas obreras y populares; no vemos un proyecto 
equis para ver “en cana” a los grandes empresarios que lucran con el cuerpo 
de las niñas, de las jóvenes y de las mujeres de nuestro país. 

Muchas gracias. (Aplausos). 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Gracias, legisladora. 
 Tiene la palabra el señor legislador García Elorrio. 
 
Sr. García Elorrio.- Señor presidente: le voy a pedir si podemos cambiar el 
Reglamento, ya que cuando me toca hablar –lo que ocurre siempre al final- ya 
todo se ha dicho. 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Señor legislador: usted tiene el privilegio de 
hablar al último. 
 
Sr. García Elorrio.- Señor presidente: la legisladora preopinante me ha sacado 
absolutamente todo el discurso. (Risas) 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Señor legislador, eso es un beneplácito para la 
Izquierda. 
 
Sr. García Elorrio.- Señor presidente: quiero agradecer la presencia de la 
señora Susana Trimarco haciendo notar, además, el honor que sentimos los 
señores legisladores por eso. 
 En segundo lugar, en ocasión de celebrar hace poco tiempo el 
Bicentenario de la Revolución de Mayo, me consolaba pensando que todavía 
faltaban seis años para el 2016, cuando celebremos el Bicentenario de la 
Independencia. ¡Cuántas cosas hay que resolver previamente para poder 
celebrar dignamente –aunque con un poco de vergüenza- los 200 años de vida 
independiente! En tal sentido, uno de los tantos temas que tenemos que 
resolver es el referido a las esclavitudes interiores y este hecho ignominioso de 
la esclavitud sexual de las personas.  
 La vergüenza a que he hecho referencia no es patrimonio de un partido, 
ni de dos o de tres, sino de toda la sociedad argentina, de todos y cada uno de 
los argentinos que transitamos las rutas de la Patria, que vemos y observamos 
las comunidades en las cuales sabemos a ciencia cierta que se está 
explotando sexualmente a mujeres. Al respecto, no he visto a nadie 
encadenado, en los 58 años que tengo de vida, en la puerta de un burdel por lo 
que acontecía. 



 Como no es un problema de un partido, ni de dos o tres, porque aquí 
han gobernado todos, menos mi partido (Risas).  
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Espero que no pierda las esperanzas, señor 
legislador. 
 
Sr. García Elorrio.- Pronto llegará el día, señor presidente. 
 Como no hemos gobernado no nos queremos meter con nadie, pero 
tampoco podemos dejar pasar en silencio algunas cosas que se han dicho.  

Hay una gran dejadez en la política con respecto a este tema. Al 
respecto, una cosa que me dolió mucho fue que cuando Luis Alfredo Juez dejó 
la Municipalidad de Córdoba, en 2007, el CEDRONAR cuatro meses después 
hizo el informe nacional de consumo de alcohol y droga en la República 
Argentina y del mismo surgió que encabezábamos las estadísticas nacionales 
en ese tema. No basta no haber tenido el control de una provincia para hacer 
un estropicio, bastaba haber tenido el control de una Municipalidad. Nos seguía 
Tucumán con el 17,7 por ciento y la temida provincia de Buenos Aires con el 
8,8 por ciento. Con esto quiero decir que este no es un problema de la política, 
es un problema mucho más complejo relacionado con la indiferencia de la 
sociedad.  
 Sólo una sociedad penetrada por la indiferencia puede darse el lujo de 
ser un centro de trata y explotación de mujeres; de encabezar las estadísticas 
de consumo de drogas en Sudamérica, de integrar la quinta ruta de la cocaína 
en el mundo, de tener miles y miles de chicos destruyéndose cada día con las 
drogas; eso, señor presidente, excede la política partidaria, excede la fuerza de 
seguridad y toca el corazón y el centro de una sociedad indiferente; la misma 
sociedad indiferente que nos permite transitar por nuestras calles, ver niños 
parados en las esquinas pidiendo –que son de un tamaño menor al de las 
ruedas de los camiones que pasan a su lado- y que, indiferentemente, cada 
uno siga con su vida, en su mundo, su situación. 
 Tengo la esperanza de que antes de 2016 podamos hacer algunas 
cosas, por eso le creo al Gobierno. Les digo la verdad: le creo porque le creo a 
todo el mundo, porque soy una persona de buena fe, ¿está claro? Y porque le 
creo al Gobierno que lo va a hacer lo voy a apoyar, pero no silenciosamente 
sino siguiendo lo que hace. 
 Le digo a la Secretaria de Lucha contra la Droga -perdón, contra la 
Trata-, que se acaba de levantar -pero no faltará algún colaborador que se lo 
transmita-, que tiene una oportunidad histórica, tiene el aval de todo un 
Gobierno, tiene una Legislatura que hoy le va a dar una ley, tiene el apoyo 
político de la Legislatura, tiene un bloque mayoritario que la va a acompañar, 
que lo haga bien, porque si lo hace mal esto será peor. Si esto que vamos a 
hacer ahora se hace mal será peor que lo que tenemos. 
 ¿Qué significa que lo haga bien? Que no se deje llevar por fines 
electoralistas, que cuando vea que se quiere hacer una utilización político 
electoral de este tema diga: “no, pare; primero realizaciones y después 
comunicaciones”, porque esto no es automático, no se pone en marcha de un 
día para otro; hay que revertir una tendencia de indiferencia de 80 años, señor 
presidente. 
 Si lo vamos a hacer marketineramente en una semana es más de lo 
mismo, o peor, porque si a los que vamos a enfrentar les vamos a pegar más 



vale que no lo hagamos en la rodilla; hay grupos a los que hay que pegarles 
como para que no queden en posición de seguir haciendo. Por lo tanto, hay 
que hacerlo bien; no hay que dejarse llevar con fines electoralistas y 
marketineros, para que en 24 horas cerremos todas estas cosas.  

Hay que hacerlo jurídicamente bien, para no darles de comer; hay que 
hacerlo jurídicamente bien porque si no es fortalecerlos.  

Ya anda un socio político de la Rectora de la Universidad, lo he visto 
dando vuelta por los diarios –¡lindo futuro para ese proyecto político!-, diciendo 
que va a ayudar, en definitiva, a las whisquerías, etcétera. A la  hora de 
reglamentar esto hay que tener mucho cuidado, señor presidente. Hay que 
hacerlo con mucho cuidado y detenimiento, porque esas personas están a la 
vuelta de la esquina esperando que esta ley patine, y esta ley no puede patinar. 
Por eso, le pediría a la Secretaria de Lucha contra la Droga, contra la Trata, 
perdón –sabe que al tema de la droga lo tengo acá, señora Trimarco; es un 
tema que me supera porque son primos hermanos, uno le abre el camino al 
otro- que la reglamente bien; la Legislatura le ha dado la facultad, hemos 
cedido la  enorme facultad de no marcarle ni protocolizarle todos los caminos 
pero hágalo bien, sin marketing, no escuche a los que le digan “esta es noticia 
de tapa” porque lo será durante dos días y después vamos a tener trata por 
100 años más, tómese el tiempo que le haga falta, consulte a los mejores 
abogados que tenga el Estado y fuera de él para que la reglamentación de esto 
no tenga fisuras; para que los golpes sean fuertes; peguen bien y van a tener 
apoyo. 
 Un tema que me preocupa especialmente, y también ha sido de absoluta 
preocupación de todos los legisladores preopinantes, es que no estamos ante 
una mujer cualquiera. La mujer recuperada de la trata -las que tuve oportunidad 
de ver en estos años- quizá fue entregada en algún lugar de la Argentina a los 
12 años y lleva 8 ó 9 años sosteniéndose con la ración diaria de cocaína para 
poder mantenerse en esa infame situación, es una mujer literalmente 
deshecha. No puede haber planes de “maquillaje” para contenerlas con un 
mero refugio, necesitan nacer de nuevo y recuperar una vida, una identidad, un 
proyecto vital. Esto no se improvisa con un hogar para mamás solas, o 
simplemente con un hogar, sino que necesitan una contención interdisciplinaria 
durante años. 
 Mándenle este mensaje a la Secretaria de Trata: que este legislador dice 
que no vamos a aceptar un “maquillaje” de contención porque no sirve, es 
hipocresía de máximo nivel. Cuando vayan a lugares donde la trata existe no 
vayan solos, vayan con equipos especiales, no se puede ir con un policía a 
cerrar un lugar de estos sino que hay que ir con un equipo especial y con un 
“plan B” en el bolsillo, que la chica sepa que ustedes son parte de la solución y 
no que le traigan más problemas de los que ya tiene, pero para eso la 
reglamentación y el protocolo de actuación tiene que ser muy prolijo. Si se 
demoran un mes en hacerlo, ¡demórense! Pero no hagan una “espantada de 
mujeres” por todo el territorio nacional, porque si no hacen un buen plan de 
contención y lo llevan a la reglamentación y al protocolo de actuación, lo único 
que vamos a hacer es “espantar” a más mujeres que, mal que mal, conocían el 
territorio por más que fueran explotadas, porque desde aquí exportamos 
mujeres a redes de todo el territorio nacional. 
 Bienvenida a este recinto Secretaria de Trata: quiero decirle ¡hágalo 
bien!, reglamente bien esta ley, tómese todo el tiempo del mundo, no responda 



al marketing, señora Secretaria, porque se lo van a querer imponer, no porque 
sean malos los que gobiernan, sino porque está ínsito en nuestro “indesarrollo” 
político. Tómese un año si hace falta, pero reglaméntelo bien, confeccione un 
protocolo de actuación que les pegue donde les duela; y si no tiene un plan B 
de contención de largo aliento que sostenga a las chicas, tampoco vaya a 
cerrarlo porque va a espantar mujeres por todo el territorio nacional y las va a 
mandar de “guate mala a guate peor”.  
 Yo he sido uno de los que más he peleado… 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Legislador García Elorrio, me parece correcta su 
alocución, pero le voy a solicitar, respetuosamente, que se dirija a la Secretaria 
a través de mi persona. 
  
Sr. García Elorrio (fuera de micrófono).- Efectivamente, a través suyo, señor 
presidente. Nadie más que yo ha querido que usted tenga el lugar que tiene. 
¿Está claro? Quédese tranquilo.  
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Continúa en el uso de la palabra, legislador 
García Elorrio. 
 
Sr. García Elorrio.- Señor presidente: quiero que le transmita a la Secretaria 
que se tome el tiempo que haga falta pero que lo haga bien, que consulte a los 
mejores abogados que haya en Córdoba… 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Ya se lo dijo… 
 
Sr. García Elorrio.- Sí, pero no me escuchó. (Aplausos) 
 

–Risas. 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Pero usted me pidió que yo se lo transmita. 
 
Sr. García Elorrio.- Sí. Voy terminando. 
 Tengan muy en cuenta que la chica que ha estado 8 o 9 años en manos 
de una red de trata necesita ser armada de nuevo, y eso no se improvisa sólo 
con un local para que duerma una semana. 
 La trata que más me preocupa –a esto no lo he dicho–, más que la que 
gira por las provincias, es la que veo en los barrios de la periferia de Córdoba. 
Producto de 80 años de sociedad de indiferencia tenemos dos generaciones de 
desempleo estructural; hay niños que no han visto trabajar a sus padres ni a 
sus abuelos, hay niños que no tienen mínimamente introducida la cultura del 
trabajo, y esos niños encuentran como único elemento movilizador social tener 
12 años para poder subirse en una moto y ser “pequeños delivery de la droga”. 
Respecto de esos niños que están entrando en la adicción a los 12 años 
sucede exactamente lo mismo con las niñas, y esas niñas después son la trata 
local, porque no tienen “plan B”. Miles y miles de chicas en la periferia de 
Córdoba entrando en la adicción, y el mismo que hoy les provee la droga es el 
mismo que mañana se las va a cambiar por los servicios de prostitución. Ese 
es el tema que vamos a tratar la semana que viene donde creo que podemos 
hacer mucho para volver a esos territorios a proteger a esos niños. 



 Esa cantidad de chicos y chicas que están entrando en la adicción, y que 
serán la carne de cultivo de la redes de trata, van plantando dos sociedades: 
una sociedad a) y una sociedad b); la sociedad a) es de los que estudiamos, 
los que fuimos a las universidades, los que tuvimos un trabajo, los que pudimos 
desarrollarnos, los que a veces pagamos los impuestos –no siempre es así–; y 
una sociedad b), que son estos hermanos nuestros que van quedando al 
costado. Entonces, cómo se interacciona en esas dos sociedades en el 
presente: la sociedad de indiferencia a) –y no estoy hablando de un partido 
político, estoy hablando de la sociedad a)– le brinda a la sociedad b) impunidad 
porque nosotros tenemos el control de las fuerzas de seguridad; y la sociedad 
b) nos brinda drogas, la prostitución de sus hijos y votos cada 2 años. 
 Esta ley no es la criminalización de la prostitución –por lo menos no lo 
entiendo así y si fuera así yo no lo hubiera votado–, no es un juicio ético a la 
prostitución. La actividad de prostitución individual, autónoma, se enmarca en 
el marco del artículo 19 de la Constitución Nacional, del que se desprende que 
las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan a la moral y 
a las buenas costumbres están exentas de la autoridad de los magistrados -y 
de los legisladores-, y sólo reservadas a Dios. Esto lo dice la Constitución, no 
yo, y si el Dios de la Constitución es parecido al que yo creo, es entonces un 
Dios de misericordia que sabrá poner a cada uno en su sitio y darle a las 
víctimas el aliento que merecen. 
 Nada más, señor presidente. (Aplausos). 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Tiene la palabra el señor legislador Rubén 
Borello. 
 
Sr. Borello.- Señor presidente: agradezco estar entre los últimos oradores 
porque soy de los que les gusta hablar poco, ya que me gusta más dedicarme 
a hacer. 
 Seguramente, no existe una legislación implacable ni recursos 
suficientes; tampoco fue agotado el debate, pero no hay tiempo para seguir 
esperando la “ley perfecta”. El hecho de poder rescatar de la trata aunque sea 
a una sola persona justifica plenamente cualquier acción en ese sentido. 
 Esta ley comienza la construcción de un camino y se está mostrando 
vocación para luchar contra este flagelo. Desde esta Legislatura, seguiremos 
trabajando para ayudar en todo lo que sirva para rescatar a las víctimas de la 
trata. Entendemos que con esta ley se está cumpliendo con la sociedad, 
garantizando, a su vez, los derechos de quienes ejercen el oficio de manera 
individual y voluntaria. 
 Finalmente, quiero hacer un reconocimiento, con profunda admiración, a 
Susana Trimarco: esta gran mujer y gran madre que nunca claudicó en su 
lucha por recuperar a su hija Marita, mostrándole al mundo la real dimensión de 
esta tragedia. Por respeto a ella y a su importante presencia, adelanto mi voto 
positivo como una humilde contribución a esta lucha que encabeza Susana 
contra tan aberrante delito. 
 Muchas gracias. (Aplausos). 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Tiene la palabra la señora legisladora Olga Rista. 
 



Sra. Rista.- Señor presidente: si se considera lo que dijo el legislador García 
Elorrio respecto de lo que significa hablar al final, imagínense mi situación, que 
me toca expresarme cuando en esta sesión ya se ha dicho casi todo sobre este 
tema. Por eso, tomando en cuenta también el cansancio de los aquí presentes, 
voy a reducir considerablemente mi discurso, no sin dejar de hacer algunas 
precisiones. 
 Nuestro bloque ha decidido aprobar este proyecto, inspirado, 
fundamentalmente, en que le va a servir a las víctimas. Muchos se preguntarán 
por qué digo esto, y en tal sentido debo destacar que durante estas dos últimas 
semanas hemos participado de las deliberaciones llevadas a cabo en las 
comisiones y hemos escuchado a las víctimas recuperadas de la trata, así 
como a las encargadas de las ONG –dedicadas a  rescate–, a la gente del 
INADI y al abogado de Marita Verón –presente hoy en este recinto–, y todos 
ellos coincidieron en que este proyecto de ley va a ayudarlos y que les sirve a 
las víctimas. 
 Obviamente, esto no es suficiente y no alcanzará para resolver los 
problemas de fondo porque falta muchísimo por hacer, pero es una 
herramienta que sirve para comenzar a transitar este camino. Por eso, no 
entiendo que haya legisladores que, por un lado, dicen respetar a estas 
personas y consideran realmente muy importante la opinión que tienen sobre 
este tema y, por otro, van a votar en contra de este proyecto. 
 En otro orden, tengo en claro que no podemos quedarnos de brazos 
cruzados frente a esta problemática; por eso, desde el bloque de la Unión 
Cívica Radical, con anterioridad a la presentación del proyecto del oficialismo 
relativo a la trata, elaboramos un proyecto relacionado con la modificación de la 
currícula en las escuelas primarias y secundarias –públicas y privadas– de la 
Provincia de Córdoba, para que se imparta el tema de la trata como asignatura, 
precisamente con la finalidad de concientizar y formar a los chicos en la 
problemática de la trata y, teniendo en cuenta, además, lo que muchas de las 
víctimas nos decían esta semana, que ya hay chicas de 9 y 10 años que son 
chupadas por estas redes de trata, que son violadas, drogadas y sometidas a 
las peores y las máximas aberraciones. 
 Teniendo en cuenta todo esto, afortunadamente se ha logrado que en 
este proyecto se incluya también esta modificación de la currícula que ha 
propuesto la Unión Cívica Radical, porque va a servir para que termine este 
problema.  
 ¿Cuándo consideramos que puede llegar a terminar este problema, o 
por lo menos encaminarse hacia una mejor situación? Cuando sea público, 
cuando las niñas estén informadas de lo que pasa con el tema de la trata y 
cuando los niños adviertan que los comportamientos machistas pueden 
llevarlos a agrandar esta problemática. Eso se va a lograr con la educación, 
pero creo que, aunque falta mucho, es un inicio importante.  
 No sé cuál es el motivo que ha tenido el Gobernador de la Provincia para 
mandar este proyecto… 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Perdón, la legisladora Montero le pide una 
interrupción, ¿se la concede? 
 
Sra. Rista.- No, señor presidente.  
 



Sr. Presidente (Alesandri).- Continúe en el uso de la palabra, legisladora 
Rista.  
 
Sra. Rista.- Señor presidente: no sé cual es el motivo que el Gobernador De la 
Sota ha tenido para tomar la decisión política de enviar este proyecto a la 
Legislatura, puede que sea propaganda o marketing. También podríamos 
preguntarle por qué no lo hizo antes o mejor, Incluso va a haber un problema 
mayor, cuando se apruebe esta ley, se apaguen las cámaras y deje de tener 
efectividad en los medios, si no se reglamenta correctamente –como dijo el 
legislador García Ellorio-; si no se va a fondo con este problema, si no se 
profundiza y no se tiene la decisión política y la política de Estado de 
continuarlo. Es decir, va a quedar en letra muerta.  

De todos modos y, a pesar de todos los problemas, prefiero pecar de 
optimista e ingenua y aprobar este proyecto de ley, precisamente por lo que 
dijeron todas las personas que vinieron a hablar y que están siendo 
protagonistas de esta temática tan terrible, y es que esto les va a servir, es una 
pequeña herramienta, un inicio, pero les va a servir.  
 En ese sentido es que el bloque de la Unión Cívica Radical, y yo 
personalmente, consideramos que hay que aprobar este proyecto de ley.  
 Queda muchísimo por hacer, pero también queda nuestro compromiso 
como políticos y legisladores, de seguir de cerca toda la aplicación y cómo va a 
seguir este tema, pero, además, seguir legislando para que todo esto mejore, 
porque es una vergüenza humana que esté pasando esto en nuestra Provincia 
y en nuestro país.  
 Muchas gracias. (Aplausos).  
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Tiene la palabra la señora legisladora Trigo pero 
le solicita una interrupción la legisladora Montero, ¿se la concede? 
 
Sra. Trigo.- Sí, señor presidente.  
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Tiene la palabra la señora legisladora Montero. 
 
Sra. Montero.- Señor presidente: nobleza obliga, y tal como hice en toda mi 
alocución, rescaté el trabajo de la ex legisladora, actual Secretaria de Trata, 
Amelia Chiofalo, y quiero decir que es de buena gente, en este recinto, hacer 
referencia a que el 20 de setiembre del año 2010, se presentó un proyecto de 
ley, el número 6087/10, instituyendo en la Provincia de Córdoba el día 23 de 
setiembre de cada año como Día de Conmemoración de Lucha contra la Trata, 
estableciendo que el Ministerio de Educación de la Provincia dispondrá 
incorporar en la currícula escolar, en todos los niveles y modalidades del 
sistema educativo, los contenidos referentes a la trata de personas y 
explotación sexual.  
 Me parece que merece un reconocimiento quien fuera la primera 
impulsora de incorporar en la currícula el artículo en relación a la trata.  
 Nada más.  
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Tiene la palabra la legisladora Sandra Trigo. 
 



Sra. Trigo.- Señor presidente: se ha hablado y debatido profundamente en 
este recinto parlamentario, y particularmente celebro la discusión que se está 
desarrollando a partir del ingreso y estado parlamentario de este proyecto del 
Poder Ejecutivo provincial. 
 Mi intervención está fundamentada en las correspondientes a 
legisladores y legisladoras preopinantes. Tal cual lo manifestaran mis 
compañeras de bancada Nadia Fernández y Perugini, que se refirieron al 
articulado del proyecto, quedó perfectamente definido el espíritu de esta 
iniciativa y, lo que es más importante, ha quedado establecida claramente la 
base conceptual, la diferenciación que estamos haciendo. 
 No obstante ello, de manera breve creo que hay que recalcar cuál fue la 
motivación real que tuvo el señor Gobernador para tomar semejante decisión, y 
lo digo porque estamos haciendo historia en la Provincia de Córdoba, estamos 
siendo partícipes y creadores de una nueva situación ante este problema a 
través del cumplimiento de un mandato histórico, con una responsabilidad 
frente a los derechos humanos que no podemos eludir sólo porque otros no la 
cumplieron. 
 Voy a tomar parte del fundamento del señor Gobernador al enviar el 
proyecto, al decir que el Gobierno de la Provincia de Córdoba, en el marco del 
respeto irrestricto de todas y cada una de las libertades individuales y/o 
colectivas consagradas en la Constitución nacional y provincial, garantiza y 
resguarda la libertad sexual de todos los habitantes y, en consecuencia, no ha 
formulado ni formula juicios de valor respecto de la sexualidad de las personas. 
 Aunque ya se haya mencionado, lo repito para que quede bien claro: no 
es un proyecto que persiga criminalizar la prostitución, no estamos 
persiguiendo a personas o ciudadanos en el libre ejercicio de libertades 
garantizadas por todos los ordenamientos y Constituciones, en un verdadero y 
real estado de derecho que garantiza el desenvolvimiento de decisiones libres, 
sino que estamos hablando de delincuentes, de proxenetas, de personas que 
lucran y se enriquecen gracias a la esclavitud, el sometimiento y distintos 
vejámenes. 
 A su vez, quiero felicitar a través suyo, señor presidente, a la señora 
Trimarco, que está asistiendo a este debate, porque realmente nos ha dado a 
todos los argentinos, no sólo a los cordobeses, una cachetada de realismo, de 
lo que pasa realmente en nuestra sociedad. El legislador García Elorrio fue uno 
de los legisladores que más subrayó este aspecto: que teníamos como 
sociedad, como Estado, como actores de este sistema democrático una 
ceguera increíble en relación a una situación de real esclavitud que estaba 
ocurriendo.  
 Me gustaría extenderme más en este tema, pero soy respetuosa de la 
posibilidad de hacer uso de la palabra del resto de los legisladores; no 
obstante, no quiero dejar de recalcar que el proyecto en tratamiento hace una 
referencia conceptual concreta a lo que se entiende por trata, remitiéndonos al 
artículo 4º de la Ley 26.364, Ley de Trata.  

Insisto, no estamos criminalizando la prostitución; lo que estamos 
haciendo es refrendar nuestra obligación histórica y responsabilidad como 
legisladores de encontrar la manera de cercenar la posibilidad de que estos 
tipos sigan manejándose impunemente.  
 Creo que el señor Gobernador lo interpretó claramente luego de que 
hiciera consultas a nivel público y privado, quedando manifestado también por 



el doctor D’Antona ayer en la comisión cuando lo dejó claramente establecido. 
Fue él, como representante de la señora Trimarco, una de las principales 
fuentes si se quiere, y el mismo doctor D’Antona –creo que está en la versión 
taquigráfica, al menos yo lo escuché, fue quien expresó que no comparte la 
ideología del actual Gobernador, que no forma parte de Unión por Córdoba ni 
planea hacerlo. Resalto esto porque justamente este proyecto vino, -más allá 
del reconocimiento de la legisladora en uso de licencia, compañera y querida 
amiga Amelia Chiofalo, y otros legisladores que en anteriores períodos 
trabajaron arduamente sobre esta problemática- del señor Gobernador, quien 
tomó la responsabilidad histórica de pagar el alto costo político y el desafío de 
que hoy en la Legislatura de la Provincia de Córdoba estemos discutiendo 
sobre esto. 
 Señor presidente, dicho esto, quería hacer unas brevísimas 
consideraciones respecto a dichos de algunos legisladores que me precedieron 
en el uso de la palabra. 
 Con toda humildad lo planteo, señor presidente, que, cuando se hizo 
mención al tema de los fundamentos de este proyecto de ley, se comentó 
sobre una omisión involuntaria en la designación numérica de una ley, siendo 
que estaba claramente expresado en los fundamentos que se trataba de la ley 
que hace referencia a la Ley de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la violencia contra las Mujeres en los ámbitos en que desarrolla su 
relación, que es la Ley 26.485 y que por un error de tipeo –obviamente 
involuntario- se remitió como 26.495. De todas maneras, este es el ámbito para 
hacer ese tipo de correcciones, aunque no esté en el articulado de lo que 
aprobamos sino en la fundamentación. 
 Siguiendo con este breve punteo que me permití hacer, señor 
presidente, también se mencionó el tema del Decreto provincial 365 del 14 de 
mayo de este año, firmado por el señor Gobernador y que ha sido remitido a 
esta Legislatura para la pertinente ratificación, donde justamente adhiere al 
Decreto nacional 936/11, es decir del Poder Ejecutivo Nacional, donde hace 
mención expresa de la prohibición en todo el territorio de  la Provincia de 
Córdoba de la publicidad, propaganda, difusión, realización de avisos y/o 
promoción por cualquier medio de servicios de masajes, relax, relajación, 
masoterapia, etcétera. Menciono esto expresamente porque se hizo mención, 
en función de este decreto , y que es una de las acciones a la que se 
comprometió el Gobernador, casualmente dentro de este Programa de Lucha y 
Prevención de la Trata: a un proyecto de ley, presentado por la doctora 
Chiofalo, y sobre lo que puedo dejar expresa constancia –aunque está 
presente la doctora-, como es que este es un proyecto anterior al aprobado a 
nivel nacional, por lo cual todo el espíritu que motivaba particularmente ese 
proyecto, con la sanción de un Decreto nacional con alcance nacional y luego 
ratificado especialmente por un Decreto provincial como es el 365, esta 
propuesta queda, sin lugar a dudas, sin sentido. 
 Siguiendo con el mismo tema, se mencionó la Ley 26.364, de 
Prevención y Sanción de la Trata de Personas y Asistencia a sus Víctimas, 
promulgada por el Estado nacional el 9 de abril de 2008. Esta ley no establece 
en su articulado que las provincias deben adherir, pero es una cuestión 
estrictamente técnica que carece de importancia y se la puede dejar en un 
segundo plano. Lo más importante es aclarar el cuestionamiento que se hizo, 
de por qué el actual Gobernador De la Sota no había trabajado sobre esta ley. 



La razón es que en aquel momento el doctor De la Sota no ejercía la 
gobernación de la Provincia. 
 Por último -aunque tengo muchas cosas más para decir-, quiero 
expresar que, si bien es cierto que como parte del oficialismo trabajamos sobre 
una propuesta de despacho presentada por las compañeras de mi bloque, 
también tuve acceso a la propuesta de despacho presentada y explicitada por 
la legisladora Montero hace unos momentos. Debo decir que escuché su 
intervención con mucho respeto y me pareció bastante interesante porque 
comparto gran parte de su mirada sobre la problemática y porque también 
respeto su mirada desde su punto de vista profesional. La legisladora se refirió 
a cada uno de los artículos propuestos y los fundamentó. Con todo respeto, y 
sin ánimo de polemizar porque no es mi estilo -carezco de la capacidad de 
manejarme con chicanas- y porque en estos temas hay que ser especialmente 
serios, quiero expresar que de la lectura del artículo 3º, propuesto por la 
legisladora, que hace mención a las cooperativas formalmente constituidas, 
dejándolas en forma total y completamente eximidas de los alcances de la ley, 
y que no está contenido en nuestra propuesta de despacho, me surge la 
preocupación por saber de qué manera esto no garantiza que los proxenetas, 
delincuentes, traficantes, o como les queramos llamar, no se amparen bajo 
esta nueva supuesta forma y no sea el resguardo para aquellas personas 
mayores de edad, con libre discernimiento, para que logren resolver su 
problema de subsistencia. Lo planteo para que los legisladores del bloque del 
Frente Cívico acuerden, si así lo consideran. 
 No me quiero extender demasiado, pero quería dejar en claro la posición 
de mi bloque. Como dice el señor Gobernador, existe una enorme tarea por 
realizar. Lo escuchaba al compañero y amigo García Elorrio cuando nos 
auguraba el mayor de los éxitos, y le puedo asegurar que no se van a 
escatimar esfuerzos, ni económicos, ni políticos por parte del señor 
Gobernador y estamos comprometidos, los legisladores, funcionarios y la 
Secretaria doctora Chiofalo -que tiene sobre sus espaldas esta enorme 
responsabilidad y de quien tengo la absoluta confianza y certeza que lo hará 
con mucha eficiencia- en instalar este tema en la ciudadanía, porque solamente 
con una sociedad comprometida, con un Estado presente, con un sistema 
punitivo perfectamente determinado, con todas las herramientas con que la 
Provincia cuenta por su jurisdicción y competencia, es que vamos a lograr 
combatir este flagelo, porque esta pelea no se da en soledad; esta pelea no 
puede seguir siendo de Susana y de los cientos de miles de Susanas, y de los 
cientos de miles de víctimas de esta situación; no podemos seguir mirando 
para otro lado, y no creo que ninguno de los señores legisladores que están 
presente en este recinto estén pensando en darles impunidad o cobertura a 
estos delincuentes. 
 Muchas gracias. (Aplausos). 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Tiene la palabra la señora legisladora Rista. 
 
Sra. Rista.- Señor presidente: me he sentido aludida y no quería entrar en el 
tema de las chicanas porque considero que no sirve de nada, pero nobleza 
obliga; creo que la legisladora Montero se ha sentido aludida cuando dije que 
algunos votos no respetaban la voluntad de las víctimas y pienso que es cierto, 



ella es un ejemplo de esto, de la agresividad y soberbia constantes en esta 
Legislatura.  

De todos modos, si hay otro proyecto y no se está cumpliendo, es bueno 
que lo recuerde y lo refuerce para que no se olviden. 
 Nada más. (Aplausos). 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Tiene la palabra el señor legislador Brouwer de 
Koning. 
 
Sr. Brouwer de Koning.- Señor presidente: en primer lugar, quiero decir a 
través suyo, que nos sentimos honrados con la presencia de Susana Trimarco, 
de Adriana Domínguez, miembro del INADI, y de la doctora Chiofalo quienes 
nos visitan en esta Legislatura. 
 Señor presidente: para nosotros este tema de la prostitución, como 
pantalla de la esclavitud de personas, el tráfico de drogas y la seguridad de las 
personas, es un tema de Estado y a éste lo hacemos entre todos, ustedes y 
nosotros. Si no somos serios en estos temas y queremos hacer política 
partidaria en beneficio propio estamos en un camino sin salida. 
 Fundamentos de la ley en tratamiento: existe todo un plexo normativo 
internacional, nacional y local que dan cimiento a esta propuesta legislativa; en 
efecto y con el solo propósito de ilustrar el elevado criterio de nuestros 
legisladores, se enuncian: la Ley 12.331, de Profilaxis de las Enfermedades 
Venéreas, que prohíbe los prostíbulos -artículo 15-; la Convención de Naciones 
Unidas de 1949; Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la 
Explotación de la Prostitución Ajena, ratificado por nuestro país en 1957, en la 
cual se consagra la incompatibilidad de la trata de personas con fines de 
prostitución con la dignidad de la persona humana; la Constitución Argentina, 
luego de la reforma de 1994, que confiere jerarquía constitucional a los tratados 
internacionales a los que adhiere, entre los cuales está la Convención sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, en la que 
los estados firmantes se obligan a suprimir todas las formas de trata de 
mujeres y explotación de la prostitución de la mujer; leyes nacionales: 26.364, 
de Prevención y Sanción de la Trata de Personas y Asistencia a sus Víctimas; 
26.485, de Protección Integral para Prevenir, Sancionar, Erradicar la Violencia 
contra las Mujeres en los ámbitos que desarrollen sus relaciones 
interpersonales; 26.061, de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes; 26.495, de Protección Integral a las Mujeres, y Decreto 
Presidencial 936/11, que prohíbe la publicidad de la oferta sexual. 
 Todas estas leyes han sido dictadas para que no exista lo que hoy 
debate sólo el oficialismo: los cabarets, whiskerías, prostíbulos, etcétera, de los 
que en la actualidad hay miles de locales en todo el país. 
 ¿Por qué no se hizo nada? El Gobierno, en menos de quince días, pone 
en consideración un proyecto de ley que necesitaría un profundo debate. Pues, 
bien, si podemos compartir los fines, debemos ser cautos en la toma de 
decisiones y no pecar de falso voluntarismo político. No podemos hacer leyes 
para quedar bien frente a la opinión pública; y es decir, colgar en la sala de los 
recuerdos, como un lindo cuadro, la ley que pretendió alcanzar fines loables, 
meritorios y dignos. 
 Por supuesto que compartimos los objetivos que se plantean en los 
fundamentos del proyecto que nos aprestamos a aprobar, es difícil no compartir 



la propuesta de combatir todo lo relativo al tráfico y esclavitud de personas a 
los fines del comercio sexual, de las drogas y la prostitución. Claro que 
estamos de acuerdo con el objetivo, pero no con el método usado. 
 Estamos seguros y sin temor a equivocarnos que alcanzar el dispositivo 
normativo del artículo 1º de la ley –prohibir y clausurar- resultará harto difícil. 
Principalmente, porque allí hay seres humanos, hombres, mujeres, buenos y 
malos, pero con derechos de todo tipo y naturaleza -como cualquiera de 
nosotros. En su afán y torpeza el Estado no ha explicado debidamente, por 
ejemplo, cómo, cuándo y de qué manera va a restablecer los derechos que se 
apresta a conculcar, vulnerar o infringir. 
 Señor presidente, señores legisladores, en el año 1936, es decir, hace 
78 años, los pocos parlamentarios nacionales que había en ese gobierno 
sancionaron la Ley 12.331, norma que prohibía en todo el territorio nacional lo 
mismo que ahora intenta el Gobierno, con más o menos e iguales fines. Hasta 
la ONU ha legislado en la materia. ¿Qué pasó?, nada. Esto. 
 El término “desuetudo” jurídicamente significa: derogación de la ley por 
su no uso. Se configura cuando la costumbre o el uso social prescinden 
totalmente de una ley y actúan como si ella no existiera. Ello se debe, como es 
obvio, al divorcio existente entre la norma y el medio social para el que ha sido 
establecida. 
 En definitiva, nos aprestamos a aprobar algo que ya estaba legislado y 
ningún gobierno aplicó, y no cargo exclusivamente contra el Gobierno actual. 
No se aplicó ni aún en estos casi treinta años de democracia. Pero no es para 
asustarse, en muchos casos la realidad social, la gente, supera los 
voluntarismos de sus dirigentes, como en este caso. 
 Otro tema que nos preocupa, señor presidente, es la sanción prevista en 
el artículo 4º ¿Por qué nos preocupa? Porque hay una comisión creada por 
esta Legislatura, que estudia y analiza la modificación integral del Código de 
Faltas de la Provincia, y entre sus principales objeciones al Código se 
encuentra, en primer término, que a las faltas las juzgue la policía, haciendo las 
veces de jueces de instrucción, sin tener la competencia para ello conforme lo 
dispone el artículo 18 de la Constitución Nacional. Es decir, que la libertad de 
las personas quede a merced de quien no tiene atribuciones de la Constitución. 
En segundo término, se objeta al Código la falta de precisión de los términos 
lingüísticos de las conductas o figuras que prohíbe. 
 El artículo proyectado está lleno de palabras imprecisas y vagas. Por 
ejemplo: administración y/o explotación bajo cualquier forma o modalidad, de 
manera ostensible o encubierta, de whiskerías, cabarets, clubes nocturnos, 
boites o establecimientos y/o locales de alterne. “Cualquier forma” no es la 
manera de describir una conducta prohibida, parece más un artículo del 
proceso que de la democracia. 
 Suponiendo que los objetivos de la ley -como dijimos- son nobles: lucha 
contra la trata y la esclavitud de las personas,  hombres, niñas y niños, droga y 
prostitución regenteada, vemos que la dirigencia se ha tomado 78 años para 
recordar y tomar los lineamientos de la ley sancionada por el Poder Legislativo 
nacional.  Por eso, señor presidente, cuando pedíamos debate, pedíamos 
consenso. Aquí no solamente se involucra al Gobierno sino que hay personas 
que necesitan una orientación y un sostén. 
 Hay poderes constituidos -como son las comunidades organizadas- que 
deben y se merecen una explicación, porque en su territorio es en donde se va 



a aplicar la norma, tal el caso de los intendentes y jefes comunales; caso 
contrario se viola no sólo la regla de la buena fe sino la ley. De todas maneras, 
vamos a aprobar esta ley porque estamos a favor de la vida, así como también 
de la dignidad de las personas, de la lucha, de la erradicación de todo tipo de 
sometimiento y de una pelea sin tregua dentro del marco de la ley en contra del 
tráfico de estupefacientes de todo tipo, en lo que hace a la calidad y a la 
cantidad. 
 Los instrumentos legales para detener la trata y las drogas ya están al 
alcance de cualquier gobierno, sólo falta la convicción. 
 Dios bendiga a Córdoba y guíe a las autoridades electas para que esta 
ley sea un instrumento de justicia y no un simple desuetudo y una acción más 
de marketing político.  
 Muchas gracias. (Aplausos). 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Tiene la palabra el legislador Birri. 
 
Sr. Birri.- Señor presidente: estamos ingresando en la parte final de un debate 
que ha sido rico y fructífero sobre una problemática compleja, sensible y de 
altísimo impacto social. 
 Voy a utilizar mi participación –que será más breve de lo que tenía 
previsto por lo avanzado de la hora-  a los efectos de agregar algunas 
precisiones más sobre la posición del Frente Cívico y particularmente sobre las 
razones por las cuales este bloque legislativo ha presentado -a partir de las 
coincidencias que tenemos sobre la iniciativa- un despacho de comisión, del 
cual ya ha dado cuenta –y ratifico en todas sus partes- la legisladora que ha 
sido vocera de nuestro bloque, licenciada Liliana Montero.  
 La primera reflexión que me merece es que comenzamos a debatir este 
tema con varias certezas. Por ejemplo: ¿qué duda cabe de que todos los que 
estamos en este recinto –que es la casa del pueblo- compartimos el objetivo de 
llevar adelante una lucha frontal contra estas mafias?; esto claramente ha sido 
expresado en la exposición de motivos del proyecto que viene del Poder 
Ejecutivo provincial y lo hago propio: “dar lucha frontal a las mafias u 
organizaciones delictivas similares que esclavizan  y/o reducen a la 
servidumbre y/o someten a mujeres, hombres, niños y niñas para destinarlos al 
comercio sexual, obteniendo de tal vil actividad abundantes ganancias que son 
usufructuadas exclusivamente por quienes manejan estas asociaciones ilícitas” 
 ¿Qué duda cabe que en estos 12 años que lleva de gobierno  Unión por 
Córdoba ha fracasado estrepitosamente en dar pelea a estas mafias? 
 ¿Por qué ha fracasado en dar pelea a estas mafias? Porque en estos 12 
años, señor presidente, las políticas públicas de seguridad vinculadas a estos 
delitos han llenado los calabozos de la Provincia de Córdoba de trabajadoras 
sexuales, mientras que los proxenetas, los explotadores sexuales, han hecho 
su “agosto” y no hemos visto prácticamente a ninguno compartiendo, cuando 
se trata de un delito tipificado por el Código Penal, la sanción que, con todo el 
peso de la ley, debió haber recaído sobre ellos. 
 ¿Qué duda cabe, señor presidente, de que esta Legislatura tiene el 
deber ético de sacar la mejor ley posible? ¿Qué duda cabe, señor presidente, 
de que entre esos deberes legislativos tenemos que intentar, por todos los 
medios, neutralizar los efectos poco deseados o aquellos que –como aquí se 



ha expresado- dan cuenta de que es una ley positiva, pero que se asemeja a 
una manta corta? 
 Ayer, en esta suerte de audiencias públicas que llevó adelante durante 
15 días la Legislatura, el presidente del bloque de Unión por Córdoba –quizás 
en un acto de reduccionismo desafortunado, involuntario quizás- asimilaba que 
quienes no estuvieran con el proyecto del oficialismo estaban a favor de los 
proxenetas. Le quiero decir, una vez más y con todas las letras, que nos 
encolumnamos firmemente, sin titubeos, sin trepidar, porque la historia 
personal de cada uno de nosotros así lo indica, a favor de la lucha contra la 
trata, contra la explotación sexual, contra toda forma de violencia contra niños, 
adolescentes y mujeres. 
 El proyecto, que vino del Ejecutivo y que mereció algunas 
modificaciones por parte de la Unicameral, es positivo, es un paso adelante, 
pero es imperfecto.  
 ¿Por qué decimos que es un proyecto imperfecto? Porque al momento 
de intentar dar una respuesta a este verdadero flagelo de la sociedad, por otro 
lado deja en un estado de indefensión absoluta a miles de trabajadoras 
sexuales que, de un día para otro, van a ser arrojadas a la calle como si fueran 
perros, sin ningún tipo de protección, sin ningún tipo de cobertura por parte del 
Estado, para engrosar el ejército de desocupados en la Provincia de Córdoba 
cuando, en definitiva, se trata de ciudadanos y ciudadanos que llevan adelante 
una actividad lícita, porque es bueno recordar que en Argentina la prostitución 
no es ilegal. 
 ¿Por qué, señor presidente, hemos adoptado, a partir de coincidir con 
los motivos, con los objetivos impulsados por el Poder Ejecutivo provincial, un 
despacho de comisión distinto al que termina suscribiendo el oficialismo? 
Porque estamos absolutamente convencidos de que es mejor, porque estamos 
absolutamente convencidos de que es integral, porque resuelve situaciones 
que el despacho de la mayoría no resuelve; porque, fundamentalmente, intenta 
eliminar o neutralizar esos efectos colaterales no deseados que arroja a la calle 
a miles de trabajadoras sexuales. 
 Señor presidente, solicito que por Secretaría se incorpore al Diario de 
Sesiones el despacho de comisión que ha presentado el bloque del Frente 
Cívico. 
 ¿Cuáles son aquellos aspectos –algunos ya han sido explicitados por la 
legisladora Montero- que el proyecto original no neutraliza, aquellos efectos no 
deseados –imagino- que integran el cuerpo principal del despacho de 
comisión? Los que ya explicitamos: el lanzamiento a la desocupación y a la 
clandestinidad de 1, 2, 3 ó 4 mil -un número impreciso e indeterminado pero 
seguramente abundante- de trabajadoras sexuales que van a quedar como 
consecuencia de este cierre intempestivo, aunque absolutamente ponderable, 
de los prostíbulos encubiertos, porque va a aumentar el trabajo en la calle y 
porque va a favorecer en grado creciente el abuso policial. 
 Leí con detenimiento, y con el respeto que me merecen, algunas de las 
propuestas que la Asociación AMMAR le presentaba a la Legislatura para 
intentar dar algún viso de solución a este tema que nos preocupa. Me pareció 
importante el encabezamiento de la presentación de su propuesta cuando dice: 
“Nos parece fundamental que el Gobierno ponga sus fuerzas en perseguir y 
combatir este delito aberrante”. Pero seguidamente y, ante la situación de 
desamparo que ven muy cercano en el horizonte planteaban que: “Prohibir 



estos lugares sin dar ninguna solución a los más de 2 mil hombres y mujeres 
trabajadores sexuales, es someterlos al trabajo en las calles con lo que eso 
implica, un estado de vulnerabilidad innecesario exponiéndolos a los peores 
flagelos de la calle.  Por estas razones, creemos necesario a la hora de legislar 
abrir las puertas para que los ciudadanos honestos que eligen el trabajo sexual 
puedan organizarse en cooperativas de trabajo”. 
 Hemos receptado esta iniciativa, como de alguna manera tuvo también 
ese noble propósito de receptarla -aunque quizá quedó simplemente en el 
anhelo- un legislador del bloque del oficialismo -el legislador Cid- al tratarse 
este tema en las audiencias públicas que se llevaron a cabo. 
 No debe preocuparse la legisladora del oficialismo que me antecedió en 
el uso de la palabra, porque no creo que ocurran sus temores respecto a una 
distorsión en la existencia de las cooperativas porque, en definitiva, que ello no 
ocurra depende de su gobierno, depende del Gobierno de la Provincia de 
Córdoba, simplemente tiene que ejercitar los controles que correspondan y con 
eso va a alcanzar. 
 Decíamos que este proyecto es una herramienta, como también lo es la 
creación de un programa -que tiene una explicación desde las ciencias 
jurídicas y las ciencias sociales- de capacitación e inclusión laboral para 
personas víctimas de la trata y la explotación sexual. Según encuestas 
irreprochables, el 57 por ciento de las trabajadoras sexuales o prostitutas no 
elige este trabajo por vocación -claro está- sino como una consecuencia 
estructural de pobreza, y para eso cuando las sociedades no son capaces de 
albergar en su seno propuestas superadoras, de movilidad social, que permitan 
superar situaciones de injusticia que, a veces, son intrínsecas del sistema eso 
se denomina corresponsabilidad social. Esto significa que toda la sociedad, y 
no solamente aquella que sufre esta situación, debe pagar como consecuencia 
de esta falta de oportunidades. Por eso planteamos que el Estado no 
solamente debe promover este programa sino que también debe mejorar sus 
condiciones de empleabilidad, y mientras eso ocurra debe satisfacer sus 
necesidades básicas. 
 El ministro de la Corte –que seguramente aquí todos respetamos– 
Eugenio Raúl Zaffaroni dice: “Todo sujeto actúa en una circunstancia dada y 
con un ámbito de autodeterminación también dada. En su personalidad misma 
hay una contribución a ese ámbito de autodeterminación puesto que la 
sociedad nunca tiene la posibilidad de brindar a todos los hombres las mismas 
oportunidades. En consecuencia, hay sujetos que tienen un menor ámbito de 
autodeterminación condicionado de esta forma por causas sociales. No será 
posible poner en la cuenta del sujeto estas causas sociales y cargarle con ellas 
a la hora del reproche de culpabilidad. Suele decirse que aquí hay una 
coculpabilidad con la que debe cargar la sociedad misma”, como hace la 
sociedad sueca, por ejemplo, de la cual aquí se ha dado cuenta también, 
cuando en su lucha contra la trata y la explotación sexual asiste sistemática y 
metodológicamente hasta su inserción en la sociedad a aquellas que han sido 
víctimas. 
 El otro motivo, señor presidente, por el cual hemos presentado un 
despacho de comisión es porque estamos absolutamente convencidos, a pesar 
de los dichos de quienes no lo están, de que hay –y no desde hoy sino desde 
hace más de 30 años– una criminalización del trabajo sexual en la Provincia de 
Córdoba. Esa criminalización está dada –quizás no por este proyecto que está 



siendo motivo de debate– por un artículo del Código de Faltas, el artículo 45, 
que integra el sistema penal de la Provincia de Córdoba. Voy a leer –si me lo 
permite, señor presidente– un párrafo muy breve que ilustra de cuerpo entero 
todo esto, que corresponde al INADI nacional cuando era conducido por la 
doctora Lubertino y que dice: “Las mujeres en situación de prostitución son uno 
de los grupos más marginados y discriminados de nuestra sociedad. Los 
patrones culturales discriminatorios hacia las mujeres aceptan que los varones 
compren sexo pero discriminan a las mujeres trabajadoras sexuales.  

El incremento de la prostitución está directamente relacionado con el 
incremento de la pobreza y la falta de oportunidades laborales de las mujeres. 
La falta de capacitación incentiva esta situación.  

Es habitual que los códigos contravencionales, como el de Córdoba, 
faculten a la policía de detener a las personas que ejercen la prostitución desde 
30 a 60 días por infracciones, sin intervención judicial; esto genera abusos y 
detenciones arbitrarias de estas mujeres; muchas de ellas suman varios años 
de sus vidas detenidas en las comisarías, mientras que son escasas las 
detenciones y las condenas a los proxenetas que explotan el trabajo sexual 
ajeno, delito tipificado en nuestro Código Penal. 
 Las mujeres en situación de prostitución refieren que al ser detenidas 
son obligadas a firmar en reconocimiento de su culpabilidad. Se nos asegura –
y estoy convencida– que en la mayoría de los casos si no lo hacen son 
golpeadas y sometidas, muchas veces, a tener sexo gratuito con los policías. 
Debe agregarse que muchas de ellas tienen hijos que quedan desamparados 
durante estos períodos de detención arbitraria”. 
 Ojalá este proyecto, que es positivo, sea un primer paso en este camino; 
qué bueno habría sido si la Cámara hubiera adoptado como despacho de la 
mayoría aquel que proponemos, porque estamos absolutamente convencidos 
de que, a la vez que intenta garantizar la persecución penal a los proxenetas y 
explotadores sexuales, no deja abandonadas a miles de ciudadanas de la 
Provincia de Córdoba. 
 Este es un paso positivo; seguramente, el tiempo dirá cuál será su 
efectivo impacto social y jurídico. La historia de quienes conducen, desde hace 
dos años, el Gobierno de la Provincia, no ayuda; sin embargo, garantizamos 
todo el esfuerzo institucional que podemos aportar desde el bloque de Frente 
Cívico, a sabiendas de que el solo cierre es insuficiente si no se persigue 
eficazmente a los proxenetas y a los explotadores sexuales con todas las 
armas que la ley brinda. De lo contrario, quedará como aquel relato de la Edad 
Media –que seguramente muchos de ustedes conocen–, en que un señor 
feudal, cansando de que los salteadores de caminos asaltaran a los 
caminantes y a los carruajes, decidió, en uso de sus facultades, tomar una 
decisión ecuménica y trascendental: clausurar los caminos. 

Muchas gracias. (Aplausos). 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Tiene la palabra el señor legislador García Elorrio. 
 
Sr. García Elorrio.- Señor presidente: fui aludido indirectamente por el 
legislador Birri ya que lo mencionó al doctor Zaffaroni expresando que aquí 
todos lo respetamos. En tal sentido, quiero decir que no me siento parte de 
“todos” por tres razones: primero, porque ese señor juró por los estatutos del 
proceso de reorganización nacional; segundo, porque ese señor dijo que el 



sometimiento compulsivo de un menor a través del sexo oral no era violación; 
tercero, porque ese señor tenía cinco departamentos afectados a la práctica de 
la prostitución. 
 Por estos motivos, señor presidente, creo que el último lugar en el que 
debiera haberse citado a este señor como autoridad es precisamente el recinto 
de la Legislatura de Córdoba, presta a aprobar, nada más y nada menos, que 
una ley contra la trata de personas. 
 Nada más, señor presidente. (Aplausos). 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Tiene la palabra la señora legisladora Nadia 
Fernández. 
 
Sra. Fernández .- Señor presidente: pidiendo disculpas por la extemporaneidad 
de mi pedido, solicito que los fundamentos del proyecto contenido en el 
expediente 8060 sean incorporados a la versión taquigráfica. 
 Muchas gracias. 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Así se hará, señora legisladora. 

 En igual sentido, quedará consignado por Secretaría el pedido 
efectuado por el jefe de la bancada del Frente Cívico, legislador Birri. 
 Tiene la palabra el señor legislador Busso. 
 
Sr. Busso.- Señor presidente, señores legisladores: llegamos al final de un 
extenso debate, en que se escucharon las ponencias de los distintos bloques, a 
través de la importante opinión de muchos legisladores. 
 Se ha dicho mucho sobre este tema; tanto es así, que sólo voy a dedicar 
unas breves palabras a los dichos del legislador Birri –si bien este debate ha 
sido muy rico y ha contado con la presencia valiosa de quienes hoy nos 
acompañan, creo que en comisión prácticamente se agotó toda la discusión 
sobre esta problemática–, quien me aludió diciendo que yo había afirmado 
dicho una palabra, que quisiera confirmar, después de haberlo escuchado a él 
en este recinto. En verdad, no entendía cómo no se podía acompañar este 
proyecto y decía que “toda aquella persona que no acompañara este proyecto 
del Ejecutivo seguramente estaba, de alguna manera –aunque sea de forma 
indirecta-, avalando a los proxenetas. Y ahora que vemos este despacho de 
minoría del Frente Cívico no tengo ninguna duda en confirmar esta valoración 
porque han inventado una figura llamativa, importante, hasta diría que 
legitimada por el Estado podría ser una cuestión para analizar, que es la 
“cooperativa de proxenetas”: proxenetas conduciendo cooperativas.  
 Precisamente esa valoración me dio pie para confirmar la opinión que 
realicé en comisión. No tengo ninguna duda que, más allá del esfuerzo que se 
quiere hacer, en definitiva, lo que se está avalando es el proxenetismo en 
Cordoba; y tenemos un Estado que no es proxeneta, por eso nosotros no 
avalamos cualquier inclusión en ese sentido.  
 Digo esto sólo a los fines de que quede clara esta alusión que hizo el 
legislador Birri, que confirma esa sospecha que tenía ayer en comisión cuando 
decía que aquellos bloques o legisladores que no acompañaran esto, 
seguramente, aunque no se animaban a decirlo, estaban –indirectamente- 
apoyando a los proxenetas en Córdoba.  



 También dije que se había dicho de todo y mucho, tanto que había 
quedado relegado a segundo plano el tema que tiene por objeto este proyecto, 
dado que también escuché que la oposición ocupó mucho tiempo en descartar, 
sobre todo, por qué no se había tenido hasta ahora esta voluntad política, o  
puesta en práctica esta decisión. También escuché mucho con respecto a los 
efectos potenciales que podría causar la aplicación de esta ley por analizar, por 
ejemplo, la causa que nos lleva a tratar este tema y el objeto real que conlleva 
esta ley.  
 Señor presidente, el proyecto de ley en tratamiento es claro, concreto y 
está dirigido a darle batalla a las redes de trata que operan en el ámbito de 
nuestra Provincia. ¿Cómo? A través del cierre definitivo de los prostíbulos o 
burdeles que, con el nombre de wiskerías, cabarets o boites, son herramientas 
básicas que utilizan para reducir a las personas y ganar dinero con el ejercicio 
de la prostitución ajena. Así de simple y de importante es el contenido de este 
proyecto.   
 Insisto, señor presidente, el proyecto impone la prohibición en todo el 
territorio de la Provincia de Córdoba, de la instalación de este tipo de negocios 
y dispone la clausura y cierre definitivo de los que están funcionando, porque la 
ley entiende que esos lugares son utilizados por las redes de trata para 
someter, reducir, esclavizar y explotar sexualmente a personas que han sido 
arrancadas en sus hogares, raptadas de la calle o, simplemente, engañadas y 
obligadas bajo coacción, amenazas, violencias y drogadicción, a prostituirse. 
 Señores legisladores, lo vivido en el tratamiento de esta ley puso en la 
superficie y al desnudo los métodos que utilizan las redes de trata para hacerse 
de las personas y para mantenerlas sometidas psíquica y físicamente, pero lo 
más importante que se demostró en el trabajo en comisión fue lo descarnado, 
el dolor, la impotencia y el desamparo por el que atraviesan las familias a las 
que arrebataron un ser querido. 
 ¿Qué más necesitamos para justificar y acompañar esta decisión 
política? 
 Desde nuestro bloque de Unión por Córdoba celebramos desde un 
principio que el Gobernador José Manuel De la Sota se haya propuesto 
semejante desafío, y tampoco tengo dudas de que todos los municipios y 
comunas, todos los intendentes y presidentes comunales de nuestra Provincia 
van a adherir a esta ley y se van a sumar a la tarea de cerrar definitivamente 
estos lugares porque ellos, como nosotros, sienten que esta medida ayuda a la 
lucha contra la trata, les da una señal de esperanza a las víctimas y a sus 
familias y cuenta también con la opinión favorable de la ciudadanía. 
 Aquí no se agota la solución al problema, esta ley es un paso más -como 
ya se dijo-, es un paso muy importante pero, en definitiva, es un paso más. 
Seguramente en el futuro van a venir otras leyes, otras medidas que irán 
fortaleciendo la lucha contra este flagelo, pero hoy el motivo del debate y de la 
convocatoria es este proyecto y esta decisión política que anhelo se convierta 
en una decisión de Estado que supere las diferencias políticas y las opiniones 
personales, y que apostemos al éxito en su aplicación práctica y no 
escuchemos a los agoreros de siempre, que seguramente estarán pensando 
que pueden hacer que esta ley fracase.  
 Señores legisladores, señor presidente, no podemos dudar de la eficacia 
y objeto de esta ley fundados en los efectos colaterales como el riesgo de 
juridicidad, o el nivel de desocupación de aquellas personas que ejercen 



voluntariamente la prostitución, o el costo que tendrían los programas de 
protección, contención y reinserción de las víctimas. Esto es como analizar el 
costo que tiene movilizar a un grupo de rescate con apoyo aéreo frente al 
pedido de socorro de quien se encuentra perdido o atrapado en algún lugar y 
corre peligro su vida. 
 Con este proyecto de ley el bien jurídico protegido es la persona víctima 
de la trata y su entorno familiar, y todo lo que hagamos hoy por ellos -porque 
mañana nos puede tocar a nosotros- minimiza cualquier costo y riesgo. 
 Por ello, sin más y para concluir, pido nuevamente el acompañamiento 
de todos los bloques y de la ciudadanía en general para enfrentar juntos este 
desafío. 
 Muchas gracias. (Aplausos). 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Si ningún otro legislador va a hacer uso de la 
palabra, se pone en consideración el proyecto 9143/E/12, compatibilizado con 
los proyectos 8854, 8882 y 9236/L/12, tal como fuera despachado en mayoría 
por las comisiones respectivas. 
 Los que estén por la afirmativa sírvanse expresarlo. 
 

-Se vota y aprueba en general. 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Aprobado. 

Para la votación en particular, se hará por número de artículo. 
 Los que estén por la afirmativa sírvanse expresarlo. 
 

-Se vota y aprueban los artículos 1º al 14, 
inclusive. 

 
Sr. Presidente (Alesandri).- Siendo el artículo 15 de forma, queda aprobado 
en general y en particular. 
 Se comunicará al Poder Ejecutivo. (Aplausos). 

Les voy a pedir a las señoras y señores legisladores que continúen en 
sus bancas ya que falta muy poco para dar por finalizada la sesión. 
 Posteriormente, vamos a saludar y despedir a quienes nos están 
visitando. 
INCORPORACIÓN SOLICITADA POR EL LEGISLADOR BIRRI:  
DESPACHO DE COMISIÓN DEL BLOQUE DEL FRENTE CÍVICO: 

DESPACHO DE COMISIÓN (EN MINORÍA) 
 

SECRETARIA DE COORDINACIÓN OPERATIVA Y COMISIONES 
29 DE MAYO DE 2012 

 
 

A LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA: 
 

Vuestras Comisiones de Legislación General, Función Pública, Reforma 
Administrativa y Descentralización y Prevención, Tratamiento y Control de las 
Adicciones, al dictaminar acerca del proyecto de ley 9143/E/12, os aconsejan, 
por las razones que en vuestro seno dará el señor miembro informante, le 
prestéis aprobación de la siguiente manera: 



 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE CORDOBA 

SANCIONA CON FUERZA DE 
 

LEY 
 

CONTRA LA TRATA DE PERSONAS 
 
Artículo 1º.- Prohíbese en todo el territorio de la Provincia de Córdoba la 
instalación, funcionamiento, regenteo, sostenimiento, promoción, publicidad, 
administración y/o explotación bajo cualquier forma o modalidad o 
denominación, de manera ostensible o encubierta, de whiskerías, cabarets, 
clubes nocturnos, boites, o establecimientos y/o locales de alterne. 
 
Artículo 2º.- Dispónese la inmediata clausura a partir de la entrada en vigencia 
de la presente ley, en todo el territorio de la Provincia de Córdoba, de las 
whiskerías, cabarets, clubes nocturnos, boites o establecimientos y/o locales de 
alterne, en los términos y condiciones de esta norma y de acuerdo al 
procedimiento que se establezca por vía reglamentaria, facultándose a la 
Autoridad de Aplicación a adoptar las medidas necesarias y conducentes a 
tales fines. 
 
Artículo 3º.- Exceptúese de lo prescripto en el Artículo 1º a aquellas 
Cooperativas formalmente constituidas en donde desarrollen su labor personas 
mayores de edad que, de modo libre, voluntario y autónomo, ejerzan la 
prostitución, las que serán controladas por la autoridad de aplicación en la 
materia. 
 
Artículo 4º.- A los efectos de la presente ley se entiende por whiskería, cabaret, 
club nocturno, boite y/o local de alterne: 

a) A todo lugar en donde bajo cualquier forma, modalidad o denominación 
se facilite, realice, tolere, promocione, regentee, organice, promocione, 
desarrolle o se obtenga provecho de la explotación de la prostitución 
ajena, hayan prestado o no las personas explotadas y/o prostituidas y/o 
que se prostituyen su consentimiento para ello; y/o 

b) A todos los locales de cualquier tipo abiertos al público o de acceso al 
público en donde los concur rentes y/o clientes traten con hombres y/o 
mujeres contratadas para estimular a hacer gasto en su compañía; 

c) A todo lugar abierto al público o de acceso al público en donde se 
realicen, o se faciliten actos de prostitución u oferta sexual que no se 
hayan conformado en Cooperativas formalmente constituidas en donde 
desarrollen su labor personas mayores de edad que, de modo libre y 
voluntario, ejerzan la prostitución. 

 
Artículo 5º.- Autoridad de aplicación. La Secretaría de Estado de Lucha Contra 
la Trata de Personas u órgano que en el futuro los reemplazare, será la 
autoridad de aplicación de la presente ley. 
 



Artículo 6º.- La Autoridad de Aplicación conjuntamente con los organismos de 
control que se dispongan a tal fin, arbitrarán los medios necesarios de control y 
fiscalización exhaustiva sobre los alcances de la presente ley. 
 
Artículo 7º.- Derógase el artículo 45 de la Ley 8431 T.O. Ley 9444. 
 
Artículo 8º.- Incorpórase en el Libro II, Título I, Capítulo I, del Código de Faltas 
de la Provincia, Ley 8431 T.O. por Ley 9444 y sus modificatorias, como artículo 
46 bis, el siguiente: 
 

“Violación a la prohibición de whiskerías, cabarets, clubes nocturnos, 
boites o establecimientos de alterne Artículo 46 bis: En caso de violación del 
artículo 1 de la presente ley, sin perjuicio de las penalidades previstas en otros 
ordenamientos normativos sobre la materia, y la clausura total y definitiva del 
establecimiento, serán sancionados con arresto de sesenta (60) y hasta ciento 
veinte (120) días, más una multa desde $ 20.000 (veinte mil) hasta $ 100.000 
(cien mil) pesos. 
 Serán sancionados con arresto de sesenta (60) días y hasta ciento 
veinte (120) días, más una multa no menor a $ 10.000 (diez) mil pesos a los 
usuarios y/o clientes de la prostitución que se encuentren en algunos de los 
establecimientos prohibidos en el artículo 1º de la presente ley. 
 En todos los procedimientos que se realicen con motivo de la aplicación 
de la presente ley, se deberán resguardar de manera integral los derechos de 
las personas que se encuentren en el lugar ejerciendo, ofreciendo o con el 
propósito de ejercer la prostitución de manera voluntaria. 
 Queda prohibido en todo el territorio de la Provincia, detener y/o aplicar 
sanción alguna a las personas que ejerzan la prostitución”. 
 
Artículo 9º.- Programa de Capacitación e Inclusión Laboral para Personas 
Víctimas de Trata y Explotación Sexual”. Créase en el ámbito del Consejo 
Provincial de la Mujer el Programa de “Capacitación e Inclusión Laboral para 
personas víctimas de trata y explotación sexual”, el que tendrá por objeto 
capacitar e incluir laboralmente a las trabajadoras sexuales víctimas de trata y 
explotación en los establecimientos descriptos en el artículo 1º de la presente. 
Mientras cursen la capacitación y por un tiempo máximo de 12 meses, el 
programa arbitrará las medidas necesarias para garantizar la satisfacción de 
las necesidades básicas de la/os beneficiaria/os. El Consejo Provincial de la 
Mujer promoverá la suscripción de convenios con distintos sectores públicos y 
privados, a efectos de incorporar laboralmente las personas alcanzadas por el 
presente programa. 
 
Artículo 10.- Créase la Mesa Provincial para la Lucha contra la Trata de 
Personas con el objeto de constituir un ámbito permanente de acción y 
coordinación interinstitucional e interdisciplinario para la elaboración de las 
políticas públicas destinadas a la lucha contra la trata de personas. La Mesa 
Provincial para la Lucha contra la Trata de Personas estará integrada por 
miembros del Poder Ejecutivo Provincial; del Poder Judicial; del Poder 
Legislativo; del Consejo Provincial de la Mujer; de la Defensoría del Pueblo de 
la Provincia; de la Defensoría de Niñas, Niños y Adolescentes y de la Mesa 
Provincia Municipios. 



 
Artículo 11º.- La Mesa Provincial para la Lucha contra la Trata de Personas 
deberá quedar conformada dentro de los noventa (90) días a partir de la 
sanción de la presente ley. 
 
Artículo 12º.- Invítase a los Municipios a que conformen Mesas Municipales 
para la Lucha contra la Trata de Personas en sus respectivas jurisdicciones. 
 
Artículo 13º.- Derógase toda otra disposición normativa que se oponga a los 
contenidos establecidos en la presente ley, en especial todas las normas de 
carácter tributario vigentes e incluidas las previstas en la Ley Impositiva Anual 
que pudieren gravar las actividades que se prohíben en la presente ley. 
 
Artículo 14º.- Invítase a los Municipios y Comunas a adherir a las disposiciones 
de la presente ley y en especial a derogar en las respectivas normativas 
municipales y/o comunales los tributos, tasas y/o contribuciones que 
establezcan como recurso el ingreso derivado de las actividades prohibidas en 
la presente ley. 
 
Artículo 15º.- Todo conflicto normativo relativo a la aplicación de la presente ley 
se interpretará y resolverá en beneficio de la misma. 
 
Artículo 16º.- De forma. 
 
INCORPORACIÓN SOLICITADA POR LA LEGISLADORA FERNÁNDEZ 
 

FUNDAMENTOS PROYECTO 8060: 
 

               Expte. 8060/L/11 
 

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA 
SANCIONA CON FUERZA DE 

 
LEY 

 
Art. 1º.- Con carácter de Orden Público y de Aplicación en todo el territorio de 
la Provincia de Córdoba, prohíbese la instalación, radicación, funcionamiento y 
explotación de las denominadas whiskerías, cabarets, clubes nocturnos, boîtes 
y todo otro lugar que bajo cualquier forma o denominación, promuevan, 
faciliten, desarrollen u obtuvieren provecho de  la explotación sexual o de la 
explotación de la prostitución ajena, hayan prestado o no las personas 
explotadas o prostituidas su consentimiento para ello. 
 
Art. 2º.-  Prohíbese en el territorio provincial, conforme lo previsto por el articulo 
1 de la ley Nacional Nº 26.485 y  articulo 1 del Decreto de Presidencia de la 
Nación Nº 936/11, los avisos clasificados que promuevan la oferta sexual o 
hagan explicita o implícita referencia a la solicitud de personas destinadas al 
comercio sexual, por cualquier medio. 
Quedan comprendidos en este régimen todos aquellos avisos cuyo texto, 
haciendo referencia a actividades lícitas resulten engañosos, teniendo por fin 



último la realización de alguna de las actividades aludidas en el párrafo 
precedente. 
 
Art. 3º.- Sin perjuicio de las penalidades previstas en otras leyes, se establecen 
las siguientes sanciones: 
 

a)  Clausura del local en el que se verifique alguna de las actividades 
prohibidas por el artículo 1º. Podrá clausurarse también preventivamente 
mientras se instruye la causa que eventualmente pudiere formarse. 

b)  La suspensión de la publicidad oficial en los medios de comunicación 
(escritos, televisivos, orales o informáticos) en los que se publiquen avisos 
prohibidos en el artículo 2º o en donde se produzcan, distribuyan, emitan o 
de cualquier forma obtengan beneficios por la transmisión de programas 
y/o publicidad prohibida por el artículo precedente. 

c)  Será considerada falta grave y se iniciará sumario al funcionario público 
que disponga realizar publicidad oficial en medios que violen la prohibición 
del artículo 2º. En caso de no ser susceptible de sanción administrativa el 
responsable de la publicidad oficial en violación de la prohibición del 
artículo 2º, deberá ser denunciado ante el fuero que corresponda por su 
superior jerárquico. 

  
Art. 4º.- Derógase el “Código 84901” del articulo 17 y los incisos 1 y 2 del 
artículo 22 de la Ley Impositiva Anual Nº 9875, por establecer un ingreso 
proveniente de actividades que se prohíben mediante la presente ley. 
 
Art. 5º.- El Poder Ejecutivo deberá abstenerse de gravar actividades prohibidas 
mediante la presente Ley o incluirlas como hecho imponible en los proyectos 
de leyes de Presupuesto, modificaciones al Código Tributario y Leyes 
Impositivas.- 
 
Art. 6º.- Invítese  a los Municipios y Comunas de la Provincia de Córdoba 
adherirse a la presente ley,  y en concordancia con el articulo 3 de la presente,  
a derogar toda disposición establecida en las respectivas ordenanzas 
impositivas que establezca como recurso el ingreso derivado de la explotación 
de actividades prohibidas mediante esta norma.   
 
Art. 7º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
 
 

FUNDAMENTOS 
 

El debate sobre qué hacer con el fenómeno de la prostitución vuelve con 
fuerza en los últimos  años, principalmente acerca del papel de las afectadas, 
de los diferentes agentes sociales de quienes se benefician económicamente y 
de las administraciones y autoridades publicas. Tradicionalmente, el punto de 
vista público se ha visto muy influido por las evidentes cuestiones de igualdad 
de sexos, de moralidad y legitimidad para regular esta actividad. 



Las “soluciones” han oscilado históricamente desde la abolición hasta la 
legalización, pasando por su reglamentación, a lo que se une la mera negación 
del problema  ante la sociedad. 

Hay que decir que éste debate y tensión entre los partidarios de su 
abolición, reglamentación y legalización no es nada nuevo, pues es prolija en 
nuestra historia  la sucesión de cada uno de estos puntos de vista. 
Tradicionalmente, sólo se tenían en cuenta aspectos morales y sanitarios; 
quedando en un plano olvidado la situación de los derechos fundamentales de 
la mujer o niña prostituida. 

 El debate contemporáneo, por el contrario, coloca en primer plano si 
quien se prostituye realiza una actividad bajo el ejercicio de la violencia 
vulnerándose sus derechos fundamentales, o si la prostitución es equiparable a 
una actividad profesional como las demás. 

Hasta hace relativamente poco, el mundo de la prostitución se 
caracterizaba por su opacidad y marginalidad. Es después de la II Guerra 
Mundial cuando se establecen los pilares del régimen jurídico vigente en la 
mayor parte de países, gracias a la aprobación en 1949 por parte de la ONU, 
de la Convención por la Supresión del Tráfico de Personas y la Explotación de 
la Prostitución Ajena, texto normativo que cuenta, entre otros, con 
antecedentes en la convención de Paris para la supresión de  la trata de 
blancas, de 1910. 

En los últimos treinta años, sin embargo, gracias a la asociación de 
prostitutas  y a la celebración de diferentes tipos de reuniones y congresos 
donde se exponen sus problemas y reivindicaciones, se empiezan a formular 
las bases del debate actual sobre qué tipo de tratamiento legal ha de recibir la 
prostitución de parte de los poderes públicos. Los antecedentes más 
importantes tuvieron lugar en los Estados Unidos de América, con asociaciones 
como WHO (Whores, Housewifes and Others) y centros como COYOTE 
(National Task Force on Prostitución), no sin problemas, pues se llegó incluso 
al asesinato de prostitutas que intentaban organizarse. Su trabajo, a principios 
de los años setenta del siglo XX, tuvo sus frutos oficiales una década más tarde 
en Europa gracias a la labor de organizaciones de prostitutas, como la 
holandesa De Rodé Draad (El Hilo Rojo), mediante el apoyo de instituciones 
europeas o internacionales, consolidándose gracias a la creación de diversas 
asociaciones y proyectos que tratan el mundo de la prostitución, como el 
Proyecto Esperanza, la APRAMP (Asociación para la Prevención y Reinserción 
de la Mujer Prostituida), Hetaira y la ROPP (Red de Organizaciones y 
Proyectos de Prostitución). 

A grandes rasgos, como quedó expuesto más arriba, la respuesta que 
puede dar el poder público ante la prostitución se encuadra en alguno de estos 
tres sistemas: la prohibición, la reglamentación o la legalización. Estas tres 
respuestas se han sucedido en mayor o menor grado, en la mayor parte de los 
países, a lo largo de la Historia. 

La primera de ellas supone que esta actividad carece de toda 
legitimación legal, moral y social, siendo perseguida por el poder público con 
vistas a su desaparición, dada la violación de los derechos de la persona que 
supone. Equipara, por tanto, prostitución, tráfico y explotación sexual. Es la que 
ha dominado en el mundo occidental en las últimas décadas; la Convención de 
la ONU de 1949, que hizo desaparecer los prostíbulos de un gran número de 
países, es un buen ejemplo de ella. 



En esta línea, pero con otro enfoque distinto al tradicional, se encuentra 
Suecia, que no criminaliza a la prostituta sino al cliente. 

El punto de vista de la reglamentación entiende que el Estado es quien 
ha de defender los intereses generales, poniendo al margen a las prostitutas, 
con el fin de garantizar la salud y el orden público, controlando la actividad de 
éstas desde el punto de vista sanitario y de localización de burdeles o 
“zonificación” de calles donde pueden esperar clientes. 

La legalización se centra en el libre consentimiento y la 
autodeterminación de la persona que se prostituye, la cual decide por propia 
voluntad ofrecer servicios sexuales, calificándolo como un trabajo cualquiera, 
que, por tanto, ha de contar con las mismas obligaciones fiscales y los mismos 
derechos laborales y sociales: seguro de paro, enfermedad, tributos, etc. 

Como ejemplo actual tenemos el caso de Holanda. Esto supone grandes 
cambios normativos y sociales, pues el proxeneta pasa a ser empresario, la 
prostituta trabajadora sexual y el prostituidor se transforma en cliente. 

En la mayoría de los países se combinan el prohibicionismo y el 
reglamentarismo, pero, sin embargo, al no perseguirla directamente, se deja a 
la prostituta al margen de la ley, condenando las diferentes formas de 
proxenetismo. 

La situación de marginalidad de quienes se dedican a la prostitución 
conlleva la violación de numerosos derechos fundamentales, que se agrava si 
se trata de menores, extranjeras, o de otras razas diferentes a la blanca, 
pertenecientes a minorías étnicas  o con algún tipo de minusvalía;  entre ellos 
el derecho a la vida, a la libertad sexual, la integridad física; a la libertad, la 
seguridad personal, derecho a la intimidad personal y familiar, la libertad de 
expresión, la libertad de transito. 
  En este punto me parece fundamental compartir la opinión de una de 
las máximas autoridades internacionales sobre el tema: “Diez razones para no 
legalizar la prostitución” Janice G. Raymond. De la  Coalición Internacional 
Contra el Tráfico de Mujeres Los argumentos que se exponen a continuación 
van dirigidos a todas las formas de prostitución avaladas o respaldadas por el 
Estado, incluyendo la legalización (pero no limitándose a ella) de los 
prostíbulos y del proxenetismo, la despenalización de la industria del sexo, la 
regularización de la prostitución, a través de leyes que establezcan controles 
de salud obligatorios para las mujeres que están en la prostitución, o cualquier 
sistema que reconozca que la  prostitución es un trabajo o la defienda 
considerándola una elección laboral. Teniendo en cuenta que algunos países 
están considerando legalizar y despenalizar la industria del sexo, creemos 
importante que reflexionar sobre las razones por las cuales la legitimación de la 
prostitución como un trabajo no supone un mayor poder de las mujeres que 
están en la prostitución, sino que supone un fortalecimiento de la industria del 
sexo. 
  
1. La legalización / despenalización de la prostitución es un regalo para los 
proxenetas, los traficantes y la industria del sexo. 
2. La legalización / despenalización de la prostitución y de la industria del sexo 
promueve el tráfico sexual. 
3. La legalización / despenalización de la prostitución no supone un control de 
la industria del sexo. La expande. 



4. La legalización / despenalización de la prostitución aumenta la prostitución 
clandestina, ilegal y la prostitución de la calle. 
5. La legalización de la prostitución y la despenalización de la industria del sexo 
promueve la prostitución infantil. 
6. La legalización / despenalización de la prostitución no protege a las mujeres 
que están en la prostitución. 
7. La legalización / despenalización de la prostitución aumenta la demanda de 
la prostitución. Incentiva a los hombres a comprar a las mujeres por sexo en un 
entorno social más permisible y de mayor aceptabilidad. 
8. La legalización / despenalización de la prostitución no promueve una mejora 
de la salud de las mujeres. 
9. La legalización / despenalización de la prostitución no aumenta las 
posibilidades de elección de las mujeres. 
10. Las mujeres que están dentro de la prostitución no quieren que se legalice 
o despenalice la industria del sexo. 
 
 
Argumentos: 
  
1. La legalización / despenalización de la prostitución es un regalo para los 
proxenetas, los traficantes y la industria del sexo. 
 ¿Qué supone la legalización de la prostitución o la despenalización de 
la industria del sexo? En Holanda, la legalización supone la autorización de 
todos los aspectos de la industria del sexo: las mujeres mismas, los llamados 
''clientes'' y los proxenetas, quienes bajo el régimen de la legalización se han 
convertido en hombres de negocios del sector servicios y en legítimos 
empresarios sexuales. La legalización / despenalización de la prostitución 
también convierte a los prostíbulos, clubes, salones de masaje y a los otros 
lugares donde se ejerce la prostitución en locales legítimos donde se permite 
que el comercio del sexo prospere de forma legal y con pocas restricciones. 
 Hay personas que creen, que, defendiendo la legalización o la despenalización 
de la prostitución están dignificando y profesionalizando a la mujer que está en 
la prostitución. Pero dignificar la prostitución como un trabajo no supone 
dignificar a la mujer, ya que simplemente dignifica la industria del sexo. La 
gente a menudo no se da cuenta de que la despenalización supone la 
despenalización de toda la industria del sexo, no sólo la de las mujeres. La 
CATW aprueba la despenalización de las mujeres que están en la prostitución. 
Ninguna mujer debería de ser penalizada por su propia explotación. Pero los 
estados nunca deberían despenalizar a los proxenetas, a los clientes, a los 
prostíbulos u otros establecimientos sexuales. 
  
2. La legalización/despenalización de la prostitución y de la industria del sexo 
promueve el tráfico sexual. 
 La industria de la prostitución legalizada y despenalizada es una de las 
causas clave del tráfico de mujeres con fines de explotación sexual. Uno de los 
argumentos para la legalización de la prostitución en Holanda era que la 
legalización iba a ayudar a terminar con la explotación de las desesperadas 
mujeres inmigrantes que eran traficadas para entrar en la prostitución.  
 El informe realizado por el grupo gubernamental ''Budapest'' muestra 
que el 80 por ciento de las mujeres de los prostíbulos en los Países Bajos son 



traficadas desde otros países (Grupo Budapest, 1999: 11). En 1994, la 
Organización Mundial sobre la Inmigración (IOM)  declaró que, sólo en los 
Países Bajos, el 70 por ciento de las mujeres traficadas provenían del centro y 
del este de Europa (OIM,1995). 
El Gobierno de Holanda se presenta a sí mismo como el defensor de los 
programas y las políticas que luchan contra el tráfico, mientras que al mismo 
tiempo, y de una manera cínica, ha eliminado todos los impedimentos legales 
dirigidos al proxenetismo y a los prostíbulos. En el año 2000 el Ministerio de 
Justicia holandés abogó por una cuota legal para ''trabajadoras sexuales'' 
extranjeras, ya que el mercado de la prostitución holandés demandaba 
variedad de ''cuerpos'' (Dutting, 2001:16). También en el año 2000 el Gobierno 
holandés solicitó y obtuvo una sentencia de la Corte Europea en la que se 
reconocía que la prostitución era una actividad económica. Esta sentencia 
permite que las mujeres de la UE y de los países que formaban parte de la 
antigua Unión Soviética obtengan un permiso de trabajo como ''trabajadoras 
sexuales'' en la industria del sexo de Holanda, si prueban que se dedican al 
auto empleo. Las ONG de los Países Bajos han declarado que los traficantes 
están sacando provecho de esta ley y la están utilizando para introducir a 
mujeres en la industria de la prostitución holandesa, enmascarando el hecho de 
que estas mujeres han sido traficadas y enseñándoles cómo probar que son 
''inmigrantes trabajadoras del sexo'' autoempleadas. 
 Durante un año, desde que se levantó la prohibición de los prostíbulos 
en Holanda, las ONG han informado que ha habido un aumento de las víctimas 
del tráfico o que, en el mejor de los casos, el número de victimas procedentes 
de otros países no ha variado (Bureau NRM, 2002: 75). 43 municipios de 
Holanda quieren poner en marcha una política que prohíba los prostíbulos, 
pero el Ministerio de Justicia ha dicho que la prohibición de la prostitución 
dentro de un municipio podría entrar en conflicto con el ''derecho a la libre 
elección de trabajo'' que garantiza la Constitución federal o el Grondwet 
(Bureau NRM: 2002). 
 En enero de 2002 se estableció la prostitución en Alemania como un 
trabajo legitimo, después de que durante 5 años estuviera legalizada en las 
llamadas zonas ''eros'' o zonas de tolerancia. Ahora, en Alemania es legal la 
promoción de la prostitución, el proxenetismo y los prostíbulos. En 1993, 
después de que se hubiera dado el primer paso para la legalización, se 
reconoció (incluso por parte de los defensores de la prostitución) que el 75 por 
ciento de las mujeres que en Alemania estaban dentro de la industria del sexo 
eran extranjeras que procedían de Uruguay, Argentina, Paraguay y otros 
países de Sudamérica (Altink, 1993: 43). Después de la caída del Muro de 
Berlín, los dueños de los prostíbulos informaron que 9 de cada 10 mujeres que 
estaban dentro de la industria del sexo en Alemania procedían de los países 
del Este de Europa y de otros países que pertenecieron a la antigua Unión 
Soviética.  
El elevado número de mujeres extranjeras que están dentro de la industria del 
sexo en Alemania -algunas ONG estiman que se eleva a un 85 por ciento- 
pone en duda el hecho de que tal porcentaje de mujeres haya podido entrar en 
Alemania sin ningún tipo de ayuda. Al igual que en Holanda, las ONG 
alemanas señalan que la mayoría de las mujeres extranjeras han sido 
traficadas. 



 Hay que tener en cuenta que es casi imposible para las mujeres 
pobres hacer 
frente al proceso migratorio, a los costes del viaje y a la tramitación de los 
documentos. También es muy difícil que puedan establecerse dentro del 
''negocio'' sin ninguna ayuda externa. 
 El Informe Estatal sobre las Prácticas de los Derechos Humanos 
(Country Report on Human Rights Practices) de 1999, elaborado por el 
Departamento de Estado de EEUU y emitido por el Departamento para la 
Democracia (Bureau of Democracy), reconoció el vínculo entre la  legalización 
y el tráfico en Australia. En el informe sobre Australia, se puso de manifiesto 
que, en el Estado de Victoria, en el cual se había legalizado la prostitución en la 
década de 1980, ''el tráfico de mujeres procedentes del este asiático y dirigido 
al mercado del sexo es un problema que va en aumento. En Australia, las leyes 
negligentes -incluida la legalización de la prostitución en algunas zonas del 
país- hacen que sea difícil el trabajo de hacer cumplir la ley contra el tráfico''. 
  
3. La legalización / despenalización de la prostitución no supone un control  de 
la industria del sexo. La expande. En contra de lo que afirmaban las 
reivindicaciones que señalaban que la legalización y la despenalización de la 
prostitución iban a regular la expansión de la industria del sexo e iban a 
suponer un control de dicha industria, la industria del sexo representa ahora un 
5 por ciento de la economía de Holanda (Daley, 2001:4). Durante la ultima 
década, después de que el proxenetismo y los prostíbulos se despenalizasen 
en Holanda en el año 2000, la industria del sexo se ha expandido un 25 por 
ciento (Daley, 2001:4). A cualquier hora del día, mujeres de todas las edades y 
razas son expuestas, y puestas en venta para el consumo masculino, en los 
conocidos escaparates de los prostíbulos y clubes de Holanda. La mayoría de 
las mujeres provienen de otros países (Daley, 2001:4) y probablemente han 
sido traficadas. 
 Actualmente existen en Holanda asociaciones, oficialmente 
reconocidas, de empresarios del sexo y de clientes de la prostitución que son 
consultadas por el Gobierno, con el que colaboran, para fomentar sus intereses 
y promover la prostitución. Entre estas asociaciones están la Asociación de 
Empresarios de los Negocios de Relajación y Hombre / Mujer y la Fundación 
de 
la Prostitución''. Esta última está compuesta por un grupo de hombres que, 
con regularidad, utilizan los ''servicios'' de la industria del sexo. Entre sus  
objetivos específicos, destacan ''conseguir que la prostitución y su uso sean 
más aceptados y abiertamente discutidos'' y ''proteger los intereses de los 
clientes'' (NRM Bureau, 2002:115-16). 
 Frente al hecho de que hay muy pocas mujeres que quieran ''trabajar'' 
en el sector legal de la industria del sexo, el Reportero Nacional de Holanda en 
temas de tráfico afirmó que una solución para el futuro podría ser ''ofrecer [al 
mercado] prostitutas procedentes de países que no pertenezcan a la UE/AEE, 
y que voluntariamente elijan trabajar en la prostitución...''. Se les concedería 
''un acceso controlado y legal al mercado holandés'' (NRM Bureau, 2002).  
 Como la prostitución se ha convertido en ''trabajo'' y los proxenetas en 
''empresarios'', esta posible ''solución'' convierte al tráfico en ''una inmigración 
voluntaria para trabajar en la industria del sexo''. Holanda está mirando al 
futuro, destinando a las mujeres inmigrantes pobres al mercado internacional 



del sexo con el fin de remediar las insuficiencias del libre mercado de los 
''servicios sexuales''. A través de este proceso, se refuerza la normalización de 
la prostitución como una ''opción para las pobres''. 
 La legalización de la prostitución en el Estado australiano de Victoria 
ha supuesto una expansión de la industria del sexo. En 1989 había 40 
prostíbulos legales en Victoria, y en 1999 la cifra se había elevado a 94, junto 
con 84 que ofrecían servicio de acompañante. Otras formas de explotación 
sexual tales como el strip-tease, los centros de esclavitud y disciplina, los sex 
shops, los teléfonos eróticos y la pornografía son más rentables ahora (Sullivan 
and Jeffrys: 2001). 
 La prostitución se ha convertido en un suplemento legítimo del turismo 
y del auge de los casinos en Victoria. Actualmente, se pueden utilizar las fichas 
y los bonos de la ruleta de la fortuna de los casinos patrocinados por el 
Gobierno en los prostíbulos (Sullivan and Jeffreys: 2001). La mercantilización 
de la mujer se ha intensificado de una manera considerable y cada vez es más 
visible. Los prostíbulos en Suiza se han duplicado después de la legalización 
parcial de la prostitución.  
 La mayoría de estos prostíbulos están libres de impuestos y muchos 
son ilegales. En 1999, el periódico Blick de Zurich afirmaba que Suiza era el 
país de Europa con mayor densidad de prostíbulos y que los ciudadanos se 
sentían invadidos por los locales dedicados a la prostitución, al mismo tiempo 
que experimentaban un constante crecimiento de las zonas destinadas a la 
prostitución.(Dale,2001:A1). 
  
4. La legalización / despenalización de la prostitución aumenta la prostitución 
clandestina, ilegal y la prostitución de la calle. 
 
 La legalización, supuestamente, iba a sacar a las mujeres prostituidas 
de la calle. Muchas mujeres no quieren registrarse ni someterse a revisiones 
médicas, tal y como lo requiere la ley en ciertos países en los que se ha 
legalizado la prostitución. Por lo tanto, la legalización a menudo las conduce a 
la prostitución de la calle. Además, muchas mujeres eligen la prostitución de 
calle porque quieren evitar ser controladas y explotadas por los nuevos 
''hombres de negocios'' de la industria del sexo. 
 En Holanda, las mujeres que están en la prostitución señalan que la  
legalización y despenalización de la industria del sexo no acaba con el estigma 
sino que, al contrario, hace a las mujeres más vulnerables frente al abuso ya 
que, al tener que registrarse, pierden el anonimato. Así que la mayoría de las 
mujeres que están en la prostitución, a pesar de todo, eligen proceder de 
manera ilegal y clandestina. Los miembros del parlamento que en un principio 
apoyaron la legalización de los prostíbulos, basándose en el supuesto de que 
esto iba liberar a las mujeres, están viendo ahora cómo la legalización refuerza 
la opresión de las mujeres (Daley, 2001:A1). 
 Los argumentos que defendían que la legalización iba a terminar con 
los elementos criminales de la industria del sexo han fracasado. El aumento de 
la prostitución en Australia desde la legalización se ha dado en el sector ilegal. 
Desde la llegada de la legalización en Victoria, los prostíbulos se 
han triplicado y se han expandido, y la mayoría de ellos no tiene licencia 
aunque se anuncien y operen con total impunidad (Sullivan and Jeffreys: 2001). 
En New South Wales (Nueva Gales del Sur), los prostíbulos fueron 



descriminalizados en 1995. En 1999, el número de prostíbulos en Sydney 
había aumentado de manera exponencial a 400-500. La mayoría no tiene 
licencia. 
Para terminar con la endémica corrupción policial, el control de la prostitución 
ilegal pasó de estar en manos de los policías a estar en manos de los 
ayuntamientos locales. Pero los ayuntamientos no tienen ni el dinero ni el 
personal para poner investigadores en los prostíbulos y acabar con los 
empresarios ilegales y procesarlos. 
 
5. “La legalización de la prostitución y la despenalización de la industria del 
sexo promueve la prostitución infantil”. Otro de los argumentos que defendía la 
legalización de la prostitución en Holanda era que iba a ayudar a acabar con la 
prostitución infantil. La realidad, en cambio, ha mostrado lo contrario, ya que la 
prostitución infantil en Holanda ha aumentado dramáticamente durante la 
década de 1990. La Asociación de Ámsterdam Child-Right estima que la cifra 
ha aumentado de 4.000 niños en 1996 a 15.000 en 2001. Esta asociación 
estima que al menos 5.000 de los niños que están en la prostitución provienen 
de otros países, de los cuales un número importante son niñas nigerianas 
(Tiggelove:2001). 
  La prostitución infantil ha aumentado dramáticamente en Victoria en 
comparación con los otros estados de Australia donde la prostitución no ha sido 
legalizada. De todos los estados y territorios de Australia, el mayor número de 
informes en torno a la prostitución infantil proviene de Victoria. El estudio 
dirigido por ECPAT (End Child Prostitución and Trafficking - Acabar con el 
tráfico y la prostitución infantil) en 1998, y realizado para la ''Australian National 
Inquiry on Child Prostitución'' (Centro de Investigación Nacional de Australia 
sobre la Prostitución Infantil), mostró que existía un aumento del comercio 
organizado de prostitución infantil. 6. “La legalización / despenalización de la 
prostitución no protege a las mujeres que están en la prostitución”. 
 La Coalición Internacional contra el Tráfico de Mujeres (CATW) ha realizado 
dos estudios importantes sobre el tráfico sexual y la prostitución, entrevistando 
a casi 200 víctimas de la explotación del comercio sexual. 
  En este estudio, las mujeres que estaban en la prostitución indicaban 
que, tanto si se encontraban en establecimientos de prostitución legales como 
si estaban en ilegales, éstos hacían muy poco para protegerlas a ellas. ''En 
caso de proteger a alguien, protegen a los clientes''. Un estudio de la CATW 
realizado en 5 países, en los cuales se entrevistó a 146 víctimas de tráfico 
internacional y de la prostitución local, muestra que el 80 por ciento de las 
mujeres entrevistadas sufrieron violencia física por parte de los proxenetas. 
También muestra que todas ellas sufrían similares y múltiples consecuencias 
de salud derivadas de la violencia y de la explotación sexual (Raymond et al: 
2002). La violencia que sufrían las mujeres era una parte intrínseca de la 
prostitución y de la explotación sexual. Los proxenetas utilizaban la violencia 
por diferentes motivos y con diferentes propósitos. La violencia era utilizada 
para iniciar a algunas mujeres en la prostitución y para derrumbarlas y 
vencerlas con el objetivo de que realizaran los actos sexuales. Después de la 
iniciación, en cualquier momento, la violencia era utilizada con el fin de 
gratificar a los proxenetas, como una forma de castigo, para amenazarlas e 
intimidarlas, para ejercer la dominación de los proxenetas, para exigir 



conformidad, para castigar a las mujeres por presuntas ''infracciones'', para 
humillar a las mujeres y para aislarlas y recluirlas. 
 Las mujeres que señalaron que los establecimientos sexuales les 
ofrecían alguna protección matizaron añadiendo que ningún ''protector'' estaba 
nunca con ellas en la habitación, donde cualquier cosa podía ocurrir. Una mujer 
que estaba en la prostitución que funciona a través de llamadas telefónicas 
declaró que ''el conductor es como un guardaespaldas. Se supone que tienes 
que llamarle una vez entras para confirmar que todo va bien. Pero no se 
quedan junto a la puerta mientras tú estas allí, así que puede ocurrir cualquier 
cosa''.  Los estudios realizados por CATW hallaron que, incluso cuando se 
utilizaban cámaras de vigilancia en los establecimientos, el objetivo era 
proteger el establecimiento.  La protección de las mujeres de los abusos era 
secundaria o no importaba.  
 
7. “La legalización / despenalización de la prostitución aumenta la demanda de 
esta práctica. Incentiva a los hombres a comprar a las mujeres por sexo en un 
entorno social más permisible y de mayor aceptabilidad”. 
 Con la llegada de la legalización en los países que han despenalizado 
la industria del sexo, muchos hombres que no se habrían arriesgado a comprar 
una mujer para tener sexo, ahora ven la prostitución como algo aceptable. 
Cuando las barreras legales desaparecen, también desaparecen las sociales y 
éticas con respecto al hecho de tratar a las mujeres como productos. La 
legalización de la prostitución supone enviar el mensaje a las nuevas 
generaciones de hombres de que las mujeres son productos sexuales, y de 
que la prostitución es una forma de diversión sin riesgo. 
 Como los hombres tienen un exceso de oferta de ''servicios sexuales'', 
las mujeres tienen que competir en la oferta de servicios dedicándose al sexo 
anal, sexo sin condón, relaciones de esclavitud y dominación y otras 
tendencias demandadas por los clientes. Cuando se legaliza la prostitución, 
todos los controles están prohibidos. Por ejemplo, las capacidades 
reproductivas de las mujeres se convierten en productos, actos para laventa. 
Todo un grupo nuevo de clientes encuentra excitante el embarazo y demanda 
leche de pecho en sus encuentros sexuales con mujeres embarazadas. 
Existen prostíbulos que ofertan servicios a hombres discapacitados y los 
cuidadores contratados por el Estado, que en su mayoría son mujeres, están 
obligadas a llevar a estos hombres a los prostíbulos si ellos lo desean (Sullivan 
and Jeffreys: 2001). 
  Las autopistas de Victoria están llenas de anuncios que ofertan a 
mujeres 
como objetos sexuales y enseñan a las nuevas generaciones de hombres a 
tratar a las mujeres como subordinadas. Se anima a los hombres de negocios a 
que tengan sus reuniones de empresa en los clubes donde hay mujeres que 
sirven las mesas desnudas durante la hora de comer y del té o café. 
 El dueño de un prostíbulo de Melbourne declaró que la mayoría de los clientes 
eran ''hombres profesionales bien educados, que acuden durante el día y 
después van a sus casas a reunirse con sus familias''. Las mujeres que desean 
relaciones más igualitarias con los hombres se encuentran con que, a menudo, 
sus compañeros visitan los prostíbulos y los clubes sexuales. 
  Tienen la opción de aceptar que sus parejas masculinas están 
comprando mujeres a través transacciones sexuales comerciales, pueden 



negarse a reconocer lo que sus parejas están haciendo, o pueden romper con 
la relación (Sullivan and Jeffreys: 2001).  
 El proyecto de ley del Gobierno Sueco (1997/98:55 sobre la Violencia 
Contra las Mujeres) prohíbe y penaliza la compra de ''servicios sexuales''. Es 
un enfoque innovador que se centra en la demanda de la prostitución. Suecia 
cree que, ''prohibiendo la compra de los servicios sexuales, la prostitución y sus 
efectos perjudiciales pueden contrarrestarse de una manera más efectiva que 
la que ha existido hasta ahora''. Y lo que es más importante, esta ley 
claramente afirma que ''la prostitución es un fenómeno social no deseable'' y 
que es ''un obstáculo para el actual desarrollo hacia una igualdad entre 
hombres y mujeres''. 
 
 8. “La legalización  /despenalización de la prostitución no promueve una 
mejora de la salud de las mujeres”. 
 Un sistema basado en la legalización de la prostitución en el que se 
obligue a las mujeres, y no a los clientes, a chequeos y certificados de salud es 
descaradamente discriminatorio para las mujeres. Los chequeos de salud que 
son ''sólo para mujeres'' no tienen ningún sentido a nivel de salud pública 
porque controlar a las mujeres prostituidas no las protege del SIDA o de las 
ETS, ya que los hombres pueden transmitir, y en un principio son los que 
transmiten, las enfermedades a las mujeres. Se argumenta que los prostíbulos 
legalizados u otros establecimientos de prostitución ''controlados'' ''protegen'' a 
las mujeres a través de políticas dirigidas a imponer la obligación de usar 
condón. En un estudio de la CATW que se realizó en Estados Unidos, las 
mujeres entrevistadas que estaban en la prostitución declararon lo siguiente: El 
47 por ciento afirmó que los hombres esperan tener sexo sin condón; el 73 por 
ciento declaró que ofrecen pagar más para tener sexo sin condón; el 45 por 
ciento de las mujeres dijo que sufrirían abusos si insistieran en que los 
hombres usaran condón. Algunas mujeres dijeron que ciertos establecimientos 
puede que 
tengan normas que establezcan que los hombres tienen que usar condón, pero 
que, en la realidad, los hombres siguen intentando tener sexo sin condón. 
 Una mujer afirmó: ''La regla dice que hay que utilizar condón en la 
sauna, pero es negociable entre las partes''. La mayoría de los hombres piden 
relaciones sin condón (RaymondandHughes:2001).  
  En la realidad, la imposición de las políticas en torno a la utilización 
del condón se deja en manos de las mujeres que están en la prostitución, y la 
oferta de dinero extra es una presión insistente. Una mujer afirmó: ''Sería una 
mentirosa si dijera que siempre uso condón. El condón desaparece cuando hay 
dinero extra en juego. Estaba mirando al dinero extra''. Muchos factores juegan 
en contra del uso del condón: la necesidad de las mujeres de ganar dinero; la 
disminución del atractivo de las mujeres mayores para los hombres; hacer 
frente a la competencia de los lugares donde no exigen condón; la presión de 
los proxenetas para que las mujeres tengan sexo sin condón y ganen más 
dinero; la necesidad de tener dinero por ser adictas a alguna droga o para 
pagar al proxeneta y la falta de control que en general tienen las mujeres que 
están en la prostitución sobre sus propios cuerpos. 
 Las denominadas ''políticas de seguridad'' en los prostíbulos no protegieron a 
las mujeres de los abusos. Incluso cuando los prostíbulos supuestamente 
controlaban a los ''consumidores'' y utilizaban ''gorilas'', las mujeres afirmaron 



que fueron lesionadas por los compradores y, algunas veces, por los dueños 
de los prostíbulos y por sus amigos.  
Incluso cuando alguien intervenía para controlar el abuso de los compradores, 
las mujeres vivían en un clima de terror. 
 Aunque el 60 por ciento de las mujeres dijo que algunas veces se 
había impedido que los compradores abusasen de ellas, la mitad de estas 
mujeres contestaron que en algún momento habían sentido que podrían haber 
sido asesinadas por alguno de sus ''clientes'' (Raymond-et-al:2002). 
 
 9. “La legalización / despenalización de la prostitución no aumenta las 
posibilidades de elección de las mujeres”. La mayoría de las mujeres no 
entraron en la prostitución a través de una decisión racional. No se sentaron un 
día y decidieron que querían ser prostitutas. Mejor dicho, es preferible llamar a 
esas ''elecciones'' ''estrategias de supervivencia''. Más que consentir, una mujer 
prostituta accede a la única opción que está a su alcance. Su conformidad 
deriva del hecho de tener que adaptarse a las condiciones de desigualdad que 
son establecidas por el consumidor que le paga a ella para que haga lo que él 
quiera.  La mayoría de las mujeres que fueron entrevistadas por los estudios 
realizador por la CATW señalaron que la elección de entrar en la industria del 
sexo sólo puede discutirse dentro de un contexto donde no existen otras 
posibilidades. La mayoría  enfatizaron que las mujeres que están en la 
prostitución tenían muy pocas alternativas. Muchas hablaron de la prostitución 
como la última opción, o como una manera involuntaria de finalizar un 
''camino''. En un estudio, el 67 por ciento de los miembros de la policía  que la 
CATW entrevistó expresaron la opinión de que las mujeres no entraron 
voluntariamente a la prostitución. El 72 por ciento de los trabajadores sociales 
que la CATW entrevistó no creían que las mujeres voluntariamente eligieran 
entrar en la industria del sexo (Raymond and Hughes:2001). 
 La distinción entre prostitución forzada y voluntaria es precisamente lo que la 
industria del sexo está promoviendo porque, si se puede utilizar esta distinción 
para legalizar la prostitución, el proxenetismo y los prostíbulos, la industria del 
sexo conseguirá más estabilidad y seguridad legal. 
  Las mujeres que presenten cargos contra los proxenetas o contra 
cualquier persona tendrán que presentar la carga de la prueba y demostrar que 
fueron ''forzadas''. ¿Cómo van a poder demostrar la coerción las mujeres 
marginadas? Si las mujeres tienen que demostrar que se utilizó la fuerza para 
reclutarlas o que la utilización de la fuerza forma parte de las condiciones de 
trabajo, muy pocas mujeres que están en la prostitución tendrán recursos 
legales y muy pocos culpables serán procesados. 
 Muchas mujeres que están en la prostitución tienen que mentir 
constantemente sobre sus vidas, sus cuerpos y sus respuestas sexuales. 
Mentir es una parte de la definición de su trabajo cuando un cliente pregunta: 
‘‘¿Te ha gustado?''. Algunas supervivientes de la prostitución han señalado 
que, después de haber dejado la prostitución, les costó mucho tiempo darse 
cuenta de que la prostitución no fue el resultado de una libre elección, porque 
negar su propia capacidad de elección era negarse sí mismas. 
 No hay duda de que un número pequeño de mujeres dice que ellas 
eligen ser prostitutas, sobre todo si se encuentran en contextos públicos 
organizados por la industria del sexo. De la misma manera, algunas personas 
eligen tomar drogas peligrosas como la heroína. Sin embargo, incluso cuando 



las personas eligen tomar drogas peligrosas, reconocemos que el consumo de 
dicha droga es perjudicial para ellos, y la mayoría de las personas no piden la 
legalización de la heroína. En esta situación, el perjuicio o daño lo sufre la 
propia persona, no el consentimiento de la persona. Incluso un informe de 1998 
de la organización ILO (Organización Internacional del Trabajo de las Naciones 
Unidas) que sugería que la industria del sexo fuera tratada como un sector 
económico legítimo, encontró que ''la prostitución es una de las formas de 
trabajo más alienadas; la investigación (realizada en 4 países) demostró que 
las mujeres trabajaban sufriendo, sintiéndose forzadas, o estaban llenas de 
remordimientos y tenían una identidad negativa sobre sí mismas. Un número 
significativo de ellas afirmó que, si pudieran, dejarían el trabajo sexual (LIM, 
1998: 213) ‘‘. Cuando una mujer continúa en una relación abusiva con una 
pareja que le maltrata, o incluso cuando ella le defiende a él, no decimos que 
esa mujer está ahí de manera voluntaria. Reconocemos la complejidad de su 
conformidad. Al igual que las mujeres maltratadas, las mujeres en la 
prostitución muchas veces niegan los abusos si no se les ofrecen verdaderas 
alternativas. 
 
 10.” Las mujeres que están dentro de la prostitución no quieren que se legalice 
o despenalice la industria del sexo”. En un estudio realizado por la Coalición 
contra el Tráfico de Mujeres y financiado por la Fundación Ford, la mayoría de 
las 146 mujeres entrevistadas afirmaron de forma rotunda que la prostitución 
no debería ser legalizada ni considerada un trabajo legítimo.  
Estas mujeres opinaban que la legalización supondría aumentar los riesgos y 
los daños que actualmente ya sufren las mujeres por parte de los proxenetas 
(Raymond et al, 2002). ''Me niego. No es una profesión. Es humillante y es una 
forma de violencia masculina''. Ninguna de las mujeres entrevistadas quería 
que sus hijos, familia o amigos tuvieran que ganar dinero a través de la 
industria del sexo. Una afirmó que ''la prostitución despoja de la vida, de la 
salud, de todo''. 

 
Conclusiones 

  
 Los legisladores abogan por la legalización porque creen que es lo 
único que funciona. Sin embargo, un comisario de Scotland Yard afirmo que 
''hay que tener cuidado cuando se legaliza algo sólo porque crees que lo que 
estás haciendo no tiene éxito''. Se oye hablar muy poco del rol que tiene la 
industria del sexo en la creación de un mercado global del sexo sobre los 
cuerpos de las mujeres y los niños y niñas. En cambio, oímos hablar mucho 
sobre el hecho de conseguir 
que la prostitución se convierta en un trabajo con mejores condiciones para 
las mujeres a través de la regularización o legalización, a través de los 
sindicados  denominados ''trabajadoras del sexo'' y a través de campañas que 
proporcionan condones a las mujeres que están en la prostitución pero que no 
les ofrecen ninguna alternativa. 
 Oímos hablar mucho sobre cómo mantener a las mujeres en la 
prostitución pero muy poco sobre cómo ayudarlas a salir de ella. Los gobiernos 
que legalicen la prostitución tendrán muchos intereses económicos en la 
industria del sexo. Consecuentemente, aumentará la dependencia de los 
gobiernos sobre la industria del sexo. Si se contabilizan las mujeres que están 



en la prostitución como trabajadoras, los proxenetas como empresarios, y los 
compradores como clientes de los servicios sexuales -legitimando y 
considerando toda la industria del sexo un sector económico- los gobiernos 
abdicarán de la responsabilidad de conseguir trabajo adecuados y lícitos para 
las mujeres. En vez de sancionar la prostitución, los Estados podrían centrarse 
en la demanda y penalizar a los hombres que compran mujeres para tener 
sexo, y podrían apoyar el desarrollo de alternativas para las mujeres que están 
en la industria del sexo. En vez de beneficiarse de los impuestos recaudados 
de la industria del sexo, los gobiernos podrían embargar los bienes de la 
industria del sexo e invertirlos en el futuro de las mujeres que están en la 
prostitución proporcionando recursos económicos y alternativas reales.” La 
prostitución es una expresión de la desigualdad económica, social, política y 
cultural entre varones y mujeres,  y en tal sentido teniendo en cuenta 
especialmente el principio básico de derechos humanos que establece que 
ninguna victima consiente su propia explotación, no es posible  legislar a la 
prostitución como trabajo, pues supone consolidar  la desigualdad dentro de un 
sistema de derechos que consagra la justicia social, la igualdad. 
La prostitución, en efecto no puede ser considerada un trabajo, porque la 
prostitución es una forma de violencia contra las mujeres, una violación a los 
derechos humanos; no es un contrato entre cliente y mujer en prostitución, 
porque no se puede hablar de consentimiento-condición de todo contrato- en 
condiciones de profunda desigualdad. La relación  entre cliente y mujer 
prostituida no es una relación laboral  entre empleador y empleada ni entra 
dentro del campo del derecho del trabajo; ninguna forma de trabajo puede 
separarse del cuerpo; en la prostitución el cliente o comprador obtiene el 
derecho unilateral  al uso sexual del cuerpo de una mujer; el cliente 
prostitúyente le impone su cuerpo, su sexualidad y su placer a la mujer 
prostituida; considerarla un trabajo legitima la violencia y las desigualdades 
sociales y sexuales entre varones y mujeres. En todo trabajo esta 
comprometida la subjetividad.  

Si prostituir menores de 18 años se considera un delito, ¿cómo puede 
convertirse en un trabajo y en una elección libre el día en que la mujer cumple 
18 años? El trabajo infantil está prohibido (en nuestro país, antes de los 14 
años), pero se promueve la preparación educativa de niñas y niños para sus 
futuros trabajos: escuelas técnicas, comerciales, de magisterio, etc. Si la 
prostitución es trabajo, ¿cómo se formaría a las niñas para el mismo?, ¿cuáles 
serían los cursos de aprendizaje? ¿Secundarios con orientación servicio 
sexual? ¿Dónde y con quiénes se harían las prácticas? ¿Con los padres, con 
los tíos, con los maestros? 

Considerar a la prostitución trabajo favorece la trata y la legalidad de 
proxenetas y rufianes, al convertir la explotación sexual en un negocio legal. 
Sirve también para crear la ficción de un descenso en la tasa de desempleo, 
útil para mejorar la imagen de la actual fase del capitalismo, que se caracteriza 
por el carácter estructural de la desocupación y la exclusión social.  

La prostitución es una forma de violencia contra las mujeres, de violación 
de los derechos de las humanas, de explotación sexual, institución fundamental 
en la construcción de una sexualidad basada en el dominio masculino y la 
sumisión femenina y en la cosificación de nuestros cuerpos. No es, por tanto, 
una expresión de la libertad sexual de las mujeres 



Por todo esto sostenemos que no se debe hacer distinción entre 
prostitución y trata forzada y voluntaria, ni entre prostitución infantil y adulta, ni 
diferenciar entre personas menores y mayores de 18 años. Estas distinciones 
legitiman prácticas de explotación sexual, transformándolas en aceptables y 
permisibles. Utilizan una falsa idea de elección y consentimiento que no 
reconoce los condicionamientos sociales e individuales y el complejo proceso 
que lleva a una mujer a ejercer la prostitución y las diversas formas, sutiles o 
brutales de coerción, no siempre demostrables, por cuanto el consentimiento 
por parte de la víctima no puede considerarse válido, porque no es posible 
aceptar el consentimiento a la esclavitud, de la misma forma que no son válidos 
contratos en los que una persona renuncie a sus derechos humanos. 

En relación a este tema, hay un documento sumamente importante, no 
solamente desde el punto de vista de quién es la persona que lo emite sino 
también de los conceptos y las conclusiones que se basan en un trabajo 
investigativo y de campo muy importante. Se trata del informe de la relatora 
especial sobre los Derechos Humanos de las víctimas de la trata de personas, 
señora Sigma Huda, para el Consejo Económico y Social de la ONU. 

Uno de los puntos fundamentales que se plantea respecto de este tema 
es la famosa visión en relación a la prostitución y la trata de personas; de 
cómo se ejerce mayoritariamente la prostitución a nivel mundial. En cuanto a la 
concepción de la prostitución como una forma de explotación sexual y los 
supuestos en que puede ser considerada Trata, afirma: “la mayor parte de la 
prostitución, tal y como se practica actualmente en el mundo, suele reunir los 
requisitos para que pueda ser considerada Trata”. 

A la vez, establece en su informe citas estadísticas que se refieren a 
países, tanto donde está legalizada como donde no, y en todos los casos las 
cifras son similares: mucho más del 90 por ciento de la prostitución a nivel 
mundial se nutre de víctimas de la trata de personas; se nutre de víctimas, 
mujeres, niños y niñas, que por su sola condición de tales son sometidas a 
esta verdadera esclavitud moderna. 

Continúa diciendo la relatora: “Es raro dar con un caso en que los 
motivos que llevan a una persona a la prostitución, y las experiencias de esa 
persona dentro de la prostitución, no incluyan como mínimo un abuso de poder 
o un abuso de vulnerabilidad. En este contexto, poder y vulnerabilidad deben 
entenderse también desde la óptica de las disparidades basadas en el sexo, la 
raza, la etnia y, por supuesto, la pobreza. Dicho de manera sencilla, el camino 
que lleva a la prostitución y a ese estilo de vida, una vez que se ha caído en 
ella, raramente se caracteriza por el pleno ejercicio de derechos de las 
víctimas o la obtención de oportunidades adecuadas”. 

 “El protocolo de Palermo define la trata desde una perspectiva 
extremadamente amplia, que engloba probablemente todas las 
manifestaciones actuales de la prostitución. Los términos trabajo sexual, 
trabajadores del sexo y cliente, sugieren de manera equivocada que la 
prostitución en su práctica actual no entra por lo general en la categoría de 
Trata”. 

La relatora especial cree que eso es un síntoma de una visión 
profundamente equivocada de la práctica actual de la prostitución en todo el 
mundo. Gracias a su experiencia e investigaciones como titular de su 
mandato, considera evidente que la mayor parte de la prostitución contiene 



uno o varios de los medios ilícitos señalados en el apartado a) del artículo 3º 
del Protocolo y que, por lo tanto, constituye trata. 

“Los usuarios de la prostitución, los propietarios de esclavos o los 
consumidores de productos fabricados por víctimas de trata son responsables 
de generar la demanda que propicia la trata de personas”. 

Hay estudios que inclusive plantean el supuesto conocimiento, o no, por 
parte del usuario de la prostitución sobre la condición de las personas 
prostituidas. Ella también establece que los usuarios de la prostitución son 
incapaces de diferenciar entre las personas prostituidas que han sido víctimas 
de las actividades ilícitas determinadas como trata de personas. Los estudios 
empíricos lo demuestran desde este punto. 

“El desconocimiento que tiene el cliente de las circunstancias reales que 
soportan las víctimas, su falta de concientización e incluso su indiferencia son 
factores estimulantes para el mercado de sexo que se nutre de las víctimas de 
trata”. 

También se cita un importante estudio, el de Anderson O’Connell, en el 
que se establece que entre el 77 y el 100 por ciento de los usuarios de 
prostitución, en diversos países, era plenamente consciente de que las 
mujeres estaban siendo víctimas de trata con fines de su prostitución y que, 
pese a ese conocimiento, continuaron involucrados en el uso de las personas 
prostituidas. 

Los usuarios de prostitución son a menudo totalmente incapaces de 
hacer distinciones porque están motivados a construir una ficción de 
mutualidad en relación a sus encuentros con prostitutas. 

Luego continúa relatando que, en primer lugar, hay que señalar que 
todas las formas de trata vulneran Derechos Humanos fundamentales y son 
fuente de preocupaciones acuciantes en el plano mundial. 

Existen varios motivos que justifican que se limite este tipo de trata. 
Hago esta aclaración porque, obviamente, la trata de personas en un 79 por 
ciento se refiere a las víctimas con fines de explotación sexual, y en un 18 por 
ciento a las víctimas que, por ejemplo, son destinadas a la explotación laboral. 

“A diferencia de los compradores de productos de consumo fabricados 
por trabajadores que han sido víctimas de la trata, el usuario de la prostitución 
crea la demanda, y al acoger a la persona traficada forma, a la vez, parte de la 
cadena de la trata. Esto es sumamente importante: el usuario de la prostitución 
crea la demanda y, a la vez, forma parte de la cadena de la trata”. 

“Al participar de una actividad de sexo comercial, el usuario está 
infligiendo a la víctima de la trata un daño adicional y sustancial equivalente a 
la violación, que trasciende los métodos nocivos empleados por otras 
personas para lograr la entrada de dicha víctima en la prostitución o la 
continuidad en ella”. 

“A la vez, plantea que existen muy buenas razones para creer que 
muchos usuarios son conscientes de que las mujeres y los niños prostituidos, 
cuyos servicios utilizan, son sometidos a los métodos ilícitos descriptos en el 
Protocolo de Palermo pero que, pese a ello, hay normas culturales muy 
extendidas que fomentan el empleo de personas prostituidas”. 

Pocos motivos inducen a pensar que existe en todo el mundo una 
proporción significativa de las actividades de la prostitución en las que no se 
empleen uno o varios de los métodos ilegales enumerados. 



“La prostitución aúna en una sola interacción dos formas de poder 
social: el sexo y el dinero. En ambas esferas, el hombre ostenta sobre la mujer 
un gran poder de forma sistemática. En la prostitución estas diferencias de 
poder se funden en un acto que afirma y reafirma a la vez la función social 
dominante del hombre, subordinando socialmente a la mujer”. 

“En un mundo que sigue llevando la impronta de la supremacía de los 
blancos y del dominio masculino, las mujeres y las niñas que sufren la 
opresión debido a su raza, nacionalidad, casta o color de piel son 
especialmente vulnerables a la explotación sexual. Los usuarios de la 
prostitución suelen aprovecharse de esta vulnerabilidad, abusando de su 
propia posición de relativo poder social sobre las víctimas de la trata”. 

Como cuestión normativa, es evidente que la responsabilidad de la 
existencia del mercado de la trata con fines sexuales recae sobre los usuarios, 
los traficantes y las condiciones económicas, sociales, jurídicas, políticas, 
institucionales y culturales que propicia la opresión de mujeres y niños en todo 
el mundo. 

“Está muy discutido si a través de nuestra legislación penal se puede 
sancionar o no a los usuarios. Al respecto, se ha supuesto erróneamente que 
dicha perspectiva no encaja con el uso del Derecho Penal para castigar a los 
usuarios de servicios sexuales. Esta conclusión sólo puede basarse en la 
premisa de que los varones tienen el Derecho  
Humano a utilizar a personas prostituidas, la cual debería rechazarse. Los 
hombres no tienen derecho a usar a estas personas”. Finalizó la Relatora. 
 

El informe de la presidenta de Mujeres de Suecia, Gunilla Ekberg, 
establece que la ley sueca tiene una función normativa, constituyendo una 
manifestación concreta y tangible de la creencia de que en Suecia ni las 
mujeres ni los niños están en venta, eliminando expresamente el derecho de 
comprar mujeres y niños para que se prostituyan. "En Suecia, la prostitución 
es reconocida oficialmente como una forma de violencia sexual masculina 
contra las mujeres y los niños. Uno de los pilares de la política sueca contra la 
prostitución y la trata de seres humanos es el foco de la causa raíz, el 
reconocimiento de que sin la demanda de los hombres y el uso de mujeres y 
niñas con fines de explotación sexual, la industria de la prostitución mundial no 
sería capaz de florecer y expandirse. 

“La prostitución es un grave problema que es perjudicial, en particular, 
no sólo a la mujer prostituta o un niño, sino también a la sociedad en general. 
Por lo tanto, las mujeres prostituidas y los niños son vistos como víctimas de la 
violencia masculina que no corran el riesgo de sanciones legales. En su lugar, 
tienen derecho a la asistencia a escapar de la prostitución”. 

La Ley sueca se instauró en el año  1999 y tiene como finalidad 
fundamental establecer la penalización del consumo de servicios sexuales, 
basada en cuestiones fundamentales como el Derecho Humano de las 
mujeres o el hecho de la igualdad de los sexos. Además, toma a la prostitución 
como una forma especialmente manifiesta y violenta de violencia de género. 

Los resultados que experimento Suecia, han sido ampliamente 
favorables ya que en diferentes aspectos como el tráfico de personas 
destinadas a la explotación sexual, por ejemplo, ha disminuido a un número 
poco significativo; ha disminuido a 400 ó 600 personas por mes, contra las 15 



ó 21 mil que tiene el vecino país de Finlandia, donde se ha legalizado la 
prostitución. 

A su vez, se han reducido drásticamente los índices de prostitución 
infantil y de pornografía infantil, por lo que ha disminuido, automáticamente, la 
violencia de género. 
Numerosos informes de investigaciones  de Organismos Internacionales y  
ONG,  afirman que el negocio mundial de la trata de personas genera 
ganancias por 32.000 millones de dólares al año y  que se ubica en el tercer 
lugar de un siniestro ranking internacional encabezado por la venta de armas y 
el comercio de drogas. Esos mismos informes indican que 5000 pesos es la 
cifra más alta que se pagó en la Argentina por una esclava sexual y 150 pesos 
el monto menor para explotarlas de por vida. Cuando la víctima es una menor, 
una niña, según la OIT, puede generar, ella sola, una ganancia de 130 mil 
dólares al año. La OIM estima que un grupo de siete mujeres menores 
esclavas sexuales le reditúan a sus captores unos 80 mil dólares mensuales. 
En la zona de la Triple Frontera, según Unicef, un ejército de 3500 niños, niñas 
y adolescentes sufren algún tipo de violencia sexual, hasta la explotación 
comercial "en lugares cerrados".  

En 2006, estiman, fueron objeto de trata unas 100.000 personas 
procedentes de América Latina y el Caribe.  

En la actualidad y de acuerdo con datos proporcionados por la 
Organización Internacional de Migraciones, la ONU, la OEA e innumerables 
ONGs nacionales e  
internacionales dedicadas al tema, anualmente, alrededor de 4 millones de 
mujeres, niños y niñas en el mundo son obligados a ingresar a estos circuitos 
contra su voluntad, ya sea mediante el engaño, lo que se conoce como “trata 
blanda”, o a través del secuestro o rapto, conocido como “trata dura”.  

“La trata de personas para su explotación sexual en todo el mundo es 
una de las mayores violaciones a los Derechos Humanos fundamentales 
contra mujeres, niños y niñas, así como personas trasgéneros, travestis, 
intersex; a la vez que implica un atentado a la integridad sexual, a la dignidad y 
a la libertad de la persona, y también una manifestación de la desigualdad 
entre los sexos y de las diversas formas de violencia contra las mujeres ,en los 
términos de los tratados internacionales de Derechos Humanos suscritos por 
nuestro país. 

La violación de los Derechos Humanos de las personas tratadas o 
explotadas sexualmente es causa y, a la vez, consecuencia de estos delitos”. 

La Coalición contra la Trata de Mujeres, la Congregación de Nuestra 
Señora de la Caridad del Buen Pastor, Internacional UNANIMA y Mouvement 
pour l'abolición de la prostitución et la Pornographie piden una acción 
inmediata para erradicar la explotación sexual comercial de mujeres y niñas a 
través de cambios en leyes y políticas, incluidas las medidas económicas y 
políticas. 

“La explotación sexual comercial de mujeres y niñas de todas las 
edades, incluida la prostitución, la pornografía, la industria de esposas por 
Internet, y el turismo sexual, es uno de los más devastadores, y el aumento de 
las prácticas de la violencia de género, representa una  agresión  a los 
derechos humanos y la dignidad de las mujeres y las niñas. Víctimas de la 
industria del sexo, a menudo sufren graves consecuencias para la salud física 
y mental, incluyendo las lesiones de los golpes y violaciones, traumas 



psicológicos, el VIH / SIDA, y abuso de alcohol y drogas, ya sea inducido por 
proxenetas o por los intentos de las víctimas a reducir su dolor físico y mental.  
Cada vez más, los gobiernos dan prioridad a los ingresos y ganancias a 
expensas de los derechos de la mujer y la igualdad. En concreto las políticas, 
han adoptado  la tolerancia, regulación y, en algunos lugares, incluso la 
legalización de la prostitución como una forma de trabajo y fuente legítima de 
ingresos estatales, con el apoyo explícito de las organizaciones 
intergubernamentales. Tales políticas no reconocen la enorme extensión en 
que las mujeres y las niñas en la industria del sexo han sido objeto de trata y 
explotación, a nivel nacional e internacional, según lo definido por el Protocolo 
de Palermo. La prostitución no debe ser etiquetada como "trabajo sexual", y  
aceptada  como cualquier otro trabajo. 

También es un error asumir que los niños víctimas de la trata ya no son 
víctimas sino "trabajadores voluntarios" cuando llegan a la edad de 18 años. 
La trata, la prostitución y otras formas de explotación sexual comercial son 
impulsadas por la demanda  masculina. La codificación de privilegio sexual 
masculina mediante la legalización de la prostitución o su  regulación  aumenta 
la demanda de la trata con fines de explotación sexual. Legitimar la 
prostitución como trabajo  genera un ciclo vicioso en el que la industria del 
sexo se expande y aumenta la demanda de víctimas de tráfico sexual. Los 
países que han legalizado la prostitución deben reconocer el vínculo integral 
entre la prostitución y el tráfico sexual, y que son, de hecho, la creación de 
mercados rentables para los traficantes. Creemos que ninguna sociedad que 
pretende defender la igualdad de género debe tolerar y aceptar la 
mercantilización sexual de mujeres y niñas. Las Naciones Unidas, los 
gobiernos y la sociedad civil, por lo tanto,  deben trasladar la responsabilidad 
moral y penal para la explotación sexual lejos de las mujeres y las niñas que 
son víctimas de los hombres que los dañan; los traficantes que los esclavizan 
y los gobiernos que permiten esa violencia. Los gobiernos deben aumentar el 
apoyo y servicios para todas las víctimas de trata con fines sexuales. 

Los gobiernos deben iniciar campañas de educación pública destinados 
a prevenir la victimización y la eliminación de la demanda. Los gobiernos 
deben crear y hacer cumplir leyes eficaces contra la trata y la explotación 
sexual, como el Protocolo de Palermo, la Convención para la Represión de la 
Trata de Personas y de la explotación de la prostitución ajena, la CEDAW y 
otros instrumentos internacionales.  Es inaceptable que una sub-clase de las 
mujeres pobres y marginados socialmente y las niñas están expuestas a los 
daños de la prostitución en un fallido intento de abordar el desarrollo y la 
feminización de la pobreza. La legitimación y normalización de la industria del 
sexo tienen un profundo impacto negativo a largo plazo sobre los derechos 
humanos, la integridad y la dignidad de todas las mujeres y las niñas. Por 
consiguiente, instamos a los gobiernos evitar la proliferación de la industria del 
sexo”. 

En nuestro país, la prostitución, es abastecida en gran medida por la 
TRATA DE PERSONAS, difundiéndose como una importante actividad a fines 
del siglo XIX de la mano de cierta prosperidad económica en la incipiente 
Nación Argentina de modelo agro exportador que convocaba a la masiva 
inmigración europea; vale decir  que la prostitución es el ámbito concreto donde 
se desarrolla la trata de personas con fines de explotación sexual ajena. 



La prostitución como la trata de personas con fines de explotación  
sexual ajena nacen antes que la Nación Argentina; así  pues en el año 1797 
una población de reclusas inglesas viajaba a una colonia penitenciaria de 
Australia, recalando en el Río de la Plata tras un motín a bordo del barco que 
las conducía; la mayoría de las mujeres se quedo en Buenos Aires para ejercer 
la prostitución. 
La prostitución comenzó a ser legalizada en Argentina en el año 1875 al 
reglamentarse la actividad de los prostíbulos en la ciudad de Buenos Aires; la 
ley local prohibía la actividad de las mujeres menores de 18 años, pero con una 
excepción “autorizar legalmente el ejercicio de la prostitución a niñas menores 
de edad  si habían sido iniciadas tempranamente”.  

En la Argentina, y en Buenos Aires sobre todo, en ese momento había 
una mayor población  de extranjeros que de nativos, y  eran mucho más 
hombres que mujeres. La prostitución cundía y verdaderas mafias dominaban 
no sólo el  negocio sino también la trata de blancas, eufemismo que por un 
lado esconde la crudeza de la compraventa de mujeres, pero por otro en un 
acto fallido- refiere a su analogía con la esclavitud. Proxenetas de todo el 
mundo tenían en Buenos Aires, la Meca de la prostitución mundial. 
Entre 1875 y mediados del siglo XX la reglamentación de la prostitución  de 
parte del Estado era la política  dominante, se ejercía bajo el control de los 
municipios y de la policía; al mismo tiempo las transformaciones sociales ante 
el avance  de la modernidad,  dará lugar a la industria Nacional de la 
prostitución.  

El dinero y el poder se entrelazaban como hoy en día, sobre este sucio 
negocio, y la tolerancia pasaba a ser complicidad y asociación en las utilidades. 

 Después de la desarticulación de la  Migdal (organización mas poderosa 
de trata  y explotación sexual), transformo la situación, sin que ello hubiera 
implicado la desaparición; así pues en enero del año 1935, en la ciudad de 
Buenos Aires por decreto municipal se cierran los prostíbulos;  quedando tal 
solo  la provincia en lugares disimulados  en cafés, cabarets, restaurantes u 
hoteles céntricos. 

La ausencia de controles sanitarios, la mala alimentación y la crisis 
social produjeron aumento de enfermedades venéreas graves terminales, 
implico la necesidad de regular la cuestión por lo que en el mes diciembre del 
año 1936 se sanciono la ley 12. 331 llamada ley de profilaxis de enfermedades 
venéreas; prohíbe la existencia de locales para el ejercicio de la prostitución en 
todo el país y castiga a las personas que dirigen o son dueñas de estos 
establecimientos; precisamente nuestro país  adopta esta postura porque antes 
era reglamentarista, los prostíbulos estaban legalizados, funcionaban 
abiertamente y controlados, supuestamente por las autoridades publicas y la 
policía; esta postura reglamentarista conllevo al trafico de personas, a la 
conformación de redes internacionales que operaban en el país, algunas 
locales y otras internacionales. 

Por cierto, respecto de la Ley 12.331, el Estado Argentino cambió de 
una concepción reglamentarista de la prostitución por una abolicionista debido 
a la proliferación de la trata de mujeres que se hizo más visible con el caso de 
mujeres traídas desde Polonia. 

El Derecho internacional se ha preocupado por la prostitución, 
especialmente a partir del siglo XX. Los primeros tratados internacionales que 
reprimen la trata de mujeres y de niños que entraron e vigor fueron; a) Acuerdo 



internacional  del 18 de mayo de 1904 para la represión de trata de blancas 
modificados por el protocolo aprobado por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas ( 13/12/1948; b)  Convenio internacional del 04 de mayo de 
1910 para la represión de trata de blanca modificado por el precitado protocolo; 
c) Convenio internacional  del  30  de septiembre de 1921 para la represión de 
trata de mujeres y niños, modificado por el protocolo aprobado por la asamblea 
de las naciones unidas del 20 de octubre de 1947; d) Convenio internacional 
del once de octubre de 1933 para la represión de trata de mujeres mayores de 
edad. 

La ONU, celebra el   “Convenio para la Represión de la Trata de 
Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena” Adoptado por la 
Asamblea General en su resolución 317 (IV), de 2 de diciembre de 1949,  
Argentina ratificó  este  Convenio   en 1957. En el Preámbulo del  Documento 
se lee: 
 “Considerando que la prostitución y el mal que la acompaña, la 
trata de personas para fines de prostitución, son incompatibles con la dignidad 
y el valor de la persona humana y ponen en peligro el bienestar del individuo, 
de la familia y de la comunidad”. 
 

El 25 de enero del año 1957 entro en vigor el Convenio para la represión  
de la trata de personas y de la Explotación de la prostitución ajena (ratificada 
en nuestro país por Ley Nacional Nº 11.925, adoptando la postura abolicionista 
de esta Convención.),  adoptada por la Asamblea de Naciones Unidas 
mediante     resolución 317  y que supuso el cierre de burdeles en numerosos 
países. A continuación trascribimos  parte de su articulado: 
 
Artículo: 1 - Las Partes en el presente Convenio se comprometen a castigar a 
toda persona que, para satisfacer las pasiones de otra: 
1) Concertare la prostitución de otra persona, aun con el consentimiento de tal 
persona; 
2) Explotare la prostitución de otra persona, aun con el consentimiento de tal 
persona. 
Artículo: 2 - Las Partes en el presente Convenio se comprometen asimismo a 
castigar a toda persona que: 
1) Mantuviere una casa de prostitución, la administrare o a sabiendas la 
sostuviere o participare en su financiamiento. 
2) Diere o tomare a sabiendas en arriendo un edificio u otro local, o cualquier 
parte de los mismos, para explotar la prostitución ajena. 
Artículo: 6 - Cada una de las Partes en el presente Convenio conviene en 
adoptar todas las medidas necesarias para derogar o abolir cualquier ley, 
reglamento o disposición administrativa vigente, en virtud de la cual las 
personas dedicadas a la prostitución o de quienes se sospeche que se 
dedican a ella, tengan que inscribirse en un registro especial, que poseer un 
documento especial o que cumplir algún requisito excepcional para fines de 
vigilancia o notificación. 
Artículo: 14 - Cada una de las Partes en el presente Convenio establecerá o 
mantendrá un servicio encargado de coordinar y centralizar los resultados de 
las investigaciones sobre las infracciones a que se refiere el presente  
Convenio. 



Tales servicios tendrán a su cargo la compilación de toda información que 
pueda facilitar la prevención y el castigo de las infracciones a que se refiere el 
presente Convenio y deberán mantener estrechas relaciones con los servicios 
correspondientes de los demás Estados. 
Artículo: 16 - Las Partes en el presente Convenio se comprometen a adoptar 
medidas para la prevención de la prostitución y para la rehabilitación y 
adaptación social de las víctimas de la prostitución y de las infracciones a que 
se refiere el presente Convenio, o a estimular la adopción de tales medidas, 
por sus servicios públicos o privados de carácter educativo, sanitario, social, 
económico y otros servicios conexos. 
Artículo: 20 - Las Partes en el presente Convenio, si no lo hubieren hecho ya, 
deberán adoptar las medidas necesarias para la inspección de las agencias de 
colocación, a fin de impedir que las personas que buscan trabajo, en especial 
las mujeres y los niños, se expongan al peligro de la prostitución. 
Artículo: 27 - Cada Parte en el presente Convenio se compromete a adoptar, 
de conformidad con su Constitución, las medidas legislativas o de otra índole 
necesarias para garantizar la aplicación del presente Convenio. 
 
Protocolo final:  Nada en el presente Convenio podrá interpretarse en perjuicio 
de cualquier legislación que, para la aplicación de las disposiciones 
encaminadas a obtener la represión de la trata de personas y de la explotación 
de la prostitución ajena, prevea condiciones más severas que las estipuladas 
por el presente Convenio”. 

En el ámbito del Consejo de Europa, se aprobó el Convenio para la 
Acción contra la Trata de Seres Humanos, adoptado por el Comité de Ministros 
el 3 de mayo de 2005.  
Merece destacar, también, la actividad de la de la Unión Europea, sobre la 
cuestión, que  en este ámbito ha sido abundante y destacan las siguientes 
medidas: 
a) La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, cuyo artículo 
5.3 prohíbe “la trata de seres humanos”. 
b) La Declaración de Bruselas relativa a la prevención y lucha contra la trata de 
seres humanos, adoptada el 20 de septiembre de 2002 en la Conferencia 
Europea sobre la prevención y la lucha contra la trata de seres humanos. 
c) La Decisión Marco 2002/629/JAI del Consejo, de 19 de julio de 2002, relativa 
a la lucha contra la trata de seres humanos. 
d) La Decisión Marco 2004/68/JAI del Consejo, de 22 de diciembre de 2003, 
relativa a la lucha contra la explotación sexual de los niños y la pornografía 
infantil. 
e) La Directiva 2004/81/CE del Consejo, de 29 de abril de 2004, relativa a la 
expedición de un permiso de residencia a nacionales de terceros países que 
sean víctimas de la trata de seres humanos o hayan sido objeto de una acción 
de ayuda a la inmigración ilegal, que cooperen con las autoridades 
competentes.  
f ) Las Conclusiones del Consejo Europeo de Tampere de octubre de 1999, en 
las que se insta a luchar contra quienes se dedican a la trata de seres humanos 
y se subraya la necesidad de prevenir todas las formas de trata de seres 
humanos. 
g) La Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo 
titulada Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia: balance del programa de 



Tampere y futuras orientaciones. En la Unión Europea existen diversos 
programas que financian medidas contra la prostitución: los proyectos TACIS 
(para Europa oriental y Asia central), CARDS (para Europa Sudoriental), 
AENEAS (sobre proyectos de terceros países en materia de asilo y migración) 
y EIDHR (Iniciativa Europea para la Democracia y los Derechos Humanos) se 
utilizan para apoyar financieramente los proyectos destinados a prevenir y 
luchar contra la trata de seres humanos. 
h) La Decisión 293/2000/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de 
enero de 2000, por la que se aprueba un programa de acción comunitario 
(programa Daphne) sobre medidas preventivas destinadas a combatir la 
violencia ejercida sobre los niños, los adolescentes y las mujeres. 
i) La Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo: Lucha 
contra la trata de seres humanos-enfoque integrado y propuestas para un plan 
de acción36. 
Recordamos el protagonismo del Parlamento Europeo: mediante la Resolución, 
de 19 de mayo de 2000, sobre la Comunicación de la Comisión al Consejo y al 
Parlamento Europeo sobre nuevas medidas en el ámbito de la lucha contra la 
trata de mujeres, además de la Resolución del Parlamento Europeo sobre 
estrategias para prevenir la trata de mujeres y niños vulnerables a la 
explotación sexual, de 2004. En estas resoluciones se habla de tolerancia cero 
ante las situaciones de trata de personas, y de reducción de la “demanda de 
los compradores” (promoviendo incluso la sanción penal para los clientes que 
conozcan la situación obligada del sometido a prostitución), estableciéndose el 
objetivo de reducirla a la mitad en diez años. Para ello, propone establecer 
unos tipos penales comunes en la Unión Europea, que establezcan medidas 
diferentes según se juzguen situaciones de trata de niños, adolescentes o 
mujeres. 

Dado que la prostitución es ejercida frecuentemente bajo la acción de 
redes transnacionales de crimen organizado, se aprobó la: “ Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional”, hecha en 
Nueva York el 15 de noviembre de 2000, cuyo llamado “Protocolo de Palermo” 
establece una serie de importantes consideraciones al respecto, definiendo 
diversos conceptos: a) trata de personas: la captación, el transporte, el 
traslado, la acogida o la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al 
uso de la fuerza o a otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al 
abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad, o a la concesión o 
recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una 
persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. Esa 
explotación incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u 
otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la 
esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la 
extracción de órganos, b) “Consentimiento de la víctima”: no se tendrá en 
cuenta cuando se haya recurrido a alguno de los medios que acabamos de 
describir, c).Prostitución infantil”: por “niño” se entenderá a todo menor de 18 
años. La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de un 
niño con fines de explotación se considera “trata de personas”, incluso cuando 
no se recurra a algunos de los medios que hemos descrito más arriba. 
 

En la Unión Europea conviven diferentes regímenes jurídicos sobre la 
prostitución. Por un lado, diferentes normas y convenios que vinculan a la 



Unión, de claro sesgo prohibicionista, como ya hemos visto. Por otro lado, es 
famoso el caso de Holanda, país que legalizó la prostitución en el año 2000, 
mientras que Suecia ha ido en una dirección totalmente opuesta, ya que  
penaliza al cliente, es decir, su objetivo es limitar la demanda. 
Merece destacar, la postura de Suecia  se encuentra en el polo opuesto de la 
regulación holandesa, ya que se caracteriza por seguir una política 
abiertamente abolicionista, apoyada en la convicción de que se trata de una 
situación de explotación –en la cual no cabe concebir la prostitución voluntaria– 
y, por tanto, dirigida contra la demanda de los clientes. En vigor desde 1999, la 
legislación sueca criminaliza la compra de servicios sexuales, que puede 
acarrear penas de prisión de hasta seis meses o multa. Las prostitutas tiene 
garantizado su anonimato y el no comparecer en juicio, ya que son tratadas 
como víctimas y no como delincuentes. Asimismo, se ha constatado una 
disminución de la captación de jóvenes como nuevas prostitutas. La aplicación 
de esta ley ha provocado una clara disminución de la prostitución callejera. Hay 
estudios que citan una disminución del 80% de clientes. En 2002, el Gobierno 
sueco endureció las penas y controles sobre el crimen organizado de trata de 
seres humanos. 

En nuestro país desde la reforma constitucional del año 1994, 
disponemos de normas jurídicas internacionales sobre derechos humanos  
contempladas  en el articulo 75 inciso 22  de la Constitución Nacional que 
tienen jerarquía internacional;  como “ La Declaración Internacional de 
Derechos Humanos ( articulo 4);  Convención Interamericana de Derechos 
Humanos ( articulo 6); el Pacto de Derechos Civiles y Políticos ( articulo 8);  La 
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra 
la Mujer ( articulo 6);  Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar, y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer ( 09/06/1994-ratificada por ley 24.632-) y 
el articulo 34 y 35 de la Convención de los Derechos del Niño; contemplan  
derechos que son “ DERECHOS CONSTITUCIONALES de jerarquía superior  
a las leyes infra legales. 

La nueva redacción del inciso 22 perteneciente al artículo 75 de la 
Constitución Nacional modifica radicalmente el sistema de Fuentes del orden 
jurídico Argentino. El reconocimiento de la jerarquía constitucional de manera 
directa a once instrumentos internacionales sobre derechos humanos y la 
posibilidad de otorgar igual jerarquía en el futuro a otros “tratados y 
convenciones” sobre la misma materia consagran una clara apertura hacia el 
derecho internacional de los Derechos Humanos. 
Si bien, desde sus orígenes, nuestro ordenamiento permitía la incorporación de 
normas convencionales internacionales mediante la regulación constitucional 
del régimen de los tratados internacionales, la reforma de 1994 establece una 
jerarquía hasta entonces inédita en nuestro medio respecto de las citadas 
normas. 

Como consecuencia de esta nueva redacción, en nuestro ordenamiento 
jurídico la clásica pirámide kelseniana se transformo en una especie de 
trapecio al truncar o bien achatar el triangulo superior. En la cúspide, el reinado 
de la Constitución dejo de ser absoluto y exclusivo para  constituirse en una 
gobierno mancomunado junto a instrumentos internacionales que pasan a tener 
la misma jerarquía. Ello no significa, de ningún modo, sacrificar la noción de 
Supremacía Constitucional; pues dichos instrumentos alcanzan la máxima 
jerarquía normativa por una habilitación directa de la propia Constitución. En 



otras palabras, fueron las propias normas constitucionales que invitaron a 
ciertas normas convencionales internacionales a compartir la cúpula  del orden 
jurídico local, y no estas últimas; las que impusieron a las primeras la jerarquía  
constitucional. La constitución continúa siendo, en esta inteligencia la norma 
fundante, esto es, la norma que configura todo el sistema como-por caso- 
determina que jerarquía tienen normas constitucionales como las normas 
convencionales internacionales.  En esta particularidad radica su supremacía; 
así la constitución ha renunciado a ejercer en soledad la función de 
concordancia, ha renunciado a ser fuente única de la validez jurídica del resto 
de las normas que forman parte del sistema. 

Para entender  las dimensiones del cambio copernicano que se produce 
en el sistema se debe precisar que, a partir del la ultima reforma constitucional, 
un conjunto de convenciones internacionales ingresan a lo que denominamos 
formula primaria de validez; dicha formula agrupa las normas con mayor 
jerarquía dentro del sistema, por ello hasta entonces solo formaban parte de 
ella las normas constitucionales. La función de este conjunto normativo es 
determinar tanto los criterios de concordancia materia material (o-sea los 
contenidos normativos inferiores)1 como los criterios de: concordancia formal ( 
o sea la competencia para la sanción de normas inferiores)2,  en este sentido  
hablamos de normas básicas de referencia para identificar las normas que 
habitan en la formula primaria de validez; así la norma de mayor jerarquía 
impone a la inferior no solo los pasos para su creación sino un contenido 
especifico  (.. el articulo 15 (CN) por ejemplo prohíbe la esclavitud y el inciso 13 
del articulo 75 (CN) reconoce al Congreso Federal la competencia para reglar 
el comercio con las naciones extranjeras y con las provincias entre si; ambas 
normas integran  la formula primaria de validez y determinan la labor del 
legislador ordinario: este puede reglar en general el comercio interno y externo, 
pero no en particular reglar el comercio de esclavos. 

No es posible,  legalizar o reglamentar una actividad que se encuentra 
prohibida en Convenciones internacionales de jerarquía constitucional,  ya que 
imponen deberes hacia los Estados que es el de prohibir y castigar la 
explotación sexual ajena por resultar violatoria de  derechos constitucionales.  
1-( “ El articulo 18 de la Constitución Nacional establece un buen ejemplo al 
establecer: “ Quedan abolidos para siempre la pena de muerte por causas 
políticas” Este criterio material implica que ninguna norma inferior en el orden 
jurídico Argentino puede, en consecuencia, establecer frente a la prohibición 
enunciada dicha pena en relación a causas políticas”) 
Al respecto,  la “ LA CONVENCION SOBRE ELIMINACION DE TODA FORMA 
DE DISCRIMINACION CONTRA LA MUJER, en su preámbulo reafirma la fe en 
los derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona 
humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres;  define en el 
articulo 1ª que “  la expresión “ discriminación de la Mujer”  denotara toda 
distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por 
resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, 
independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre 
y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las 
esferas políticas, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera. 
Dispone en el articulo seis (6): “que los Estados Partes tomaran todas las 
                                                 
 
 



medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para suprimir todas las 
formas de trata de mujeres y explotación de la prostitución de la mujer”. 

Por otra parte la “CONVENCION INTERAMERICANA, PARA 
PREVENIR, SANCIONAR, ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER- 
CONVENCION DE BELEN NO PARA” , establece en su preámbulo  que “ el 
respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido consagrado en la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos y reafirmado en otros 
instrumentos internacionales y regionales; que  la violencia contra la mujer 
constituye una violación de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el reconocimiento, goce y 
ejercicio de tales derechos y libertades; que la violencia contra la mujer  es una 
ofensa a la dignidad humana y una manifestación de las relaciones de poder 
históricamente desiguales entre mujeres y hombres; que la eliminación  de la 
violencia contra la mujer es condición indispensable para su desarrollo 
individual,  social y su plena e igualitaria participación en todas las esferas de 
vida y la de   adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean 
necesarias para hacer efectiva esta Convención.. 

Esta convención  define en el articulo 1º  a la violencia contra la mujer 
cualquier acción o conducta, basada en su genero, que cause muerte, daño o 
sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito publico 
como en el privado., disponiendo en el articulo  dos (2) que incluye en el 
concepto de violencia a la física, psicológica y sexual comprendiendo, como 
formas de violencia a la trata de personas y a la prostitución; estableciéndose 
entre las obligaciones de los estados partes la de “incluir en su legislación 
interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra 
naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer y  adoptar las medidas administrativas apropiadas que 
sean del caso; 

En cuanto a la legislación Nacional  en diciembre del año 1936 se 
sanciono la ley 12.331 llamada de profilaxis de enfermedades venéreas; 
prohibiendo la existencia de locales para el ejercicio de la prostitución en todo 
el país, estableciendo penas para los que dirigen o son dueñas de estos 
establecimientos; en el año 1944 se volvieron a permitir los prostíbulos en 
zonas cercanas a los cuarteles militares, expandiéndose luego por todas partes 
recrudeciendo el  rufianismo; la nueva disposición fue ratificada mediante la ley 
12.912 dictada en el año 1946, al momento de sancionarse esta ley el miembro 
informante de la misma  el senador Serrey manifestó que, incluir penalización 
para quienes sostengan , administren, regentee ostensible o encubiertamente 
las casas de tolerancia buscaba la “dignificación humana, de igualdad de los 
sexos, de verdadero feminismo, abolición de la más ominosa de todas las 
esclavitudes”. Sostuvo que el propósito era erradicar “uno de los males más 
graves que derivan de la prostitución oficializada…el desarrollo de la trata de 
blancas”, que la reglamentación de la prostitución y la consecuente existencia 
de casas de tolerancia eran “la causa principal de la trata de blancas, la 
degeneración del hombre y con ella la esclavitud de la mujer”. Finalmente, para 
dejar más en claro aun cuáles eran las razones que abonaban las 
prescripciones que pretendía agregar al proyecto señaló: “la discusión entre 
abolicionistas y reglamentistas, basada en razones profilácticas, no puede 
subsistir porque hay otros motivos superiores que invocar”. La iniciativa y 



propuesta del entonces senador por Salta fue apoyada unánimemente por sus 
colegas de ambas cámaras y así pasó a integrar el texto de la ley. En efecto, el 
bien jurídico protegido por esta ley al prohibir las casas de tolerancia es la 
libertad en general y, la integridad sexual. 

El 09 de abril del año 2008 se sanciono la ley Nacional 26. 364 
PREVENCION Y SANCION  DE LA TRATA DE PERSONAS  Y ASISTENCIA A 
SUS VICTIMAS  que tiene por objeto  la implementación de las medidas 
destinadas a prevenir y sancionar la trata de personas, asistir y proteger a sus 
victimas; determinándose en el articulo 4 que existe explotación-entre otros 
supuestos- cuando se promoviere, facilitare, desarrollare o se obtuviere 
provecho de cualquier forma de comercio sexual. 
 

Por su parte, la ley Nacional numero 26.485 de PROTECCION 
INTEGRAL PARA PREVENIR, SANCIONAR, ERRADICAR LA VIOLENCIA 
CONTRA LAS MUJERES EN LOS AMBITOS QUE DESARROLLEN SUS 
RELACIONES INTERPERSONALES,  sancionada el 11 de abril del año 2009 , 
declara de orden publico sus disposiciones y determina su aplicación en todo el 
territorio de la republica, con excepción de las disposiciones de carácter 
procesal;  en su articulo dos (2) dicha ley tiene por objeto promover y 
garantizar, entre otros extremos las remoción de patrones socioculturales que 
promueven y sostienen la desigualdad de genero y las relaciones de poder 
sobre las mujeres; establece además que los tres poderes del Estado, sean del 
ámbito nacional o provincial, adoptaran las medidas necesarias y ratificaran a 
cada una de sus actuaciones el respeto irrestrictos del derecho constitucional a 
la igualdad entre el hombre y la mujer; que mediante esta ley quedan 
comprendidas en el concepto de violencia contra la mujer la prostitución 
forzada, la explotación, la esclavitud; el acoso, el abuso sexual y la trata de 
mujeres; que entre las formas en que se manifiesta los distintos tipos de 
violencia contra las mujeres, la norma incluye la violencia mediática definida 
como  “ aquella publicación o difusión de mensajes o imágenes estereotipadas 
a través de cualquier medio masivo de comunicación, que de manera directa o  
indirecta promueva la explotación de mujeres o de sus imágenes, injurie, 
difame, discrimine, deshonre, humille o atente contra la dignidad de las 
mujeres, como así también la utilización de mujeres, adolescentes y niñas en 
mensajes e imágenes pornográficas, legitimando la desigualdad de trato o 
construya patrones socioculturales reproductores de la desigualdad o 
generadores de violencia contra las mujeres” 

Esta ley en su articulo tres (3), garantiza todos los derechos reconocidos 
por la CONVENCION SOBRE LA ELIMINACION DE TODAS LAS FORMAS DE 
DISCRIMINACION CONTRA LA MUJER, LA CONVENCION 
INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA 
VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, LA CONVENCION SOBRE LOS 
DERECHOS DEL NIÑO y por la ley 26.061  de PROTECCION INTEGRAL DE 
LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. 

Que por su parte la Convención interamericana para prevenir, sancionar 
y erradicar la violencia contra la mujer- Convención Belem do para, ratificada 
por la ley numero 24.632, establece el compromiso  de los Estados partes 
alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas de 
difusión que contribuyan erradicar la violencia contra la mujer en todas sus 
formas y a realzar el respeto a su dignidad. 



El 05 de julio del año 2011, la señora Presidente de la Nación la Dra. 
Cristina Fernández de Kichner; sanciono  el Decreto numero 936/11 que  
dispuso prohibir  en todo el territorio de la republica Argentina los avisos que 
promuevan la oferta sexual o hagan explicita o implícita  referencia  a la 
solicitud de personas destinadas al comercio sexual, por cualquier medio, con 
la finalidad de prevenir el delito de trata de personas con fines de explotación 
sexual y la paulatina eliminación de las formas de discriminación de las mujeres 
en cumplimiento de la ley 26.364, la ley 26.485 y de las convenciones 
internacionales que ordenan eliminar la discriminación y violencia hacia la 
mujer y el deber de los Estados partes de las mismas de alentar a los medios 
de comunicación a elaborar directrices adecuadas de difusión que contribuyan 
a erradicar la violencia contra la mujer en todas sus formas y a realzar el 
respeto a su dignidad. 

En el orden provincial, específicamente en la Provincia de Córdoba,  se 
ha trabajado sobre la cuestión habiéndose presentado a la fecha los siguientes 
proyectos de mi autoría;    a saber:  
 
a)  el  20 de septiembre del año 2010 se presento un proyecto de ley  que a la 
fecha lleva el numero de expediente ( 6087/L/10) instituyendo -en la Provincia 
de Córdoba- el día 23 de septiembre de cada año como “Día de 
Conmemoración de lucha contra la Trata de Personas y la Explotación 
Sexual”, estableciendo que el  Ministerio de Educación de la Provincia 
dispondrá de la incorporación a la currícula escolar -en todos los niveles y 
modalidades del Sistema Educativo- de   los contenidos referentes a la trata de 
personas y explotación sexual, y creando el Programa Provincial de 
Prevención y Atención a Personas Explotadas Sexualmente en el ámbito del 
Ministerio de Desarrollo Social de la Provincia. 
 
b) El 18 de agosto del año 2010 se aprobó el  proyecto de resolución  5788 de 
mi autoría, por unanimidad, mediante el cual se insta a los diputados y 
senadores de la Nación, a darle pronto tratamiento y aprobación al proyecto de 
ley  5458/10 de la diputada nacional Marcela Rodríguez, referido a la 
prevención y represión de la explotación sexual y trata de Personas, donde se 
introduce el concepto de penalización del cliente – prostituyente. 
La aceptación por parte de la ONU y la OEA de la propuesta del Estado 
Argentino de visualizar negativamente la figura del usuario de la prostitución y 
de avanzar en su penalización se vio plasmada en diversos instrumentos 
nacionales e internacionales. 

En un documento del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos 
Humanos se reconoció que "esa aceptación representa un paso decisivo en la 
lucha contra la trata de personas, que es uno de los más aberrantes delitos 
que conforman el crimen organizado transnacional". Voceros oficiales 
recordaron además que "la Organización de las Naciones Unidas otorgó 
también un respaldo internacional clave a la propuesta argentina de avanzar 
sobre la revisión de las legislaciones para poder establecer la penalización del 
cliente de la explotación de personas". 

La resolución permitió que Argentina consagre universalmente la 
necesidad de visualizar negativamente la figura del cliente, y la necesidad de 
reflexionar acerca de su sanción o penalización.  



Por otro lado, la aprobación por parte de la ONU implica que en todos 
los foros regionales y subregionales comience a abordarse la problemática del 
cliente, usuario o consumidor de trata, tal como ahora lo estableció la 
Organización de los Estados Americanos. Según explicaron fuentes 
ministeriales, "el desafío que se planteó internacionalmente fue decir que para 
desalentar la demanda, tal como plantea el Protocolo de Palermo, es preciso 
desenmascarar al cliente, porque sin cliente no hay trata". 

“El primer paso para instalar internacionalmente la necesidad de 
visualizar la acción negativa del denominado "cliente de trata” se dio en la 2ª 
Reunión de Autoridades Nacionales en materia de trata de la Organización de 
Estados Americanos (OEA), organizada por el ministerio de Justicia de 
Argentina en marzo de 2009. Allí, la presidenta Cristina Fernández dijo: "Es 
básico admitir que sin la existencia de las personas que pagan para poder 
acceder a personas que están sometidas a esclavitud sexual o de otras 
características, sería imposible que esto se cometiera. Con lo cual, el abordaje 
exige por parte de todos nosotros hacerlo sin eufemismos, sin hipocresías y 
sabiendo que es fundamentalmente un problema de carácter social".  

El documento de la ONU aprobado en Viena a instancias de Argentina 
exhorta a los gobiernos a que "mejoren las medidas preventivas y desalienten 
la demanda que fomenta la explotación en todas sus formas y conduce a la 
trata de personas", que es la forma contemporánea de la esclavitud". El 
informe argentino, en tanto, subrayó al respecto que "esa demanda es el 
efecto negativo de los clientes, los consumidores o los usuarios; por eso el 
Estado debe incluir en su legislación nacional, entre otras medidas, la 
posibilidad de aplicar sanciones penales o de otro tipo a los consumidores que 
deliberada o conscientemente usen los servicios de las víctimas". 
 
c) En el mes de septiembre del año 2010, se presenta un proyecto de 
resolución (expte 6180/L/10, de mi autoría y de la legisladores Silvia Rivero,  
dirigiéndose al Poder Ejecutivo Provincial a los fines de que arbitre los 
mecanismos necesarios a fin de proceder a retirar la publicidad y propaganda 
oficial de aquellos medios de comunicación a nivel nacional, provincial o 
municipal que publiquen entre sus contenidos espacios publicitarios o avisos 
clasificados de oferta sexual, en virtud de los riesgos que los mismos entrañan 
en relación con el delito de trata de personas con fines de explotación sexual. 
 
d) El 09 de diciembre del año 2010, la legislatura de la Provincia de Córdoba  
aprueba un proyecto de declaración de mi autoría  mediante la cual  declara la 
adhesión y beneplácito por la conmemoración de un nuevo aniversario, el día 2 
de diciembre, de la adopción por parte de la IV Asamblea General de las 
Naciones Unidas desarrollada en el año 1949 de la Resolución Nº 317, que 
estableció el “Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la 
Explotación de la Prostitución Ajena”, ratificada en nuestro país  por Ley 
Nacional Nº 11925, adoptando la postura abolicionista de esta Convención. 
 
e) El  20 de abril del año 2011, se aprueba un proyecto de declaración de mi 
autoría y de la legisladora provincial Silvia Rivero;   mediante la cual nos 
adherimos a la denuncia formulada por la Red PAR (periodistas  de Argentina 
por una comunicación no sexista) ante la Autoridad Federal de Servicios de 
Comunicación audiovisual sobre el programa conducido por Marcelo Tinelli por 



entender que vulnera la equidad de genero ejerciendo violencia hacia las 
mujeres. 
 
En el orden municipal los Municipios que mencionaremos han prohibido la 
existencia de cabaret, wiskerìas en la convicción de que se tratan de 
verdaderas pantallas para la explotación sexual y la explotación de la 
prostitución  ajena. Estos municipios han sido pioneros y han instalado un 
movimiento en franco ascenso a nivel nacional, reflejando una posición 
abolicionista, en concordancia con nuestra legislación Nacional e Internacional. 
 
 
Provincia de Córdoba: 
Alcira Gigena. Ordenanza N° 29/04 - 28 de octubre 2004 
Justiniano Posse, Ordenanza N°  29/09 - 10 de agosto de 2009 
Villa Maria, Ordenanza  Nº 5429/09 -  29 de diciembre de 2009 
Villa Nueva, Ordenanza  Nº 1740/10 -  6 de noviembre 2010 
 
Provincia de La Pampa 
Santa Rosa, Ordenanza N°  3941/09 - 28 de mayo 2009 
General Pico, Ordenanza N° 82/09 - 18 de junio 2009 
San Martín, Ordenanza N° 25/09 -  30 de julio 2009  
Quehué, Ordenanza N°  15/09 -  7 de agosto 2009  
Jacinto Arauz,  Ordenanza N°   125/2009 -  26 de agosto 2009  
Eduardo Castex, Ordenanza N°   36/09  - 27 de agosto 2009  
Winifreda, Ordenanza N° 335/09 - 2 de septiembre 2009 
Catriló, Ordenanza N° 28/09 -  22 de septiembre  2009 
Colonia Barón , Ordenanza N°  20/09 - 29 de septiembre 2009 
25 de Mayo,  Ordenanza N°  26/10 - octubre 2010 
Victorica , Ordenanza N° 1544 -  1 de octubre 2010 
 
 
 
 
Provincia de Neuquén 
Neuquén, Ordenanza  N° 024/10,  junio 2010 
Cutral Có, Ordenanza 
 
Provincia de Río Negro 
Gral. Roca,  Ordenanza N° 4595/10 - 6 de julio  2010  
 
Provincia de Entre Ríos 
Pueblo Belgrano, Comisionado Municipal  Decreto Nº 161/07 - 24 de noviembre 
de 2007- Ratificado por la  Ordenanza Nº 001 del 9 de enero de 2008 
Rosario del Tala,  Ordenanza N°  1347 -  19 de noviembre  2009, 
 
 
Departamento de Gualeguaychú :  Decr. N°  2051, 12 -02-10 
         A) Ciudad de Gualeguaychú:   
         B) Carbó, Decr. N 38- 11  
         C) Larroque Ordenanza N° 45/10 -  de 2010 



         D) Urdinarrain 
Victoria, Ordenanza  Nº 1544 -  1 de octubre de 2010 
Paraná, Ordenanza  N°  8955 -  12 mayo 2011 
 
Provincia de Santa Fe 
Firmat,   Ordenanza  Nº 399, 22 de octubre de 1984  
 
Provincia de Chaco 
Resistencia Ordenanza  Nº 9794/10 – marzo 2010 
 
Provincia de Buenos Aries 
Gral. Madariaga, Ordenanza  Nº 1825/08 - 15 de agosto 2008 
Mar del Plata, Ordenanza  Nº 19789 - 28 de mayo 2010 
San Cayetano,   Ordenanza  Nº  1869  - 29 de junio 2010 
Pergamino, Ordenanza N°  7181/10 -  21 de marzo 2011 
Tandil, Ordenanza  Nº  12.153 - 5 de julio 2011 
La Plata, Ordenanza N° 10829 -  3 de agosto 2011 

 
Por ello, y con el convencimiento que  resulta necesario adoptar medidas 

efectivas tendientes erradicar todas las formas de violencia sexual, en 
particular con fines de prostitución, que violen derechos humanos de las 
mujeres y las niñas, incompatibles con la dignidad, la integridad, la libertad 
como derechos humanos esenciales; al ser una de las formas mas terribles y 
comunes de violación de los derechos humanos;  consideramos  en el marco 
de la legislación vigente mencionada la necesidad de prohibir el 
funcionamiento, radicación, desarrollo  de las whiskerías, cabarets y bares 
nocturnos donde manera expresa o implícita exploten sexualmente a la mujer, 
por entender que dichos casas  es donde se practica o se  incita al comercio 
sexual de personas y se explota tal actividad por terceros participantes, 
funcionando como pantallas de prostíbulos.  

En tal sentido podemos decir que se entiende por Whiskerías y 
Cabarets: “Los locales donde se difunde música con una pista y actividad de 
baile donde interviene personal contratado para bailar o alternar con los 
concurrentes no pudiendo ser individualizado su interior desde la vía publica, 
con acceso libre para personas mayores de 18 años” 

 Esta situación ya había sido advertida en el "Estudio exploratorio sobre 
trata de personas con fines de explotación sexual en Argentina, Chile y 
Uruguay" elaborado por la Organización Internacional para las Migraciones 
(OIM) -emitido en diciembre de 2006-, al destacar que los prostíbulos, 
prohibidos por ley, funcionan bajo nombres eufemísticos y son lugar de destino 
por excelencia de las víctimas. Este incumplimiento se refleja tanto por su 
aceptación de hecho como por, en ciertos casos, su directa y llana 
reglamentación; situación fáctica que, además, de constituir por sí mismo una 
seria irregularidad, provoca severos inconvenientes en la investigación del 
delito de trata de personas. De modo tal que los lugares de destino del proceso 
de trata con fines de explotación sexual, es decir los lugares donde se 
consuma la finalidad de explotación que gozan así de un espurio e 
improcedente reconocimiento de hecho o legal, que termina siendo funcional a 
la existencia del circuito ilícito que se intenta combatir.   Por lo demás, 



corresponde destacar que el Estado Argentino se ha obligado ante la 
comunidad jurídica internacional a castigar la explotación de la prostitución 
ajena en todas sus formas, incluso afirmando la irrelevancia del consentimiento 
de la víctima.  

Así, dentro de las convenciones internacionales ratificadas por la 
República Argentina que se consideraron a la hora de debatir la ley de "Trata 
de Personas", se destaca la "Convención contra la trata de personas y 
explotación de la prostitución ajena", aprobada en la 264º acción plenaria de la 
IV Asamblea de las Naciones Unidas por resolución 317 del 2-12-1949, que fue 
ratificada internamente por el decreto ley 11.925; y, posteriormente por las 
leyes 14.467 y 15.768, adoptando una postura abolicionista del cual nuestro 
país adhiere al ratificar por ley la misma;  legislación aun vigente.  

 Frente a este paradigma normativo se contrapone el actual estado de 
situación, reflejado en la existencia de las casas de tolerancia bajo distintas 
denominaciones que apenas pueden disimular su auténtica finalidad.  

Al mismo tiempo resulta imperioso instar al Poder Ejecutivo a  realizar un 
giro en la política de persecución de este tipo de hechos, a efectos de atacar el 
núcleo económico de las organizaciones criminales que lo sustentan, siguiendo 
la pista económica del negocio de la prostitución y  de la trata de personas.  

Específicamente, en el caso de los delitos concernientes a la trata de 
personas y a la facilitación, promoción y explotación sexual de terceras 
personas, cuando ellas son cometidas en una "casa de tolerancia", cabrá 
interpretar al inmueble que le sirve de espacio para el desarrollo de la actividad 
criminal como instrumento de ella; y en algunos casos, también, como beneficio 
de la actividad, con el objeto de cumplimentar armónicamente lo expresado en 
el artículo 12 de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada (de aplicación adicional para las investigaciones por el delito de 
trata de personas, de acuerdo al Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar 
la trata de personas, especialmente de mujeres y niños del año 2000, del 
mismo organismo), que expresamente establece: "...Los Estados Parte 
adoptarán, en la medida en que lo permita su ordenamiento jurídico interno, las 
medidas que sean necesarias para autorizar el decomiso: a) Del producto de 
los delitos comprendidos en la presente Convención o de bienes cuyo valor 
corresponda al de dicho producto; b) De los bienes, equipo u otros 
instrumentos utilizados o destinados a ser utilizados en la comisión de los 
delitos comprendidos en la presente Convención"; así como también que los 
Estados Parte deberán adoptar las medidas que sean necesarias para permitir 
la identificación, la localización, el embargo preventivo o la incautación de 
cualquiera de los bienes mencionados en el párrafo que antecede. 

Sostenemos además la postura abolicionista  con el criterio que la 
prostitución  no es un trabajo, no es un contrato entre cliente y mujer en 
prostitución, porque no se puede hablar de consentimiento -condición de todo 
contrato- en condiciones de profunda desigualdad. Las mujeres no "se 
prostituyen", son prostituidas por clientes y proxenetas protegidos por el 
Estado, compelidas por la necesidad económica, por presiones de todo tipo, 
por la violencia material y simbólica, por costumbres e ideas contenidas en los 
mensajes culturales que consideran que las mujeres de todas las clases 
sociales somos. 
Sostenemos que el consentimiento es irrelevante  tal como lo establece la 
convención de 1949;  en tanto en Nuestro País sigue vigente  la misma al ser 



una ley Nacional (15. 768- que aprueba la adhesión al protocolo final anexo al 
convenio para represión de la Trata de Personas y de la explotación de la 
Prostitución Ajena, adoptado en la 264 sesión plenaria de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas por resolución número 317, del 2 de diciembre de 
1949. ( ratificada por ley 11.925);    por cuanto es ridículo pedirle a una persona 
en situación de servidumbre que demuestre que no eligió eso, las victimas de 
prostitución y de trata suelen padecer del llamado “ síndrome de Estocolmo o 
de guerra”, en tanto terminan aceptando los que los daño porque es lo que 
único que les da identidad”. 
 Merece destacar  la posición que sobre la cuestión tiene la Dra. 
Carmen Argibay (Ministro de la Corte Suprema de Justicia de La Nación)  
Asevera que urge "volver visible la violencia contra las mujeres, porque no 
puede ser que, por ejemplo, el supuesto respeto por ciertas costumbres 
ancestrales sea el pretexto para tolerar situaciones de violencias de género".  
La magistrada  manifestó que “ Los derechos humanos no tienen signo 
masculino o femenino, sino que son de todos los miembros de la única raza: la 
humana".  
 La ministra de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Carmen 
Argibay aseguró la esclavitud sigue persistiendo en el siglo XXI, en la forma de 
someter el cuerpo de las 
mujeres al tráfico comercial. "En la Argentina la esclavitud fue abolida en el 
siglo XIII. No obstante, sigue existiendo en la variante de la esclavitud sexual, 
que se advierte cuando el cuerpo de la mujer se somete a compra y venta". 
Argibay opinó que la violencia sexual "es casi peor que otro tipo de 
dominaciones a las que todavía, lamentablemente, son sometidas las mujeres, 
como 
sucede con las violencias física, laboral o económica". La jueza lamentó que "a 
la mujer que no dispone de recursos económicos, en ocasiones, se la presione 
o, directamente, se la acose" y agregó que eso revela "el afán de dominación 
del hombre, que no cesa pese al paso de los siglos". Carmen Argibay, sostuvo 
que "la sociedad tiene que saber que nuestro país es origen y tránsito para el 
secuestro de niños con el fin de ser explotarlos sexualmente",   "Este es el 
momento de dar el empujón más grande al respeto del derecho de las mujeres. 
Hay especiales condiciones de vulnerabilidad  que hacen imposible el concepto 
de consentimiento de la víctima. Vaya 
a saber por qué la gente se escandaliza y reacciona más con la esclavitud 
laboral que con la esclavitud sexual: creo que es porque no sabemos qué es la 
esclavitud sexual". 
La magistrada destacó que "hay que revertir el mito de las necesidades 
masculinas que  
parecen ser irrefrenables porque se les ha puesto la característica de instinto. 
Es otra manifestación del desprecio hacia las mujeres, y es por eso que los 
hombres se creen con derecho a utilizarlas, explotarlas, a comprarlas, a 
venderlas y más". 
 La jueza Carmen Argibay y el procurador general de la Nación 
Esteban Righi 
acordaron una iniciativa para mejorar la persecución del delito de trata para 
explotación sexual. Habrá capacitación a los fiscales y un protocolo que guíe 
las investigaciones de este delito que afecta principalmente a adolescentes y 
jóvenes de los sectores más vulnerables.  “Hay que convencer a la ciudadanía 



de que no es un problema de los jueces ni de los fiscales. La sociedad no 
puede mirar para el costado, no puede ignorar  
la situación de las víctimas de trata”, pidió Argibay. Y consideró que es “un 
problema muy serio”. “Ojalá se sumen otra ramas del Gobierno, de otros 
poderes, para combatir la trata” y “liberar a las mujeres, a veces niñas, que han 
quedado atrapadas en redes de prostitución”, reclamó Argibay. El acto tuvo 
como invitado especial al cantante Víctor Heredia quien entonó su canción 
“Novicia”, que relata la historia de una niña de 14 años en situación de 
prostitución. Debemos recordar que la edad promedio de ingreso a la 
prostitución es de 14 años. 
 Tanto Argibay como Righi dejaron en claro que no se puede 
considerar que no se configure el delito de trata porque hubo “consentimiento” 
de las víctimas para estar, por ejemplo, encerradas en burdel, un argumento 
sostenido en algunas causas judiciales por fiscales para archivar las 
investigaciones. “Más que consentimiento, hay una situación de sometimiento”, 
afirmó Righi. “El consentimiento es viciado cuando no se tiene la libertad de 
decidir, cuando (las víctimas) han sido captadas de chiquitas”, indicó Argibay. 
Este será uno de los temas de los módulos de la capacitación que recibirán los 
fiscales, aclaró la ministra de la Corte.  
 Otro de los ejes apuntará a derribar los prejuicios y preconceptos que 
tienen en torno de las situaciones de explotación sexual de mujeres, manifestó  
Marcelo Colombo, titular de la Ufase, la unidad especializada en el delito de 
trata de la Procuración. “Esperamos que más gente se conmueva (con esta 
problemática) y que frente a mujeres y niñas encerradas en “whisquerías o 
casas de masajes veamos solo a la novicia de la que habla esta canción y nos 
resulte intolerable la presencia de mujeres esclavizadas”, dijo Flora Acselrad, 
secretaria letrada de la Oficina de la Mujer de la Corte. 
 Un relevamiento realizado en octubre de 2010 por la Ufase encontró 
que había unas cien causas judiciales abiertas por el delito de trata en cinco 
provincias del norte: Misiones, Chaco, Salta, Jujuy y Corrientes. En el 70 por 
ciento de los casos, las víctimas eran mujeres reclutadas para la explotación 
sexual. Cerca del 60 por ciento 
de las maniobras de captación habían tenido lugar en Salta y Misiones. “La 
esclavitud puede ser laboral o sexual. Son deleznables las dos, pero peor es la 
explotación sexual, porque el objeto de esclavitud es el cuerpo de niñas y 
mujeres. Tenemos que trabajar para evitar y castigar el tráfico. Pero los jueces 
solos no podemos”, insistió Argibay. La acompañaron el presidente de la Corte, 
Ricardo Lorenzetti, y la ministra Elena Highton de Nolasco. Colombo indicó que 
desde la Ufase han identificado “dos problemas básicos para perseguir el delito 
de trata: por un lado, la  
con-vivencia de sectores políticos y de fuerzas de seguridad y, por el otro, los 
preconceptos y los prejuicios de los propios actores del sistema judicial. Esta 
capacitación apunta a este último problema”, Por otra parte, también 
sostenemos la necesidad  que se modifique la legislación nacional 
estableciendo  la penalización del cliente en tanto “sin cliente no hay 
prostitución ni trata de personas”;  al respecto merece tomar en consideración 
la legislación de  Suecia que en el año 1999, luego de años de investigación y 
estudios, Suecia aprobó una ley que: a) penaliza la compra de servicios 
sexuales y b) despenaliza la venta de dichos servicios. La novedosa lógica 
detrás de esta legislación se estipula claramente en la literatura del gobierno 



sobre la ley: “En Suecia la prostitución es considerada como un aspecto de la 
violencia masculina contra mujeres, niñas y niños. Es reconocida oficialmente 
como una forma de explotación de mujeres, niñas y niños, y constituye un 
problema social significativo… la igualdad de género continuará siendo 
inalcanzable mientras los hombres compren, vendan y exploten a mujeres, 
niñas y niños prostituyéndoles”. 

Además de la estrategia legal de dos vías, un tercer y esencial elemento 
de la ley sueca sobre la prostitución provee que amplios fondos para servicios 
sociales integrales sean dirigidos a cualquier prostituta que desee dejar esa 
ocupación; también provee fondos adicionales para educar al público. Siendo 
así, la estrategia única de Suecia trata la prostitución como una forma de 
violencia contra las mujeres, en la cual se penaliza a los hombres que las 
explotan comprando servicios sexuales, a fin de  contrarrestar el histórico 
sesgo masculino que por tanto tiempo ha embrutecido el pensamiento acerca 
de la prostitución. A fin de anclar sólidamente su visión en terreno legal firme, la 
ley sueca referida a la prostitución fue aprobada como parte de la legislación 
general de 1999 sobre la violencia contra las mujeres. 

Francia también se plantea penalizar a los clientes de la prostitución. El 
Parlamento Francés debatirá un proyecto de ley presentado por la Ministra de 
Solidaridad y Cohesión Social, Roselyne Bachelot, que penaliza a los clientes 
de prostitución. 

“La Prostitución nunca es voluntaria, cerca del 85% de las mujeres que 
la ejercen salen de redes de proxenetismo internacional y se prostituyen 
porque no tienen otra opción”   

“El objetivo de la penalización es hacerles entender a los hombres que 
acudan a prostitutas que al hacerlo sustentan la trata de seres humanos”, “nos 
hemos inspirado en el modelo de Suecia” subrayó la Ministra.- 
 Sobre la cuestión merece destacar  el informe de la “Misión 
parlamentaria francesa sobre prostitución “ que apoya la penalización de los 
clientes prostituidores, presidida por la diputada socialista Danielle Busquet así 
como al relator del UMP, (partido del gobierno), Guy Geoffroy por su 
esclarecedor y crítico informe sobre la prostitución, hecho público el pasado 13 
de abril 
de 2011. Una de las principales recomendaciones que contiene este informe es 
la penalización de los "clientes" de las personas prostituidas, y la implantación 
del modelo sueco. 
La prostitución está reconocida como una forma de violencia contra las 
mujeres, contraria a todas las normas de derechos humanos basadas en la 
dignidad, la igualdad y el empoderamiento de las personas más vulnerables. 
Como apostilla el informe, es imposible luchar contra el sistema de prostitución 
si las políticas públicas no desarrollan acciones contra todos aquellos que 
explotan a las personas prostituidas, incluidos los clientes, los cuales continúan 
siendo los actores más invisibles del sistema prostitucional. Su anonimato e 
impunidad son los principales factores que impiden desarrollar una verdadera 
campaña global e inclusiva contra la trata y la prostitución. 
El informe analiza de forma detallada todas y cada una de las formas de  
prostitución, como por ejemplo el sistema de prostitución Escort o la 
prostitución a través de Internet. Concluye que la ley francesa adoptada hace 
ocho años que tipifica y penaliza la "captación pasiva" de clientes, contribuye a 
la estigmatización, penalización y victimización de las mujeres prostituidas. 



Realiza asimismo numerosas propuestas para empoderar a las 
"sobrevivientes" y a las víctimas de la trata y la prostitución, para que puedan 
tener otras alternativas de vida. El informe contiene 30 importantes 
recomendaciones para combatir la trata sexual, la prostitución y otras formas 
de explotación sexual, entre las que cabe destacar las siguientes: Penalización 
de los clientes, medida que debe entrar en vigor después de un periodo 
intermedio de seis meses durante el cual se debe realizar una campaña de 
información pública, donde se haga visible el papel de los clientes como 
promotores de la violencia que genera la prostitución. 
 Esta propuesta también incide en la necesidad de implementar 
programas educativos que promuevan valores como la igualdad de género así 
como otra serie de medidas de carácter social y cultural, cuyo objetivo sea la 
desincentivación de la demanda que favorece la explotación sexual, en 
conformidad con lo estipulado en el artículo 6 del Convenio del Consejo de 
Europa sobre la Lucha contra la Trata de Seres Humanos. Visibilizar el nexo de 
unión que existe entre la pornografía y la prostitución. Favorecer el acceso de 
las víctimas de la trata y la prostitución a 
derechos internacionalmente reconocidos en tratados internacionales y 
regionales, como la Convención del 2 de diciembre de 1949 o el Protocolo de 
Palermo, como el derecho de acceso a la justicia o el derecho de reparación, 
entre otros. 
Favorecer el desarrollo de nuevos métodos de lucha contra la trata y el 
proxenetismo, e incrementar los recursos asignados. Implementar programas 
de formación para poder identificar nuevas formas de proxenetismo a través de 
Internet, de las agencias Escort, de los anuncios en los periódicos, o de las 
agencias que proponen asistentes sexuales para personas con discapacidad. 
 Derogación de la ley que penaliza la captación pasiva de clientes 
aprobada 
en Francia hace ocho años, según la cual cualquier mujer puede ser detenida 
por el sólo hecho de tener apariencia de "prostituta" y estar sola en la calle, y 
que se opone a todos los compromisos adquiridos a través de la Convención 
de Naciones Unidas de 1949. Francia debe recuperar el papel que tuvo hace 
algunos años en foros internacionales como Naciones Unidas o la Unión 
Europea, y defender activamente su posición abolicionista. Adopción de una 
resolución del parlamento francés que refuerce las obligaciones y compromisos 
de Francia adquiridos a través de la Convención 
de 1949, la CEDAW y el Protocolo de Palermo de lucha contra la trata y la  
prostitución. Reforzar asimismo sus obligaciones a nivel nacional, a través de la 
creación de una estructura transversal que coordine el trabajo de los diferentes 
ministerios y organismos implicados en la lucha contra la trata y la prostitución, 
con el objetivo de promover políticas y actuaciones coherentes y eficaces. 
 La Misión parlamentaria ha audicionado a más de 200 personas 
durante un 
periodo de seis meses, personas prostituidas, trabajadores/as sociales, 
personal sanitario, policial y judicial, representantes de ONGs con 
posicionamientos diferentes en torno a la prostitución (abolicionistas, feministas 
y organizaciones pro-reconocimiento de la prostitución como trabajo). La Misión 
se ha personado en ciudades francesas como París, Lión o Marsella y en 
países que tienen políticas diversas en materia de trata y prostitución, como 
Bélgica, Países Bajos, España y Suecia. * Desde su creación en 1989, la 



CATW ha estado en primera línea de actuación tanto en Francia como en 
Europa defendiendo y apoyando la penalización de los clientes del sistema 
prostitucional.  
 Desde un principio ha colaborado con la Unión contra el Tráfico de 
Seres Humanos, la asociación feminista abolicionista más antigua de Francia 
fundada por Marcelle Legrand Falco en 1926. Su trabajo fue continuado por 
Denise Pouillon Falco, la cual  recibió un premio de la CATW en el año 2010 
por su compromiso de lucha de toda una vida. Actualmente la CATW continúa 
trabajando en Europa y en la región del Mediterráneo dentro del marco de la 
Red Mediterránea contra la Trata de 
Mujeres. Esta Red ha sido fundada por la CATW junto con el Foro de Mujeres 
del Mediterráneo y Mujeres Solidarias, con el objetivo fundamental de luchar 
contra la impunidad de los clientes y contra la industria del turismo sexual Cabe 
agregar, en relación al articulo 4ª y 5ª del presente proyecto de Ley  que  
disponemos la derogación de toda disposición legal que establezca como 
recurso del Estado el ingreso proveniente de la explotación sexual ajena;  en 
tanto el articulo 68 de la Constitución provincial establece que el sistema 
tributario y las cargas publicas se fundamentan en los principios de legalidad; 
que indica que la imposición del tributo debe emanar de la norma 

La ley de presupuesto provincial establece en el articulo 22 el impuesto 
mínimo a tributar  cuando se exploten las siguientes actividades; entre ellas 
menciona a las cabarets, boîtes, whiskerías y similares. 

Si bien el tributo esta establecido por la norma mencionada;  se sustenta 
en una actividad ilícita al desarrollarse mediante la explotación sexual ajena 
prohibida  por la ley, motivo por el cual no puede ser convalidada por el Estado, 
en tanto ello implicaría aceptar una actividad prohibida; indigna y que pone a 
las mujeres en riesgo extremo.  
Por otra parte;  huelga agregar en relación al articulo 3ª de presente proyecto 
que el  05 de julio del año 2011;  la señora Presidente de la Nación dicto 
decreto  numero 936/11 que prohíbe la publicidad de oferta sexual 
estableciendo  el carácter de orden publico y de aplicación  en todo el territorio 
de la republica Argentina, conforme lo previsto por el articulo 1 de la ley  26. 
485 (protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 
las mujeres en los ámbitos que desarrollen sus relaciones interpersonales) 
Decreto Nº 936/11  
 
“VISTO las Leyes 26.364 y 26.485 y 
CONSIDERANDO: 
Que la Ley Nº 26.364 de PREVENCION Y SANCION DE LA TRATA DE 
PERSONAS Y ASISTENCIA A SUS VICTIMAS tiene por objeto la 
implementación  de las medidas destinadas a prevenir y sancionar la trata de 
personas, asistir y proteger a sus víctimas. 
Que el artículo 4º de la Ley precitada, determina que existe explotación —entre 
otros supuestos— cuando se promoviere, facilitare, desarrollare o se obtuviere 
provecho de cualquier forma de comercio sexual. Que, por su parte, la Ley Nº 
26.485 de PROTECCION INTEGRAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y 
ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN LOS AMBITOS EN 
QUE DESARROLLEN SUS RELACIONES INTERPERSONALES, declara de 
Orden Público sus disposiciones y determina su aplicación en todo el territorio 
de la República, con excepción de las disposiciones de carácter procesal.  



Que en virtud de su artículo 2º, dicha ley tiene como objeto promover y 
garantizar, entre otros extremos la remoción de patrones socioculturales que 
promueven y sostienen la desigualdad de género y las relaciones de poder 
sobre las mujeres. 
Que, asimismo, la mencionada norma establece que los tres poderes del 
Estado, sean del ámbito nacional o provincial, adoptarán las medidas 
necesarias y ratificarán en cada una de sus actuaciones el respeto irrestricto 
del derecho constitucional a la igualdad entre mujeres y varones. 
Que, por la Ley Nº 26.485 quedan especialmente comprendidas en el concepto 
de violencia contra la mujer la prostitución forzada, la explotación, la esclavitud, 
el acoso, el abuso sexual y la trata de mujeres. 
Que, entre las formas en que se manifiestan los distintos tipos de violencia 
contra las mujeres, la referida norma incluye a la violencia mediática, definida 
como “aquella publicación o difusión de mensajes e imágenes estereotipados a 
través de cualquier medio masivo de comunicación, que de manera directa o 
indirecta promueva la explotación de mujeres o sus imágenes, injurie, difame, 
discrimine, deshonre, humille  o atente contra la dignidad de las mujeres, como 
así también la utilización de mujeres, adolescentes y niñas en mensajes e 
imágenes pornográficas, legitimando la desigualdad de trato o construya 
patrones socioculturales reproductores de la desigualdad o generadores de 
violencia contra las mujeres”. 
Que también la Ley Nº 26.485 en su artículo 3º, garantiza todos los derechos 
reconocidos por la CONVENCION SOBRE LA ELIMINACION DE TODAS LAS 
FORMAS DE DISCRIMINACION CONTRA LA MUJER, la CONVENCION 
INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA 
VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, la CONVENCION SOBRE LOS 
DERECHOS DE LOS NIÑOS y por la Ley Nº 26.061 de PROTECCION 
INTEGRAL DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. 
Que, en tanto, la CONVENCION INTERAMERICANA PARA PREVENIR, 
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER —
“CONVENCION DE BELÉM DO PARÁ”—, ratificada por la Ley Nº 24.632, 
establece el compromiso de los Estados Parte a alentar a los medios de 
comunicación a elaborar directrices adecuadas de difusión que contribuyan a 
erradicar la violencia contra la mujer en todas sus formas y a realzar el respeto 
a su dignidad. 
Que en cuanto a los Servicios de Comunicación Audiovisual, la Ley Nº 26.522 
en su artículo 3º, incisos d), h) y m), respectivamente, establece para los 
mencionados servicios y los contenidos de sus emisiones, los siguientes 
objetivos: la defensa de la persona humana y el respeto a los derechos 
personalísimos; la actuación de los medios de comunicación en base a 
principios éticos y la promoción de la protección y salvaguarda de la igualdad 
entre hombres y mujeres y el tratamiento plural, igualitario y no estereotipado, 
evitando toda discriminación por género u orientación sexual. 
Que asimismo, la referida ley dispone en su artículo 12, inciso 19), que la 
AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 
tendrá entre sus misiones y funciones la de garantizar el respeto a la 
Constitución Nacional, las leyes y Tratados Internacionales en los contenidos 
emitidos por los servicios de comunicación audiovisual. 
Que por otra parte, el artículo 71 de la ley en cita establece que quienes 
produzcan, distribuyan, emitan o de cualquier forma obtengan beneficios por la 



transmisión de programas y/o publicidad, deberán velar por el cumplimiento de 
lo dispuesto, entre otras, por las Leyes Nros. 26.485 de 
PROTECCION INTEGRAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR 
LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN LOS AMBITOS EN QUE 
DESARROLLEN SUS RELACIONES INTERPERSONALES y 26.061 de 
PROTECCION INTEGRAL DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y 
ADOLESCENTES, anteriormente referidas. 
Que dentro del marco precedentemente reseñado, resulta imperioso adoptar 
medidas tendientes a eliminar todas las formas de violencia sexual y trata de 
personas, en particular con fines de prostitución, que violan los derechos 
humanos de las mujeres y las niñas y son incompatibles con la dignidad y el 
valor del ser humano, determinando la adopción de medidas eficaces en los 
planos nacional, regional e internacional. 
Que se reconoce que la labor emprendida a nivel mundial para erradicar la 
trata de mujeres y niñas, incluida la cooperación internacional y los programas 
de asistencia técnica, requiere una fuerte voluntad política y la activa 
cooperación de todos los gobiernos de los países de origen, de tránsito y de 
destino. 
Que existe un alto grado de preocupación por el aumento de las actividades de 
las organizaciones de la delincuencia transnacional, así como de otras que 
lucran con la trata internacional de mujeres y niños aun sometiendo a sus 
víctimas a condiciones peligrosas e inhumanas en flagrante violación de las 
normas de derecho interno e internacional. 
Que la trata de personas constituye un fenómeno global, más de CIENTO 
TREINTA (130) países han reportado casos, siendo una de las actividades 
ilegales más lucrativas, después del tráfico de drogas y de armas. Al respecto y 
de acuerdo con estimaciones de la Organización de las Naciones Unidas 
(O.N.U.) millones de personas, en un gran porcentaje mujeres y niñas, están 
siendo explotadas actualmente como víctimas de la trata de personas, ya sea 
para explotación sexual o laboral. 
Que, en ese orden, se deben arbitrar las medidas necesarias para promover la 
erradicación de la difusión de mensajes e imágenes que estimulen o fomenten 
la explotación sexual de personas en medios masivos de comunicación; y en 
especial, los avisos de la prensa escrita los cuales pueden derivar en una 
posible captación de víctimas de trata de personas. 
Que lo consignado precedentemente determina la necesidad de reducir todas 
aquellas prácticas o usos sociales que faciliten o dejen expedita la consecución 
de las acciones que puedan ser tipificadas como trata de personas. 
Que en tal sentido, se considera que los avisos publicados y/o transmitidos por 
los medios de comunicación que promueven la oferta sexual son un vehículo 
efectivo para el delito de trata de personas. 
Que, en consecuencia, resulta necesario adoptar medidas al respecto, 
combatiendo las herramientas que puedan facilitar a las redes criminales la 
consumación del aludido delito, procediendo a la reglamentación de las 
aludidas Leyes Nros. 26.364 y 26.485, así como de la CONVENCION 
INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA 
VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, del 9 de junio de 1994 y de la 
CONVENCION SOBRE LA ELIMINACION DE TODAS LAS FORMAS DE 
DISCRIMINACION CONTRA LA MUJER (C.E.D.A.W.), del 18 de diciembre de 
1979, prohibiendo los avisos que promuevan la oferta sexual o hagan explícita 



o implícita referencia a la solicitud de personas destinadas al comercio sexual 
por cualquier medio, teniendo como finalidad la prevención del delito de Trata 
de Personas con fines de explotación sexual y la paulatina eliminación de las 
formas de discriminación de las mujeres. 
Que, a tal fin, se dispone la creación de la OFICINA DE MONITOREO DE 
PUBLICACION DE AVISOS DE OFERTA DE COMERCIO SEXUAL en el 
ámbito del MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS, la que será 
Autoridad de Aplicación del presente, facultándose a la misma para verificar el 
cumplimiento de sus disposiciones, para monitorear los medios gráficos a los 
fines de constatar la presencia de avisos de oferta y/o solicitud de comercio 
sexual, así como para imponer o requerir las sanciones por incumplimientos. 
Que, tendiendo al efectivo cumplimiento de las disposiciones de este acto, 
corresponde determinar el procedimiento de verificación de las infracciones y 
de sustanciación de las causas que de ellas se originen. 
Que asimismo se establece que la OFICINA DE MONITOREO DE 
PUBLICACION DE AVISOS DE OFERTA DE COMERCIO SEXUAL deberá 
coordinar su actuación con la OFICINA DE RESCATE Y ACOMPAÑAMIENTO 
A LAS PERSONAS DAMNIFICADAS POR EL DELITO DE TRATA, ambas del 
MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS, con la AUTORIDAD 
FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL (AFSCA) y 
con el CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES dependiente del CONSEJO 
NACIONAL DE COORDINACION DE POLITICAS SOCIALES de la 
PRESIDENCIA DE LA NACION. 
Que ha tomado la intervención de su competencia el servicio jurídico 
pertinente. 
Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el 
artículo 99, incisos 1 y 2, de la CONSTITUCION NACIONAL. 
Por ello, 
 
LA PRESIDENTA DE LA NACION ARGENTINA DECRETA: 
 
Artículo 1º - Con carácter de orden público y de aplicación en todo el territorio 
de la República, conforme lo previsto por el artículo 1º de la Ley Nº 26.485, 
prohíbense los avisos que promuevan la oferta sexual o hagan explícita o 
implícita referencia a la solicitud de personas destinadas al comercio sexual, 
por cualquier medio, con la finalidad de prevenir el delito de Trata de Personas 
con fines de explotación sexual y la paulatina eliminación de las formas de 
discriminación de las mujeres. 

Asimismo, quedan comprendidos en este régimen todos aquellos avisos 
cuyo texto, haciendo referencia a actividades lícitas resulten engañosos, 
teniendo por fin último la realización de alguna de las actividades aludidas en el 
párrafo precedente. 
Art. 2º - Créase, en el ámbito del MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS 
HUMANOS, la OFICINA DE MONITOREO DE PUBLICACION DE AVISOS DE 
OFERTA DE COMERCIO SEXUAL, la que será Autoridad de Aplicación del 
presente decreto. 
Art. 3º - La OFICINA DE MONITOREO DE PUBLICACION DE AVISOS DE 
OFERTA DE 
COMERCIO SEXUAL se encuentra facultada para: 
a) Verificar el cumplimiento de las disposiciones contenidas en este decreto. 



b) Monitorear los medios gráficos a los fines de constatar la presencia de 
avisos de oferta y/o solicitud de comercio sexual. 
c) Imponer o requerir las sanciones por incumplimientos a lo establecido en 
esta medida. 
Art. 4º - La verificación de las infracciones a lo dispuesto en este acto y la 
sustanciación de las causas que de ellas se originen se ajustarán al 
procedimiento que seguidamente se establece: 
 
a) Comprobada una infracción, el funcionario actuante procederá a labrar un 
acta donde hará constar concretamente el hecho verificado, la disposición 
infringida, debiendo adjuntar la página o páginas del medio gráfico en donde 
conste materialmente dicha infracción. 
b) Ante la primera comprobación de una infracción, el funcionario actuante 
notificará al presunto infractor e instará, en el mismo acto, a que en el plazo de 
VEINTICUATRO (24) horas, el medio gráfico cese con la práctica incursa en 
infracción. 
c) Si el medio gráfico incurriese nuevamente en una práctica vedada e hiciese 
caso omiso de lo dispuesto en el inciso anterior, el funcionario actuante labrará 
una nueva acta donde hará constar concretamente el hecho verificado y la 
disposición infringida, debiendo adjuntar la página o páginas del medio gráfico 
en donde conste materialmente la nueva infracción, como así también copia del 
acta labrada contemplada en el inciso a).El presunto infractor, dentro de los 
CINCO (5) días hábiles deberá presentar por escrito su descargo y ofrecer las 
pruebas si las hubiere. 
d) Las constancias del acta labrada conforme a lo previsto en los incisos a) y c) 
de este artículo, constituirán prueba suficiente de los hechos así comprobados, 
salvo en los casos en que resulten desvirtuadas por otras pruebas. 
e) Las pruebas se admitirán solamente en caso de existir hechos controvertidos 
y siempre que no resulten manifiestamente inconducentes. 
f) Concluido el plazo contemplado en el último párrafo del inciso c) la Autoridad 
de Aplicación dictará resolución definitiva dentro del plazo de CINCO (5) días 
hábiles, notificando en el mismo 
acto al presunto infractor. 
Art. 5º - La OFICINA DE MONITOREO DE PUBLICACION DE AVISOS DE 
OFERTA DE COMERCIO SEXUAL deberá coordinar su actuación con la 
AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 
(AFSCA) en virtud de las disposiciones de la Ley Nº 26.522, con el CONSEJO 
NACIONAL DE LAS MUJERES atento las previsiones de la Ley 
Nº 26.485 y su reglamentación aprobada por Decreto Nº 1011/10, y con la 
OFICINA DE RESCATE Y ACOMPAÑAMIENTO A LAS PERSONAS 
DAMNIFICADAS POR EL DELITO DE TRATA. 
Art. 6º - Facúltase al MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS 
para dictar las normas complementarias y aclaratorias necesarias para la 
implementación del régimen establecido por este acto. 
Art. 7º - Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCION NACIONAL DEL 
REGISTRO 
OFICIAL y archívese. 
 
FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Aníbal D. Fernández. — Julio C. Alak. 
 



Es preciso que se instale en la sociedad, en la opinión pública el 
problema de la explotación sexual, se necesita imperiosamente  del  
compromiso social de los medios de comunicación en este sentido se adjunta 
el  comunicado expedido por  FOPEA, Foro de Periodismo Argentino, en julio 
de este año: “Preocupación por la publicación de avisos vinculados al 
proxenetismo y la trata de personas en los medios gráficos. (Fopea) quiere 
manifestar su preocupación por la persistente publicación, en diferentes 
medios gráficos nacionales y regionales, de publicidades que promueven la 
prostitución y la trata de personas en sus distintas formas. 

Las investigaciones judiciales y de organizaciones gubernamentales, no 
gubernamentales y sociales han demostrado que detrás de estas ofertas que 
aparecen de manera sistemática y organizada en los medios de comunicación, 
existen vastas redes de captación, circulación y sometimiento de personas, 
con ramificaciones nacionales, regionales e internacionales de tráfico. 

La trata de personas para su sometimiento sexual y laboral es uno de 
los negocios más lucrativos del planeta. Incluye niñas, niños y personas con 
alta vulnerabilidad social, y está penada por las legislaciones internacionales y 
nacionales. Esta forma moderna de esclavitud que incluye el secuestro, la 
vejación y el sometimiento, está siendo cada vez más expuesta a la luz pública 
y modificando las agendas gubernamentales y la acción judicial, gracias al 
aporte creciente de las organizaciones sociales que trabajan para denunciar y 
hacer visibles estas redes. El tema suma también repercusión por el aporte 
que realizan los periodistas y medios de comunicación, investigando, 
publicando y denunciando estos hechos. 

En este marco, Fopea observa cómo, cuanto menos, contradictoria la 
conducta de medios de comunicación que, en su definición editorial y su 
construcción noticiosa, colaboran con la denuncia de estas formas modernas 
de sometimiento pero, al mismo tiempo, favorecen desde sus páginas de 
publicidad la expansión del negocio de la prostitución y la trata de personas 
publicando avisos clasificados de proxenetismo y explotación sexual o ligados 
a evidentes fines de reclutar a menores o personas socialmente vulnerables. 
Un dato adicional es la creciente naturalización de estos avisos entre las 
ofertas comerciales de automotores, viviendas, electrodomésticos y búsqueda 
de personal, como si fueran parte de una oferta lícita. 

En razón de todas estas observaciones, Fopea hace un llamado de 
atención a la opinión pública en general y a las empresas periodísticas en 
particular -en especial a los medios gráficos, en los cuales este tipo de 
anuncios adquiere mayor preeminencia- solicitándoles que revisen sus 
criterios de publicación de avisos, a fin de no ser cómplices de un delito 
aberrante”. .. 

En el ámbito de la provincia de Córdoba,  en el mes de  septiembre de 
2010   presente un proyecto de resolución conjuntamente con la Legisladora 
Silvia Rivero,  dirigiéndonos al Poder Ejecutivo Provincial a los fines de que 
arbitre los mecanismos necesarios a fin de proceder a retirar la publicidad y 
propaganda oficial de aquellos medios de comunicación a nivel nacional, 
provincial o municipal que publiquen entre sus contenidos espacios publicitarios 
o avisos clasificados de oferta sexual, en virtud de los riesgos que los mismos 
entrañan en relación con el delito de trata de personas con fines de explotación 
sexual ( Expte. 6180/L/2010);  



En dicho proyecto sostenemos al igual que la señora Presidente  de la 
Nación que los avisos clasificados  de oferta  de comercio sexual mantienen y 
naturalizan la explotación sexual, facilitando además el tráfico de personas con 
fines sexuales. 

El decreto de la señora Presidente se sustenta en el cambio de 
paradigma en derechos humanos amparado por convenciones internacionales 
y la Constitución  Nacional y provincial, que marcan un  hilo común que 
convierte a la mujer en sujeto de derecho. 

Por ultimo,  a manera a de corolario podemos decir  que la prostitución 
es la esclavitud mas antigua del mundo; por tanto, es superfluo hablar de 
prostitución voluntaria o involuntaria. A través de la Historia, se han sucedido 
distintos modelos de tratamiento que han olvidado durante siglos a la víctima, 
la persona que se prostituye, y al cliente, el que crea y en gran parte legítima la 
demanda de esta actividad.  

Se ha empezado ha comprender la idea de que la prostitución es una 
forma de violencia y que, por tanto, no se puede entender como forma de 
relación laboral alguna, dado que no puede haber derechos laborales ni 
mercantiles cuando se violan derechos fundamentales. 

La obligación de los poderes públicos es evitar, en lo posible, que esta 
forma de violencia, cualquier forma de violencia, afecte a ningún ser humano. 
 Por tanto, hay que reconocer el papel de víctima de cientos de miles de 
mujeres, niños y personas pertenecientes a minorías sexuales, que sufren la 
prostitución día a día. Siempre que hay una víctima existe un culpable de esa 
situación, que sólo pueden ser el cliente, en primer lugar, y el proxeneta, cuya 
figura no tendría razón de ser de no existir clientes. 

Por ello la necesidad de inclusión social de la victimas, que sufren 
enormes secuelas físicas y psíquicas, y en perseguir penalmente al cliente,  
modificando la legislación nacional 

 Por ultimo a manera reflexión adoptamos las palabras de la  Coalición 
Internacional contra el trafico de mujeres y Dirección del programa de 
promoción de la mujer de la UNESCO: “La prostitución no es una expresión de 
libertad sexual de la mujer, sino que tiene que ver casi siempre con la violencia, 
la marginación, la dificultad económica y la cultura sexista y patriarcal. De 
acuerdo con estas tesis, la clave para enfrentar el problema pasa porque la 
sociedad recupere su capacidad de indignación ante esta forma de esclavitud 
que es la prostitución. La mayor parte de las prostitutas son mantenidas a 
través de la fuerza premeditada y el abuso físico pero, a menudo, éste es el 
resultado del abuso sexual y emocional previo, privaciones y desventajas 
económicas, marginalización, pérdida de identidad, manipulación y decepción”. 

Un artículo periodístico de Silvia Zimmermann del Castillo para el diario 
la Nación narra la profunda preocupación de Ernesto Sábato, 17 años atrás por 
el creciente ejercicio de la prostitución infantil en el norte argentino.- 
“Llegaremos a ser destino de turismo de sexo infantil. El Noroeste y la 
Mesopotamia son ruta de tráfico y proveeduría de niñas…….el Estado está 
ausente y la sociedad cada vez más entregada a la estupidez. Los políticos se 
ocupan de lo inmediato y redituable y los niños no votan”.- decía Sábato.- 
“La prostitución infantil cuenta con dos aliados de hierro: la pobreza y la 
indiferencia. Y, por supuesto, con lo que la mantiene vigente y próspera: los 
clientes. 



Sorprende que en plena era de los derechos humanos, la prostitución sea vista 
como una manifestación de su ejercicio y no  como su violación. A tal punto nos 
hemos extraviado en la falta de valores.- 
No sabemos lo que encierran los burdeles que ahora se propagan como 
hongos por los barrios de Buenos Aires y a lo largo de las rutas del país. 
La prostitución no ha sido jamás un ámbito de virtudes. Negocia con el crimen 
organizado, con la trata  de personas, con el tráfico de drogas. 
Practica con naturalidad la esclavitud, ilegal por cierto, pero pilar básico de su 
actividad legalizada. Y hay un término que, por principio no aparece en sus 
transacciones: amor.” 
Su título “El país de las luces rojas” lo dice todo.- 
“Nosotras queremos que la prostitución no sea el camino para las mujeres, 
queremos que se les den todas las herramientas, igualdad de oportunidades, 
para que puedan elegir otra forma de proyección de vida”, opinó Tuñez. “Sí 
creemos que se tienen que cerrar los prostíbulos, si creemos que cuando se 
cierren los prostíbulos y las whiskerías vamos a encontrar a muchas de las 
mujeres que hoy están desaparecidas”, destacó la referente de La Casa del 
Encuentro. 

Con la profunda convicción de que sin cliente prostitúyete no hay trata, 
que las whiskerías, cabarets y similares son meras pantallas para la 
explotación de la prostitución ajena y la trata de personas, que los avisos 
clasificados de oferta sexual constituyen verdaderos casos de proxenetismo 
mediático y en resguardo de los derechos humanos de mujeres, niños y niñas y 
por fundamentos que expondré oportunamente en el recinto solicito a los 
señores legisladores acompañar el presente proyecto de ley y su tratamiento 
conjunto con el Proyecto de Ley 6087/L/10 complementario del presente..- 
 
 
 
 
Sr. Presidente (Alesandri).- Conforme lo acordado en la Comisión de Labor 
Parlamentaria, y si no hay objeción en aplicar el artículo 157 del Reglamento 
Interno, vamos a dar tratamiento , sin constituir la Cámara en estado de 
comisión, a los siguientes proyectos: 9191, 9215,  9248, 9254,  9256, 9258, 
9261, 9262, 9263, 9264, 9265, 9266, 9267, 9268, 9269, 9277, 9278, 9280 y 
9281/L/12, sometiéndolos a votación conforme al texto acordado en la 
Comisión de Labor Parlamentaria. 
 En consideración la aprobación de los proyectos enumerados. 

Los que estén por la afirmativa sírvanse expresarlo. 
 

-Se vota y aprueban. 
 
Sr. Presidente (Alesandri).-Aprobados. 
 No habiendo más asuntos que tratar, y despidiendo a las autoridades y 
miembros de las asociaciones civiles que nos han visitado, invito al legislador 
José Luis De Lucca a arriar la Bandera nacional en el mástil del recinto, y a los 
demás legisladores a ponerse de pie. 

− Así se hace. 

 



Sr. Presidente (Alesandri).- Queda levantada la sesión. 
 

− Es la hora 21 y 13. 

 
Dra. Silvana Sabatini 

Directora del Cuerpo de Taquígrafos 
 
 


